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EXPEDIENTE N°:  25000234200020210079400 

DEMANDANTE:     MARGARITA ISABEL CALVO SÁNCHEZ 

DEMANDADO: NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DEAJ 

MAGISTRADO:  CARLOS ENRIQUE BERROCAL MORA 

 

 

Hoy, doce (12) de octubre de dos mil veintidós (2022), el Oficial 

Mayor de la Subsección “D”, de la Sección Segunda del Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, deja constancia que se fija en la página 

web de la Rama Judicial, en la cartelera y en la carpeta del público, los 

escritos de excepciones contenidos en las contestaciones de demanda 

presentadas por los apoderados de: NACIÓN – DEPARTAMENTO 

ADMINISTRATIVO DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA; 

NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DEAJ; NACIÓN – MINISTERIO DE 

JUSTICIA Y DEL DERECHO; NACIÓN – DEPARTAMENTO 

ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA; MINISTERIO DE 

HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. En consecuencia, se fija por el 

término de un (1) día. Así mismo, vencido el día de fijación, se 

mantendrá en la Secretaría de la Subsección “D”, a disposición de la parte 

contraria, por el término de tres (3) días. 

 

Lo anterior, en virtud del parágrafo 2, del artículo 175 del C.P.A.C.A. 
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(CITE ESTE NÚMERO PARA INFORMACIÓN Y/O PARA ENVIAR COMUNICACIÓN)
Bogotá D.C. 18 de agosto de 2022

Señores
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA
Sección Segunda- Sala Transitoria
Atn. M.P. CARLOS ENRIQUE BERROCAL MORA
E. S. D.

Radicación: 25000234200020210079400
Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Demandante:  Margarita Isabel Calvo Sánchez
Demandado: Departamento Administrativo de la Presidencia de la Republica 
– Ministerio de Justicia y del Derecho – Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
– Departamento Administrativo de la Función Pública – Rama Judicial – 
Consejo Superior de la Judicatura y Dirección Ejecutiva de la Administración 
Judicial. 

MARIA YOLANDA CARRILLO CARREÑO, identificada con la cédula de ciudadanía No. 
23.560.772, abogada en ejercicio con tarjeta profesional de Abogada No. 131.322 expedida por el 
C. S. de la J., apoderada de la Nación – Departamento Administrativo de la Presidencia de la 
República y del Señor Presidente de la República, según poder que anexo, encontrándome dentro del 
término de ley, me dirijo respetuosamente a su Despacho con el fin de contestar la demanda del asunto.

1. IDENTIFICACION PARTE DEMANDADA

Al amparo del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, comparece como parte demandada, el Departamento Administrativo de la 
Presidencia de la República, el cual según el Decreto 1784 2019, que modificó la estructura del 
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República y el artículo 1.1.1.1 del Decreto Único 
1081 de 2015, puede usar como denominación abreviada la de Presidencia de la República, entidad 
que forma parte del sector central de la administración pública del orden nacional, con domicilio en 
Bogotá y representado legalmente por su Director General, en su nombre y representación 
interviene la suscrita apoderada.

2. A LAS PRETENSIONES

La parte instauró acción de nulidad y restablecimiento del derecho en contra de la Nación – 
Presidencia de la República, Ministerio de Justicia y del Derecho, Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, Departamento Administrativo de la Función Pública, Rama Judicial -Consejo Superior de la 
Judicatura, Dirección Ejecutiva de la Administración Judicial, con el propósito de obtener las 
siguientes pretensiones:
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1. Se declare la nulidad delos actos fictos o presuntos negativos, derivados del silencio de la 
administración al no dar respuesta a las solicitudes presentadas por la parte actora, entre el 16 y 
18 de diciembre de 2015.

2. Del acto administrativo expreso contenido en la Resolución 7151 de 31 de diciembre de 2015, 
proferida por la Directora Ejecutiva de Administración Judicial, por medio de la cual resuelve no 
acceder a la solicitud presentada por la parte actora el día 18 de diciembre de 2015.

El Departamento Administrativo de la Presidencia de la República manifiesta su oposición a todas y cada una 
de las pretensiones de la demanda, como quiera que la entidad no tiene competencias en sobre nivelación o 
reclasificación salarial y prestacional, de manera que tampoco puede asumir el reconocimiento de la 
bonificación por nivelación, reajuste y pago de las prestaciones laborales que se reclaman  a título de 
restablecimiento del derecho, no sólo porque no expidió los actos demandados, sino porque nunca ha tenido 
vínculo laboral con el demandante.

El Departamento Administrativo de la Presidencia de la República carece de legitimación procesal y 
material en la causa por pasiva, puesto que no participó, directa ni indirectamente en la expedición de 
los actos fictos entre el 16 y 18 de diciembre de 2015, no tiene un vínculo laboral de carácter legal y 
reglamentario con la demandante, ni ejerce la representación legal de la Rama Judicial - Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial, que por disposición constitucional y legal está representada por 
el Director Ejecutivo de Administración Judicial. En consecuencia, deberá negarse toda pretensión 
frente a esta Entidad.

Además, se precisa que las autoridades sólo pueden hacer lo que les está permitido en la Constitución, Ley o 
reglamento (C.P., arts. 6 y 121) y de conformidad con las competencias asignadas a la entidad y a las funciones 
propias de cada cargo y, en consecuencia, no se observa el fundamento para reclamar de mi representada, ante 
la ausencia de obligaciones para con el demandante.

3. A LOS HECHOS QUE FUNDAMENTAN LA DEMANDA

El Departamento Administrativo de la Presidencia de la República no tiene conocimiento de los 
hechos narrados en la demanda, en primer lugar, porque el demandante nunca prestó sus servicios 
a esta Entidad, en segundo lugar, porque no participó en “la cadena de actuaciones estatales” en 
desarrollo de las relaciones jurídico administrativo-laborales descritas en la demanda y finalmente, 
porque no expidió los actos administrativos que resolvieron sus nivelaciones salariales conforme al 
artículo 14 de la Ley 4 de 1992; no obstante, se expone la opinión de la Entidad sobre los hechos 
que estructuran la demanda.   

A los Hechos 1 al 4: Nos remitimos a la norma, además de agregar que el Gobierno Nacional dio 
cumplimiento a la revisión y nivelación salarial, reduciendo boquetes horizontales y verticales que 
se presentaron en los ingresos de los empleados y funcionarios de la Rama Judicial,  ordenada en 
el parágrafo del artículo 14 de la Ley 4 de 1992, mediante la expedición en su momento de los 
Decretos 53 y 57 de 1993, por los cuales se fijó el régimen salarial y prestacional de los empleados 
de la Fiscalía General de la Nación, de la Rama Judicial y la Justicia Penal Militar, respectivamente.

A Los Hechos 5 al 6: No son hechos, se trata de la descripción que realiza el apoderado de la 
parte actora de las normas que determinaron la fijación salarial de la Rama Judicial, que no 
concretan, para el caso presente, de qué manera reafirma la supuesta responsabilidad endilgada a 
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la entidad que represento. El Departamento Administrativo de la Presidencia de la República no 
tiene la capacidad para comparecer al presente asunto en representación de la Nación, teniendo en 
cuenta que NO expidió ninguno de los actos administrativos cuya nulidad se solicita, y que tampoco 
funge como superior jerárquico de las autoridades que los adoptaron.

En este orden de ideas, es pertinente advertir que NO siempre la Presidencia de la República 
representa a la Nación, sino que ello sólo sucede cuando la reclamación se relaciona con sus propias 
funciones, pero NO con las funciones propias del señor Presidente de la República, ni con las de los 
demás miembros del Gobierno Nacional, que es una confusión muy usual en los procesos judiciales.

De la simple lectura de los hechos se deduce que ninguno vincula, involucra o señala al 
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, razón de más para alegar e insistir 
en nuestra falta de competencia para resolver la situación jurídica y laboral del actor, lo que se 
traduce en la falta de legitimidad material en la causa por pasiva que asiste a la Entidad y que se 
planteará como excepción más adelante. 

 

4. FUNDAMENTOS JURIDICOS DE DEFENSA

En primer término, se pone de presente que la Presidencia de la República desconoce la situación laboral 
específica de la señora Margarita Isabel Calvo Sánchez, toda vez que nunca fue funcionaria de esta 
Entidad, lo que desde ya descarta la justificación de la vinculación de este Departamento al presente 
proceso, pues ante la carencia de relación entre la demandante y el DAPRE en modo alguno puede 
pretenderse que ahora esta Entidad se convierta en el garante de los derechos laborales que reclama y 
que presuntamente le ha infringido la Dirección Ejecutiva de la Administración Judicial.

En segundo término, el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República no es la 
autoridad llamada a representar judicialmente a la Nación, la demanda instaurada adolece de un 
defecto formal que tiene que ver con la designación de las partes y de sus representantes, previsto 
en el numeral primero del artículo 162 del C.P.A.C.A. Debemos manifestar que según lo dispuesto 
en el artículo 159 del C.P.A.C.A., la capacidad para comparecer al proceso, como demandantes, 
demandados o intervinientes en lo contencioso administrativo, en representación de la Nación, se 
asigna al Ministro, Director de Departamento Administrativo, Superintendente, Registrador Nacional 
del Estado Civil, Procurador General de la Nación, Contralor General de la República o Fiscal General 
de la Nación o por la persona de mayor jerarquía en la entidad que expidió el acto o produjo el 
hecho.

La representación judicial de la Nación

La Presidencia de la República ha venido exponiendo que el antiguo Código Contencioso 
Administrativo y el nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, contienen unas reglas de representación que, mal leídas, se prestan a confusiones 
innecesarias, siendo preciso iniciar con la lectura de los incisos 1, 2 y 3 del artículo 115 de la 
Constitución Política:

ARTICULO   115. El Presidente de la República es Jefe del Estado, Jefe del Gobierno y suprema autoridad 
administrativa. 
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El Gobierno Nacional está formado por el Presidente de la República, los ministros del despacho y los 
directores de departamentos administrativos. El Presidente y el Ministro o Director de Departamento 
correspondientes, en cada negocio particular, constituyen el Gobierno. 

Ningún acto del Presidente, excepto el de nombramiento y remoción de Ministros y Directores de 
Departamentos Administrativos y aquellos expedidos en su calidad de Jefe del Estado y de suprema 
autoridad administrativa, tendrá valor ni fuerza alguna mientras no sea suscrito y comunicado por el 
Ministro del ramo respectivo o por el Director del Departamento Administrativo correspondiente, quienes, 
por el mismo hecho, se hacen responsables. (Subrayas propias)

Dicha regla ha sido analizada con suficiencia por el Consejo de Estado, concluyendo que cuando se 
demande un decreto del Gobierno Nacional, integrado en la forma prevista en el artículo 115 
Constitucional, la defensa judicial de su legalidad le compete a la autoridad que haya expedido el 
acto, entendiendo por tal el ministro, director de departamento administrativo o representante de 
la entidad, que lo haya firmado, y no al Presidente de la República, que no está incluido en la lista 
de autoridades que legalmente pueden ejercer la representación judicial de la Nación, contenida en 
el artículo 149 del Código Contencioso Administrativo, hoy 159 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo . 

Así se dijo, por ejemplo, en auto de 13 de octubre de 2011:

“Ahora bien, en cuanto se refiere a la solicitud formulada por el demandante de tener como parte a la 
Nación – Presidencia de la República, el Despacho dará estricta aplicación a los fundamentos 
constitucionales y legales que de manera reiterada, a través de precedentes jurisprudenciales, han negado 
esta condición a dicha dependencia pública, incluso al mismo Presidente de la República, tal como 
pasa a exponerse:

El determinar si la Presidencia de la República está llamada a representar a la Nación en un proceso 
contencioso administrativo, es un aspecto que debe ser comprendido a partir de lo establecido en el artículo 
115 constitucional que establece en su inciso tercero que “Ningún acto del Presidente, excepto el de 
nombramiento y remoción de ministros y directores de departamentos administrativos y aquellos expedidos 
en su calidad de jefe del Estado y de suprema autoridad administrativa, tendrá valor ni fuerza alguna 
mientras no sea suscrito y comunicado por el ministro del ramo respectivo o por el director del 
departamento administrativo correspondiente, quienes, por el mismo hecho, se hacen 
responsables.” (Resaltado propio)      

En esta misma línea el artículo 149 del Código Contencioso Administrativo dispone en su regulación que 
“en los procesos Contencioso Administrativos la Nación estará representada por el Ministro, Director de 
Departamento Administrativo, Superintendente, Registrador Nacional del Estado Civil, Fiscal General, 
Procurador o Contralor o por la persona de mayor jerarquía en la entidad que expidió el acto o produjo el 
hecho”,  aclarándose en el parágrafo segundo de la misma disposición que “cuando el contrato haya sido 
suscrito directamente por el Presidente de la República en nombre de la Nación, la representación de ésta 
se ejerce por él o por su delegado”. 

En lo que concierne al tratamiento que esta Corporación ha dado a estas disposiciones es preciso anotar 
que se ha reiterado que en tratándose de actos administrativos que han sido suscritos por el Presidente de 
la República conjuntamente con Directores de Departamento Administrativo o el Ministro del respectivo 
ramo, son estos últimos los llamados a representar judicialmente a la Nación.

Sobre este aspecto esta Corporación ha sostenido en anteriores casos lo siguiente: 

“Como quiera que el Decreto 2474 de 2008 fue expedido por el Gobierno Nacional a través de los ministros 
del Interior y de Justicia, de Hacienda y Crédito Público, de Transporte y por el Director del Departamento 
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Nacional de Planeación, resulta improcedente la vinculación al proceso del Departamento Administrativo 
de la Presidencia de la Presidencia de la República.”1

 Ahora, cuando se está en presencia de actos que han sido suscritos exclusivamente por el Presidente de 
la República, es éste el llamado a comparecer al proceso por conducto del Director del Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República2, tal como lo enseñan diversas decisiones de la Sala que 
han expresado que:
“Pues bien, la Sala encuentra completamente claro que las Directivas Presidenciales demandadas sólo 
fueron expedidas y, por ende, suscritas por el Presidente de la República, de allí precisamente que la 
notificación del auto admisorio de la demanda deba efectuarse a dicho ente por conducto del Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República”3

Así las cosas, por reunir los requisitos formales se dispondrá la admisión de la demanda pero se denegará 
la vinculación, como demandada, de la Presidencia de la República con fundamento en lo dispuesto por el 
artículo 115 Constitucional, en concordancia con el artículo 149 del Código Contencioso Administrativo y 
los precedentes jurisprudenciales atrás citados y referenciados.

Sin embargo, habida cuenta de la naturaleza de este asunto y en aras de garantizar la intervención de todo 
aquel que se crea con interés de participar en un debate como éste, en donde se cuestiona la legalidad de 
un acto administrativo de carácter general expedido por el Señor Presidente de la República, se ordenará 
enterar al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República de la existencia de éste proceso” 
4 (Se destaca, resalta y subraya).

Igualmente, la interpretación correcta de estas reglas de representación es que los actos del 
Gobierno Nacional deben ser defendidos por los ministros y directores de departamento 
administrativo o personas que hayan integrado la correspondiente actuación, y no por el Presidente 
de la República ni por este Departamento Administrativo, que representará al Primer Mandatario en 
las demandas dirigidas contra los actos en los que sólo repose su firma, y los actos que cuenten con 
la firma del Director del Departamento Administrativo.

Ahora, con la entrada en vigencia del nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, la regla del anterior artículo 149 del Código Contencioso Administrativo 
fue modificada por esta:

Artículo 159. Capacidad y representación. Las entidades públicas, los particulares que cumplen funciones 
públicas y los demás sujetos de derecho que de acuerdo con la ley tengan capacidad para comparecer al 

1 Auto de 5 de junio de 2009. C.P.: Mauricio Fajardo Gómez. Expediente 36408A. En el mismo sentido se dirige lo sostenido en 
el auto de 28 de abril de 2005, C.P.: María Elena Giraldo Gómez. Expediente: 28244A en el que se sostiene que: “En el caso, la 
demanda se dirigió contra la Nación (Presidencia de la República) para que se anule el decreto reglamentario 2.170 de 2002; y 
la Sala al admitirla ordenó notificarla al Director Administrativo de la Presidencia de la República, entre otros. Sin embargo, 
como bien lo dice el recurrente, dicho Director no es el representante judicial para los efectos buscados, porque el acto acusado 
lo expidieron los señores Presidente de la República, Ministro del Interior, Ministro de Transporte y Subdirector del Departamento 
Nacional de Planeación, en delegación de funciones del Director.”. Igualmente véase el auto de 23 de junio de 2005. Expediente 
27834, En donde se indicó “Lo primero que advierte la sala es que la demanda fue notificada al señor Presidente de la República, 
debido a que el decreto 2170 de 2002 fue expedido por él, en uso de la potestad reglamentaria que le confiere el numeral 11 del 
art 189 de la Constitución y por consiguiente, lo firmó, como lo hicieron a continuación los señores ministros del Interior, 
encargado de las funciones del Despacho del Ministro de Justicia del Derecho, el de Transporte y el Subdirector del Departamento 
Nacional de Planeación, encargado de las funciones de ese despacho para la fecha de expedición del decreto. Sin embargo, de las 
normas invocadas por la recurrente, puede concluirse que en efecto, las demandas que se presentan contra la Nación y contra sus 
actos, deben notificarse a quien se le haya asignado la representación legal. (…) En este orden de ideas, es claro que la 
representación de la Nación, cuando se trate de la demanda de actos administrativos expedidos por el Gobierno nacional, en uso 
de potestad reglamentaria, a la hora de ser impugnados, debe notificarse al funcionario que corresponda., en conformidad con lo 
señalado en el art 149 del c.c.a.” (en donde no se menciona al Presidente de la República)    
2 Conforme al artículo 1° del Decreto 4657 de 2006.  
3 Auto de 27 de mayo de 2009. C.P.: Mauricio Fajardo Gómez. Expediente 34144. En idéntico sentido: Auto de 6 de agosto de 
2009, C.P.: Mauricio Fajardo Gómez. Radicado: 36760. 
4 Consejo de Estado, Sección Tercera. Auto de 13 de octubre de 2011, expediente 11001032600020110003900 (41719), ponencia 
del Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.
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proceso, podrán obrar como demandantes, demandados o intervinientes en los procesos contencioso 
administrativos, por medio de sus representantes, debidamente acreditados. 

La entidad, órgano u organismo estatal estará representada, para efectos judiciales, por el Ministro, 
Director de Departamento Administrativo, Superintendente, Registrador Nacional del Estado Civil, 
Procurador General de la Nación, Contralor General de la República o Fiscal General de la Nación o por la 
persona de mayor jerarquía en la entidad que expidió el acto o produjo el hecho. 

El Presidente del Senado representa a la Nación en cuanto se relacione con la Rama Legislativa; y el Director 
Ejecutivo de Administración Judicial la representa en cuanto se relacione con la Rama Judicial, salvo si se 
trata de procesos en los que deba ser parte la Fiscalía General de la Nación. 

En los procesos sobre impuestos, tasas o contribuciones, la representación de las entidades públicas la 
tendrán el Director General de Impuestos y Aduanas Nacionales en lo de su competencia, o el funcionario 
que expidió el acto. 

En materia contractual, la representación la ejercerá el servidor público de mayor jerarquía de las 
dependencias a que se refiere el literal b), del numeral 1 del artículo 2° de la Ley 80 de 1993, o la ley que 
la modifique o sustituya. Cuando el contrato o acto haya sido suscrito directamente por el Presidente de la 
República en nombre de la Nación, la representación de esta se ejercerá por el Director del Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República. (…)

El  artículo 159 del Código Contencioso Administrativo, señala que el jefe del ministerio o 
departamento administrativo que firme un acto administrativo a nombre del Gobierno Nacional será 
quien asume la representación judicial de la Nación, y no el Presidente de la República, que se 
repite, no está listado como una de las autoridades que deben ejercer esa representación judicial, 
función que tampoco debe asumir el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República 
en el presente asunto.

En el asunto que nos ocupa, según la actora predica de la inaplicación por inconstitucionalidad de 
decretos que corresponden a decisiones de gobierno en materia de fijación salarial de servidores 
públicos de la Rama Judicial, integradas por el Presidente de la República y el entonces Ministerio 
del Interior y de Justicia, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Departamento 
Administrativo de la Función Pública, no por la Presidencia de la República y/o Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República, como bien puede confirmarse con una simple 
revisión del texto de aquellas normas, iniciamos por oponernos a que tengan vocación de prosperar, 
especialmente contra mi representada, simple y llanamente porque ella no integró las decisiones de 
gobierno referidas en las pretensiones y tampoco está llamada a representar a la Nación en este 
asunto, atendida la regla fijada en los artículos 115 de la Constitución Política y 159 del CPACA.

Igualmente nos oponemos a que se tenga a la Presidencia de la República como litisconsorte 
necesario por pasiva, porque ella no debe responder por la legalidad de los actos administrativos 
censurados, que son del resorte de la Rama Judicial- Dirección Seccional de Administración Judicial, 
respectivamente, y bajo ese entendido no debe asumir las contingencias económicas derivadas de 
su eventual invalidación, al ser claro que ella no tiene la calidad de nominador del actor, ni tiene 
dentro de sus funciones la de ejercer tutela o fungir como superior jerárquico de alguna de las 
instancias u organismos propios de la Rama Judicial, máxime cuando el marco legal que regula su 
objeto y facultades, en manera alguna le autoriza, interferir en la decisiones de los demás 
organismos del Estado, so pena de infringir, de paso, los artículos 6 y 121 de la Constitución Política.

Por eso se insiste en que, el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República sólo 
debe asumir la defensa de la legalidad de aquellos actos administrativos en los que repose la firma 
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del Director del Departamento y en los procesos en donde se discuta la legalidad de actos 
administrativos firmados exclusivamente por el Presidente de la República (las directivas 
presidenciales, las resoluciones ejecutivas y los actos suscritos como Jefe de Estado, por ejemplo), 
y podrá intervenir, como cualquier otra parte de una acción pública, en aquellos procesos en los que 
tenga algún interés jurídico.

Así lo decidió el propio Consejo de Estado hace escasas semanas, en los siguientes términos:

“Indebida representación de la Nación

El Departamento Administrativo de la Presidencia de la República también propuso la excepción de 
«indebida representación de la Nación», alegando que en el presente caso, los actos administrativos 
parcialmente demandados fueron expedidos por el señor Presidente de la República con la firma de sus 
ministros de Transporte, Trabajo, Salud, Hacienda y Crédito Público y por el Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, por lo que, en su sentir, es a estos, de acuerdo con los artículos 115 Constitucional 
y 159 de la Ley 1437 de 2011, a quienes corresponde la representación de la Nación en este proceso.

Con miras a resolver esta excepción, la Ponente recuerda que el artículo 115 constitucional que establece 
en su inciso 3° que «Ningún acto del Presidente, excepto el de nombramiento y remoción de Ministros y 
Directores de Departamentos Administrativos y aquellos expedidos en su calidad de Jefe del Estado y de 
suprema autoridad administrativa, tendrá valor ni fuerza alguna mientras no sea suscrito y comunicado por 
el Ministro del ramo respectivo o por el Director del Departamento Administrativo correspondiente, quienes, 
por el mismo hecho, se hacen responsables».

Así mismo, el Despacho trae a colación el artículo 159 de la Ley 437 de 2011, cuyo inciso 2° señala que 
«La entidad, órgano u organismo estatal estará representada, para efectos judiciales, por el Ministro, 
Director de Departamento Administrativo, Superintendente, Registrador Nacional del Estado Civil, 
Procurador General de la Nación, Contralor General de la República o Fiscal General de la Nación o por la 
persona de mayor jerarquía en la entidad que expidió el acto o produjo el hecho.»

De acuerdo con lo expuesto, en tratándose de actos administrativos que han sido suscritos por el Presidente 
de la República conjuntamente con Directores de Departamento Administrativo o el Ministro del respectivo 
ramo, es este último el llamado a representar judicialmente a la Nación.

Esta ha sido la posición que de manera uniforme y reiterada ha mantenido la jurisprudencia 
de esta Corporación, de la cual se citan a manera de ejemplo, los autos de 28 de abril de 2005 
(expediente 36408A), 5 de junio de 2009 (expediente 41719) y 13 de octubre de 2011 (expediente 
28244A), con ponencia de los Consejeros María Elena Giraldo, Mauricio Fajardo y Jaime Santofimio, en los 
que se señaló que cuando el acto administrativo haya sido suscrito por el Presidente de la República junto 
con el Ministro del ramo, la representación judicial de la Nación está asignada a este, de acuerdo con el 
artículo 115 de la Constitución y 149 del Decreto 01 de 1984, hoy 159 de la Ley 1437 de 2011.

En el presente caso, la Ponente encuentra que los Decretos Reglamentarios 1703 de 2002 y 1047 de 2014, 
parcialmente demandados, fueron proferidos por el Señor Presidente de la República con la firma de sus 
ministros de Transporte, Trabajo, Salud, Hacienda y Crédito Público y por el Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones, por lo que en aplicación de los artículos 115 constitucional y 159 de la Ley 1437 de 
2011, las mencionadas carteras ministeriales son las legitimadas en la causa por pasiva para comparecer 
a este proceso como extremo accionado.

Por lo anterior, la excepción propuesta prospera, y en consecuencia, se ordena la desvinculación del 
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República de la presente causa.

Esta decisión queda notificada en estrados.” 5 (Se resalta, destaca y subraya)

5 Consejo de Estado, Sección Segunda. Auto de 26 de julio de 2017, audiencia inicial del proceso 11001032500020140154200, 
ponencia de la Dra. Sandra Lisset Ibarra Vélez.
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Existencia de más antecedentes

El Consejo de Estado ha reconocido siempre la inexistencia de legitimación material en la causa del 
Presidente de la República y del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República en 
la defensa de la legalidad de actos administrativos del Gobierno Nacional, para lo cual afirmó:

“Finalmente, estima la Sala que le asiste razón a la apoderada de la Presidencia de la República y del 
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, quien en el curso del proceso reitera la 
falta de legitimación en la causa por pasiva, de la Presidencia de la República, pues considera que el artículo 
149 del Código Contencioso Administrativo, dispone que para efectos de representación judicial de la 
Nación, la vinculación procesal se debe hacer a la persona de mayor jerarquía de la entidad que expidió el 
acto o produjo el hecho.

“Conforme al artículo 115 de la Carta Política el acto objeto de la acción no fue expedido por el 
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, sino por el Gobierno Nacional en armonía 
con el citado artículo que dispone en lo pertinente:

“Ningún acto del Presidente, excepto el de nombramiento y remoción de Ministros y Directores de 
Departamentos Administrativos y aquellos expedidos en su calidad de Jefe del Estado y de suprema 
autoridad administrativa, tendrá valor ni fuerza alguna mientras no sea suscrito y comunicado por el 
Ministro del ramo respectivo o por el Director del Departamento Administrativo correspondiente, quienes, 
por el mismo hecho, se hacen responsables.”

“Así las cosas, la representación de la Nación corresponde en el presente proceso al Ministro de Justicia 
(hoy del Interior y de Justicia) quien suscribió el acto en representación del Gobierno Nacional, circunstancia 
que hace innecesaria la vinculación de la Presidencia de la República, razón por la cual se declarará probada 
la excepción propuesta”.6
                                                                                                                                                                             

En situaciones similares a las aquí analizadas, el Consejo de Estado ha reconocido la falta de interés 
pasivo del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República Para el efecto se citan, 
entre otros, los autos de fecha: 28 de abril de 2005, Expediente No.11001032600020040003400, 
Consejo de Estado, M.P. Dra. María Elena Giraldo; 31 de marzo de 2005, Expediente No. 
11001032800020050000501, Consejo de Estado, Sección Quinta, M.P. María Noemí Hernández 
Pinzón, 27 de enero de 2005 y 25 de noviembre de 2004, Expediente No. 
11001032500020040000101 Consejo de Estado, M.P. Dr. Nicolás Pájaro Peñaranda, en el que se 
manifiesta, entre otras, lo siguiente:

“…le asiste razón a la entidad recurrente por cuanto si en el acto acusado de nulidad fue suscrito tanto por 
el Presidente de la República como por el Ministro del Interior y de Justicia, lo cierto es que el mismo no 
fue expedido por el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República y la intervención del 
Primer Mandatario se debe a que se trata de un decreto expedido por el Gobierno Nacional; pero para 
efectos de los procesos promovidos en contra de ésta clase de actos las disposiciones aplicables son claras 
en señalar que la Nación estaría representada por “el ministro, director de departamento administrativo, 
superintendente, Registrador Nacional del Estado Civil, Fiscal General, Procurador o Contralor o por la 
persona de mayor jerarquía en la entidad que expidió el acto o produjo el hecho.”

Por lo tanto, la demanda instaurada por el actor adolece de un defecto formal que tiene que ver con la 
designación de las partes y de sus representantes, previsto en el numeral primero del artículo 137 del 
C.C.A, y que deberá ser subsanado como lo ordena el inciso segundo del artículo 143 del C.C.A. 

En consecuencia, se repondrá el auto recurrido…” 

6 Consejo de Estado. Sentencia de 8 de agosto de 2012, expediente 25000232500020021282903 de Gabriel Stanich 
Maldonado, ponencia del Dr. Gerardo Arenas Monsalve
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Igual, sobre el alcance del artículo 149 del C.C.A. hoy artículo 159, la Sección Quinta del Consejo de 
Estado, por auto de 16 de enero de 2006, Exp.10010328000200500029-01, M.P. Dr. Dario Quiñónez 
Pinilla, señaló:

“Ahora como el artículo 149 del C.C.A. no incluye al Presidente de la República dentro de los 
funcionarios que representan a la Nación en los procesos contenciosos administrativos y, por el 
contrario de manera expresa señala, entre otros funcionarios con esa representación, al Ministerio, 
en realidad, el auto admisorio de la demanda solo se debe notificar al Señor Ministro del Interior y 
de Justicia, pues expidió el ato demandado conjuntamente con el Señor Presidente de la República” 

5. EXCEPCIONES

La Presidencia de la República formula, como excepciones de fondo, las siguientes:

INDEBIDA REPRESENTACIÓN DE LA NACIÓN COLOMBIANA E INDEBIDA 
INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO.

No hay ninguna razón válida ni suficiente para insistir en la vinculación procesal del Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República, que ciertamente resulta ajena a la relación laboral 
que origina la presente demanda y que apunta al pago de la bonificación por nivelación judicial 
como factor salarial del accionante, debiendo, por tanto, ser excluido del presente proceso.

En efecto los actos fictos configurados entre el 16 y 18 de diciembre de 2015, mediante el cual la 
entidad emanada niega el reconocimiento de la nivelación salarial, fueron expedidos por la Rama 
Judicial - Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, sin asomo de duda, que al Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República no le asiste interés directo ni inmediato en el sub 
lite, teniendo en cuenta que en virtud de los artículos 159, 162, 163, 171-3 y 172 del CPACA, la 
pasividad procesal en las acciones impugnatorias como la de nulidad, la determina la autoría del 
acto que se discute, el cual en el presente asunto, emana de entidades ajenas a este Departamento, 
circunstancia que excluye a las referidas entidades de la Rama Ejecutiva del orden nacional de 
cualquier vinculación en calidad de parte.

Lo anterior en estricta aplicación de las consideraciones de la sentencia de fecha 25 de octubre de 
2015, expedida por el H. Consejo de Estado, Expediente No. 2007-00096, No. Interno 1811-2007, 
atrás reseñada, donde se señala que, tratándose de acciones contra actos administrativos, las 
entidades que deben ser vinculadas al proceso como parte pasiva son quienes lo expidieron. Dentro 
de este contexto y teniendo en cuenta que la Presidencia de la República no figura suscribiendo los 
actos demandados, y que la entidad que los firmo es una Entidad ajena a ésta, por ende, es el único 
ente que debe ser vinculado al plenario, razón suficiente para declarar la prosperidad del presente 
medio exceptivo.

CAPACIDAD DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA PARA COMPARECER AL 
PRESENTE PROCESO. LA DEMANDA INSTAURADA POR EL ACTOR ADOLECE DE 
UN DEFECTO FORMAL QUE TIENE QUE VER CON LA DESIGNACIÓN DE LAS 
PARTES Y DE SUS REPRESENTANTES, PREVISTO EN EL NUMERAL PRIMERO DEL 
ARTÍCULO 162 DEL C.P.A.C.A.
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Debemos manifestar reiterando que según lo dispuesto en el artículo 159 del C.P.A.C.A., la 
capacidad para comparecer al proceso, como demandantes, demandados o intervinientes en lo 
contencioso administrativo, en representación de la Nación, se asigna al Ministro, Director de 
Departamento Administrativo, Superintendente, Registrador Nacional del Estado Civil, Procurador 
General de la Nación, Contralor General de la República o Fiscal General de la Nación o por la 
persona de mayor jerarquía en la entidad que expidió el acto o produjo el hecho. 

En estos términos, y como se expuso en los fundamentos jurídicos de defensa, no puede predicarse 
que el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República está en capacidad para 
comparecer al presente asunto, teniendo en cuenta que no participó en la expedición de los actos 
administrativos mediante los cuales se implementó conforme al parágrafo del Art. 14, de la Ley 4ª 
de 1992, donde se reconoció una prima especial adicional al salario fijado para los funcionarios 
judiciales. 

Conforme a la anterior manifestación, tanto el Tribunal Administrativo de Cundinamarca como el 
Consejo de Estado, en situaciones similares a la aquí analizada han reconocido la falta de interés 
activo o pasivo del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, tras considerar, 
lo siguiente7: 

"...le asiste razón a la entidad recurrente por cuanto si en el acto acusado de nulidad fue suscrito tanto por 
el Presidente de la República como por el Ministro del Interior y de Justicia, lo cierto es que el mismo no 
fue expedido por el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República y la intervención del 
Primer Mandatario se debe a que se trata de un decreto expedido  por el Gobierno Nacional; pero para 
efectos de los procesos promovidos en contra de ésta clase de actos las disposiciones aplicables son claras 
en señalar que la Nación estaría representada por "el ministro, director de departamento administrativo, 
superintendente, Registrador Nacional del Estado Civil, Fiscal General, Procurador o Contralor o por la 
persona de mayor jerarquía en la entidad que expidió el acto o produjo el hecho." 

Por lo tanto, la demanda instaurada por el actor adolece de un defecto formal que tiene que ver 
con la designación de las parles y de sus representantes, previsto en el numeral primero del 
artículo 137 del C. C. A, y que deberá ser subsanado como lo ordena el inciso segundo del 
artículo 143 del C. C.A. En consecuencia se repondrá el auto recurrido...".  (subrayado y negrilla 
fuera de texto)

Igualmente, el Consejo de Estado ha sostenido que en los eventos de indebida representación de la 
Nación cabe el alegato de la causal de nulidad prevista en el artículo 140, numeral 7º, del Código 
de Procedimiento Civil, la cual es susceptible de ser saneada. Sobre este tema, la Sección Tercera 
del Consejo de Estado, en sentencia del 14 de marzo de 2002, expediente 12076, dijo: 

Así, en tratándose de la persona jurídica Nación, se tiene que ésta es una sola, quien en la relación jurídico-
procesal bien puede ocupar la posición de demandante o demandada, pero, en una u otra de tales hipótesis, 
por determinación del legislador, ha de estar representada de modo diferente según sea la rama de poder, 
órgano o dependencia a quien de manera específica se atribuya el acto objeto de juzgamiento, ó el hecho, 
omisión u operación administrativa en que se funde la demanda de responsabilidad extracontractual que 
se le impute al Estado.  

7 Se citan los autos de fecha: 28 de abril de 2005, Expediente NO.11001032600020040003400, Consejo de Estado, M.P. 
Dra. María Elena Giralda; 31 de marzo de 2005, Expediente No. 11001032800020050000501, Consejo de Estado, Sección 
Quinta, M.P. María Noemí Hernández Pinzón, 27 de enero de 2005, Expediente No. 2003-8606 Tribunal Administrativo 
de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección C, M.P. Antonio José Arciniegas A. y 25 de noviembre de 2004, 
Expediente No. 11001032500020040000101 Consejo de Estado, M.P. Dr. Nicolás Pájaro Peñaranda
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Sin perjuicio de todo lo anterior, es necesario precisar que la Presidencia de la República, es un 
Departamento Administrativo que forma parte del sector central de la administración pública del orden 
nacional, representado legalmente por su Director, creado mediante el Decreto 133 de 1956, convertido 
en legislación permanente mediante la Ley 1ª de 1958.

Como es apenas lógico, el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República 
(Presidencia de la República) y/o su Director nada tienen que ver con las pretensiones plasmadas por 
la actora dentro de este proceso, pues es clarísimo que no pueden ser ejecutadas por mi representado, 
comoquiera que se trata de actos que no le corresponden de acuerdo con sus competencias.

Si bien la Presidencia de la República cumple funciones (expresamente definidas en la ley) de 
apoyo y asistencia administrativa al Primer Mandatario, estas difieren de las propias que él cumple 
como Jefe de Estado y en modo alguno comprenden la ejecución directa de todas y cada una de 
las facultades constitucionales asignadas al Presidente. Es decir, el Departamento Administrativo 
de la Presidencia de la República y el Presidente de la República representan dos instituciones 
diferentes, que ejercen funciones distintas y en ningún sentido, una responde por el ejercicio de 
las funciones de la otra, yerro que fácilmente se dilucida con una simple revisión del marco legal y 
constitucional que delimita las funciones de uno y otro.

Presidente de la República Departamento Administrativo de la 
Presidencia de la República

Enunciación: Artículo 115 y 188 
Constitución Política.
Funciones del Presidente: Artículo 189 
Constitución Política.

No tiene funciones constitucionales, 
apenas hay una breve mención en el 
artículo transitorio 46.
Creación: Decreto 133 de 1956. Convertido 
en legislación permanente mediante la Ley 
1 de 1958.
Objeto, naturaleza y estructura: Decreto 
1649 de 2014.
Funciones Generales: Artículo 3 del 
Decreto 1784 de 2019.

FALTA DE LEGITIMACION EN CAUSA POR PASIVA, EL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO 
DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA NO TIENE CAPACIDAD JURÍDICA PARA 
COMPARECER A ESTE PROCESO, TODA VEZ QUE LOS ACTOS ACUSADOS NO APARECEN 
REFRENDADOS POR SU DIRECTOR.

Mediante el auto que admitió la demanda se ordenó la notificación personal de la referida providencia al 
Director del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, como representante legal de 
la entidad; sin embargo, de la lectura de la demanda y de los hechos, se deduce que ninguno vincula, 
involucra o señala al Director del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, 
como el llamado a responder por los perjuicios alegados, toda vez que los actuaciones inculcadas 
(cfr. artículo 115 de la Constitución Política) corresponden a  autoridades distintas a la que 
represento (artículo 159 del C.P.A.C.A.), a la que les corresponde la defensa de la legalidad de los 
pluricitados actos administrativos.                                      

Cabe recordar, que en los términos del artículo 115 de la Carta Política, se denomina GOBIERNO a la 
forma institucional que adopta el ejecutivo, con el objeto de gobernar un país, y lo constituyen el 
Presidente y el Ministro o Director de Departamento Administrativo correspondiente, en cada negocio 
en particular, y, precisa que:

OFI22-00082699 / GFPU



Calle 7 No. 6 - 54
Bogotá, D.C. Colombia
Teléfono:(57 1) 562 9300 - (57 601) 562 9300
Línea Gratuita Nacional: 01 8000 913666 
Código postal 111711
www.presidencia.gov.co

Pública

12 de 14

"Ningún acto del presidente, excepto el de nombramiento y remoción de ministros y directores de 
departamentos administrativos y aquellos expedidos en su calidad de jefe del Estado y de suprema autoridad 
administrativa, tendrá valor ni fuerza alguna mientras no sea suscrito y comunicado por el ministro del ramo 
respectivo o por el director del departamento administrativo correspondiente, quienes, por el mismo hecho, se 
hacen responsables."

Se insiste entonces, que la vinculación del Departamento Administrativo de la Presidencia de la 
República al presente proceso, resulta a todas luces innecesaria e irrelevante, pues como ya se 
advirtió, no constituyó Gobierno para la expedición de los actos administrativos objeto de debate, 
no fue la que expidió los actos administrativos censurados; bajo ese entendido válidamente se 
concluye que no               

Considerando lo expuesto, no puede predicarse la legitimación material por pasiva de la Presidencia 
de la República, en cuanto los hechos descritos en la demanda no tienen relación alguna con las 
funciones que ella cumple y por ende ameritaría declarar su desvinculación de este trámite, porque 
ella definitivamente es a todas luces innecesaria e irrelevante.

La legitimación –procesal o material- en la causa por pasiva, fue analizada recientemente por el 
Consejo de Estado, que para el efecto sostuvo:

“Clarificado entonces, en relación con la naturaleza jurídica de la noción de legitimación en la causa, que 
la misma no es constitutiva de excepción de fondo sino que se trata de un presupuesto necesario para 
proferir sentencia de mérito favorable, bien a las pretensiones del demandante, bien a las excepciones 
propuestas por el demandado, resulta menester señalar, adicionalmente, que se ha diferenciado entre la 
legitimación de hecho y la legitimación material en la causa8. 

La primera se refiere a la relación procesal que se establece entre el demandante y el demandado por 
intermedio de la pretensión procesal, es decir, se trata de una relación jurídica nacida de la atribución de 
una conducta en la demanda y de la notificación del libelo inicial al demandado, de manera que quien cita 
a otro y le endilga la conducta, actuación u omisión que dan lugar a que se incoe la acción, está legitimado 
de hecho por activa y aquél a quien se cita y se le atribuye la referida acción u omisión resulta legitimado 
de hecho y por pasiva después de la notificación del auto admisorio de la demanda. 
Por su parte, la legitimación material en la causa alude a la participación real de las personas en el hecho 
que origina la presentación de la demanda y/o a la titularidad del derecho reclamado, independientemente 
de que dichas personas no hayan demandado o no hayan sido demandadas9. De ahí que la falta de 
legitimación material en la causa, por activa o por pasiva, no enerve la pretensión procesal en su contenido, 
como sí lo hace una excepción de fondo, pues, como lo ha precisado la Sala, “«[L]a excepción de fondo se 
caracteriza por la potencialidad que tiene, si se prueba el hecho modificativo o extintivo de la pretensión 
procesal que propone el demandado o advierte el juzgador (art. 164 C.C.A) para extinguir parcial o 
totalmente la súplica procesal. La excepción de fondo supone, en principio, el previo derecho del 
demandante que a posteriori se recorta por un hecho nuevo y probado modificativo o extintivo del 
derecho constitutivo del demandante que tumba la prosperidad total o parcial de la pretensión, como ya 
se dijo.

8 Ver, por ejemplo, Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera sentencia de 15 de 
junio de 2000; Consejera Ponente: María Elena Giraldo Gómez; expediente No. 10.171; Consejo de Estado, Sala de 
lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del veintiocho (28) de abril de dos mil cinco (2005), 
Consejero ponente: Germán Rodríguez Villamizar, Radicación número: 66001-23-31-000-1996-03266-01(14178).
9 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del treinta y uno (31) de 
octubre de dos mil siete (2007); Referencia: 13.503; Radicación: 110010326000199713503 00.
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La legitimación material en la causa activa y pasiva, es una condición anterior y necesaria, entre otras, 
para dictar sentencia de mérito favorable, al demandante o al demandado»” (subrayado fuera de texto 
original) 10.

Así pues y dado que la legitimación en la causa de hecho alude a la relación procesal existente entre 
demandante legitimado en la causa de hecho por activa y demandado legitimado en la causa de 
hecho por pasiva la cual nace con la presentación de la demanda y con la notificación del auto admisorio 
de la misma a quien asumirá la posición de demandado, dicha vertiente de la legitimación procesal faculta 
a los sujetos litigiosos para intervenir en el trámite del plenario y para ejercer sus derechos de defensa y 
de contradicción; la legitimación material, en cambio, supone la conexión entre las partes y los hechos y/o 
derechos constitutivos del litigio, bien porque resultaron perjudicadas, bien porque dieron lugar a la 
producción del daño. 

De ahí que un sujeto pueda estar legitimado en la causa de hecho pero carecer de legitimación en la causa 
material, lo cual ocurrirá cuando a pesar de ser parte dentro del proceso no guarde relación alguna con los 
intereses o derechos inmiscuidos en el mismo, evento éste en el cual las pretensiones formuladas estarán 
llamadas a fracasar puesto que el demandante carecería de un interés o derecho jurídico perjudicado y 
susceptible de ser resarcido o el demandado no sería el llamado a reparar los perjuicios ocasionados a los 
actores11. (subrayado fuera de texto)

En suma, en relación con un sujeto procesal que se encuentra legitimado de hecho en la causa no 
necesariamente concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, en cuyo caso se debe negar la procedencia 
de las súplicas de la demanda12.13 (subrayado fuera de texto)

Así las cosas y como el Decreto 806 de 2020, con el que se señalan reglas para que la sentencia 
anticipada pueda operar en el contencioso administrativo en caso de caducidad, prescripción, 
conciliación y falta de legitimación y el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo prevé que la falta de legitimación en la causa es un asunto que debe 
decidirse en la audiencia inicial, junto con las excepciones previas, porque evita el inútil ejercicio 
de mantener a una entidad vinculada a un proceso en el que no tiene débito jurídico alguno, 
respetuosamente se solicita a su señoría revisar y considerar las razones aquí expuestas para dar 
vía a la excepción propuesta, pues es evidente que la Presidencia de la República no es la autoridad 
encargada de satisfacer lo pretendido por el demandante y por lo mismo, no puede ser afectada 
por una innecesaria vinculación cuando definitivamente no tiene legitimación material en la causa 
para ser parte por pasiva en este proceso.

10 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del veinte (20) de septiembre 
de dos mil uno (2001); Consejera ponente: María Elena Giraldo Gómez; Radicación: 10973.
11 A propósito de la falta de legitimación en la causa material por activa, la Sección ha sostenido que “… si la falta 
recae en el demandante, el demandado tiene derecho a ser absuelto pero no porque él haya probado un hecho nuevo 
que enerve el contenido material de las pretensiones sino porque quien lo atacó no es la persona que frente a la ley 
tiene el interés sustantivo para hacerlo —no el procesal—”. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Tercera, sentencia del veinte (20) de septiembre de dos mil uno (2001); Consejera ponente: 
María Elena Giraldo Gómez; Radicación: 10973.
12 Sobre el particular, la Sección Tercera del Consejo de Estado, en sentencia del 15 de junio de 2000, Consejera 
ponente: María Elena Giraldo Gómez, radicación número: 10171, manifestó que “«La legitimación ad causam material 
alude a la participación real de las personas, por regla general, en el hecho origen de la formulación de la demanda, 
independientemente de que haya demandado o no, o de que haya sido demandado o no. Ejemplo: “- A, Administración, 
lesiona a B. A y B, están legitimados materialmente; pero si “- A demanda a C, sólo estará legitimado materialmente A; 
además si D demanda a B, sólo estará legitimado materialmente B, lesionado. Si D demanda a C, ninguno está 
legitimado materialmente. “Pero en todos esos casos todos están legitimados de hecho; y sólo están legitimados 
materialmente, quienes participaron realmente en la causa que dio origen a la formulación de la demanda”. 
13 Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia de 22 de julio de 2009, expediente 250002326000199400319 01 
(15628), ponencia del Dr. Mauricio Fajardo Gómez
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6. ANEXOS

Se anexa poder conferido a la suscrita por la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la 
República, junto con los soportes respectivos.

7. NOTIFICACIONES

Se informa que la Presidencia de la República recibe notificaciones en la Carrera 8 No. 7-26, Casa 
de Nariño, en Bogotá D.C., y en la casilla de correo electrónico 
notificacionesjudiciales@presidencia.gov.co;mariacarrillo@presidencia.gov.co,  
yolicarrillo.63@gmail.com.

Ruego al Despacho reconocerme personería y darle al presente el trámite de ley.

Cordialmente,

@Firma_23560772
FlagSigned_23560772

MARIA YOLANDA CARRILLO CARREÑO
Asesora
SECRETARÍA JURÍDICA

OFI22-00082699 / GFPU
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DEAJALO22-8295  
 
Bogotá D. C., 19 de agosto de 2022 
 
 
H. Magistrado 
CARLOS ENRIQUE BERROCAL MORA 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca 
Sala Transitoria - Sección Segunda – Subsección D 
Ciudad 
  
Asunto:  Contestación de la demanda 
Expediente:   25000234200020210079400 
Medio de control:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandantes:  Margarita Isabel Calvo Sánchez 
Demandado:  Presidencia de la Republica – Ministerio de Justicia y del Derecho – 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público-Departamento 
Administrativo de la Función Pública Nación- 
Nación – Rama Judicial - Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial 

  
CESAR AUGUSTO MEJÍA RAMÍREZ, vecino y residente de la capital de la República, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 80.041.811 de Bogotá y Tarjeta Profesional No. 
159.699 del Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderado de la Nación 
- Rama Judicial en el proceso de la referencia, según poder otorgado por la Directora 
Administrativa de la División de Procesos de la Unidad de Asistencia Legal de la Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial, en ejercicio de la función de representación judicial y 
extrajudicial que le fue delegada por el Director Ejecutivo de Administración Judicial 
mediante Resolución No. 5393 de 16 de agosto de 2017, y en el término legal, procedo a 
CONTESTAR LA DEMANDA, así: 
 

I. PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 

Me opongo a todas las declaraciones y condenas que sean contrarias a la Entidad que 
represento, toda vez que carecen de fundamentos fácticos y jurídicos. 
 
En consecuencia, solicito se declare la prosperidad de las EXCEPCIONES planteadas y se 
absuelva a mi representada de todas y cada una de las suplicas de la demanda.  
 

II. A LOS HECHOS 
 
Respecto a los hechos en el mismo orden consignado en la demanda, manifiesto: 
 
Sobre los hechos 1 y 2: No se pueden considerar hechos a referirse a transcripciones 
normativas, por lo que no corresponde a esta defensa pronunciarse. 
 
Sobre el hecho 3: Se trata de una interpretación subjetiva de la parte actora, la cual 
corresponde al objeto del presente litigio y sobre la cual nos referiremos en los acápites 
referentes a la defensa. 

http://www.ramajudicial.gov.co/
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Sobre el hecho 4 y 5: Al tratarse de temas que por disposición de la Ley 4ª de 1992 
corresponden al gobierno nacional, no nos pronunciaremos. 
 
Sobre el hecho 6: Es cierto únicamente a la vinculación de la demandante con la Rama 
Judicial conforme la certificación que se aportará para el efecto, más no lo restante en tanto 
se refieren a inferencias e interpretaciones subjetivas del apoderado del apoderado de la 
parte demandante, que no corresponden a hechos. 
 
Sobre el hecho 7: Nos atenemos a los soportes que al respecto fueron allegados con la 
demanda. 
 
Sobre el hecho 8: Es cierto, la petición fue atendida por la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial mediante Resolución 7151 del 31 de diciembre de 2015, negando 
la solicitud en cuanto a se refieren a asuntos por fuera de la competencia de la Rama 
Judicial. 
 
Sobre el hecho 9: No se trata de un hecho, sin embargo se allegaron los correspondientes 
soportes. 
 
Sobre los hechos 10 a 14: No constituyen hechos sino un recuento de actuaciones dentro 
del proceso que no son objeto de pronunciamiento. 
 
Sobre el hecho 15: Nos atenemos a lo que se pruebe en cuanto la oportunidad de la 
presentación. 

 
III. RAZONES DE LA DEFENSA 

 
(i) Facultades de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y los 

Decretos Salariales expedidos por el Gobierno Nacional 
 
Analizadas las pretensiones de la presente solicitud, a la luz de la normatividad jurídica 
existente sobre el tema, en especial lo señalado en la ley 4a de mayo 18 de 1992 y en los 
decretos salariales expedidos anualmente por el Gobierno Nacional en desarrollo de la 
misma para los servidores públicos de la Rama Judicial, es preciso señalar: 
  
De conformidad con lo dispuesto en la Constitución Política, artículo 150, numeral 19, 
literales E) y F), corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial y 
prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso nacional y de la 
fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores 
oficiales. 
 
En ejercicio de las anteriores facultades el Congreso de Colombia expidió la Ley 4o de mayo 
18 de 1992, mediante la cual faculta al Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y 
prestacional, entre otros, de los servidores públicos de la Rama Judicial, teniendo en cuenta 
los siguientes objetivos y criterios: 
  

• El respeto de los derechos adquiridos tanto del régimen general, como de los 
especiales; 
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• La sujeción al marco general de la política macro económica y fiscal; 

• La racionalización de los recursos públicos y su disponibilidad; 

• El nivel de los cargos en cuanto a la naturaleza de las funciones, sus 
responsabilidades y las calidades exigidas para su desempeño. 

 
Expresamente, el artículo 1º de la Ley 4ª de 1992 establece que: 
 

ARTÍCULO 1º.- El Gobierno Nacional, con sujeción a las normas, criterios y objetivos 
contenidos en esta Ley, fijará el régimen salarial y prestacional de: 

  
a. Los empleados públicos de la Rama Ejecutiva Nacional, cualquiera que sea su sector, 
denominación o régimen jurídico; 

 
b. Los empleados del Congreso Nacional, la Rama Judicial, el Ministerio Público, la Fiscalía 
General de la Nación, la Organización Electoral y la Contraloría General de la República; 

  
c. Los miembros del Congreso Nacional, y 

 
d. Los miembros de la Fuerza Pública. (Subrayado fuera de texto) 

   
Con sustento en los presupuestos antes relacionados, el Gobierno Nacional expide 
anualmente los decretos sobre régimen salarial y prestacional de los funcionarios y 
empleados de la Rama Judicial, fijando en los mismos la remuneración mensual para cada 
uno de ellos. 
 
Es en virtud de lo establecido en la citada Ley 4ª de 1992, que la potestad  para fijar los 
estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos radica única y 
exclusivamente en el Gobierno Nacional; es decir que es éste, basado en la Constitución y 
la Ley, quien determina dichas asignaciones, sin que la Rama Judicial tome parte funcional 
en este proceso y sobre cuya expedición no tiene injerencia la Rama Judicial del Poder 
Público - Consejo Superior de la Judicatura, pues solo cumple sobre estos actos 
administrativos una vez expedidos por la autoridad competente, una  función ejecutora, de 
acatamiento y de aplicación frente a los servidores  judiciales destinatarios de los pagos de 
salarios y prestaciones sociales en  los términos y valores establecidos de manera anual 
en cada tabla de salarios. 
  
En este orden de ideas, de conformidad con lo establecido en la Ley en cita, la facultad de 
fijar las remuneraciones de los servidores públicos radica única y exclusivamente en el 
Gobierno Nacional, es decir que es éste basado en criterios propios, quien determina dichas 
remuneraciones con base en las plantas de personal creadas legalmente para cada 
Despacho. 
  
A su vez la Constitución Política en su artículo 122 señala: 
  

“Artículo 122 - No habrá empleo público que no tenga funciones detallas en la ley o 
reglamento, para proveer los de carácter remunerado se requieren que estén contemplados 
en la respectiva planta y previstos sus emolumentos en el presupuesto correspondiente. 
...Ningún servidor público entrará a ejercer su cargo sin prestar juramento de cumplir y 
defender la Constitución y desempeñar los deberes que le incumben (...)". 
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Del contenido de la norma en cita se deriva, que la vinculación de los servidores públicos, 
entre los que se encuentran los de la Rama Judicial, debe estar sustentada en una relación 
legal y reglamentaria establecida por la ley, la cual se formaliza mediante resolución de 
nombramiento expedida por autoridad competente. Así también, por disposición legal, como 
requisito previo al ejercicio del empleo para el cual se es nombrado, es deber prestar 
juramento sobre cumplimiento y defensa de la Constitución y el desempeño los deberes 
que corresponden, solemnidad que se acredita con el acta de posesión suscrita por el 
posesionado y por quien le toma el juramento. 
  
De igual manera es necesario precisar, que para ocupar cargos en la Rama Judicial, 
además de los requisitos exigidos en las disposiciones generales para cada uno de los 
empleos existentes en la nomenclatura de la planta de cada despacho judicial, se requiere 
que en el acto administrativo de nombramiento se exprese el cargo y grado que se va a 
proveer, toda vez que el Gobierno Nacional fija la remuneración o sueldo básico mensual 
de los servidores públicos para cada empleo, según el grado que le pertenezca dentro del 
sistema de nomenclatura y clasificación de empleos en las plantas de personal, siendo 
dicho salario la retribución que percibe el servidor a manera de contraprestación directa por 
sus servicios. 
  
En este entendido, para acceder a un cargo público el aspirante debe acreditar los requisitos 
exigidos por la ley, y en caso de que los supere, no por ese solo hecho puede pretender 
también que automáticamente la remuneración como servidor judicial aumente, máxime si 
se tiene en cuenta que al aceptar el nombramiento y efectuar su correspondiente posesión 
legal, el servidor debe tener claro el cargo para el cual fue nombrado y el salario asignado 
para el mismo. 
  
De tal manera que cada uno de los cargos que conforman la planta de personal de la Rama 
Judicial tiene definido su régimen salarial y prestacional en los decretos correspondientes, 
expedidos anualmente por el Gobierno Nacional, escalas éstas que son incompatibles entre 
sí y que se imponen como de obligatoria observación y cumplimiento para quienes ejecutan 
presupuesto público. 
  
Sobre el tema la Honorable Corte Constitucional en Sentencia T-347/02[1], expuso: 
  

"Como se señaló recientemente por esta misma Sala en Sentencia T -  105 de 2002, M. P. 
Dr. Jaime Araújo Rentería, los cargos o empleos se encuentran previamente creados, 
definidos y establecidos dentro de la Planta de Personal de cada entidad y a cada uno 
corresponde una asignación salarial acorde a la escala salarial respectiva y por tanto, 
la entidad, no puede posteriormente variarlos, para ajustarlos a sus caprichos, o a las 
especiales condiciones y circunstancias de quienes van a ocuparlos: en efecto, en dicha 
providencia se precisó: 
 
El diseño de un sistema de administración y estructura salarial para la organización municipal 
debe basarse en criterios técnicos y cumplir ciertos objetivos. 
El proceso de la remuneración, según los estudiosos de la Administración de Personal en el 
Municipio Colombiano, entre otros, el profesor Augusto Álvarez Collazos, comprende la 
determinación de bases objetivas que permitan asignar salarios justos a los empleados de una 
organización, conllevando además de la parte técnica, aspectos de orden económico, social, 
político y cultural que condicionan los niveles y la estructura de una organización. 

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGZjMTU0Mzk5LTkyZGItNDYwMy1hMzQyLTAxNGI3ODFjY2YxOAAQAHTJjVAX3U7qrh2AICSWaAs%3D#x__ftn1
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Según este tratadista, el proceso técnico de la remuneración comprende cinco (5) etapas a 
saber: 
Análisis Ocupacional: Tiene como objetivo básico obtener la información acerca de la 
naturaleza de los cargos (identificación del cargo), las tareas que componen un trabajo 
(funciones) y los factores que diferencian un puesto de los demás (Requisitos, educación, 
experiencia, complejidad del trabajo, responsabilidad, habilidad, esfuerzo, condiciones 
ambientales o de trabajo, etc.). 
Descripción de cargos: Es el registro ordenado de la información obtenida en la etapa anterior. 
Por lo tanto, identifica, define y determina las funciones y actividades de cada puesto, así como 
especifica los requisitos para su desempeño. 
Valoración de cargos: Es el proceso mediante el cual se determina la importancia de cada 
trabajo con relación a los demás, para jerarquizarlos o categorizarlos en orden a su 
importancia, valorando ciertos factores que los hacen diferenciables con el fin de establecer 
una estructura salarial justa, acorde con la situación real de la organización. De esta valoración 
se obtienen los diferentes niveles y categorías de empleos. Es así como según la naturaleza 
general de sus funciones, la índole de sus responsabilidades y los requisitos exigidos para su 
desempeño, los empleos de la organización municipal pueden clasificarse en los siguientes 
niveles: Directivo, Asesor, Ejecutivo, Profesional, Técnico, Administrativo y Operativo, (artículo 
3° Decreto Ley 1569 de 1998). 
Estructura Salarial: Con la valoración de los cargos se está en posibilidad de establecer la 
estructura de salarios, traduciendo los valores relativos de los cargos a términos monetarios, 
teniendo en cuenta factores internos y externos de la organización, los cargos que están 
comprendidos dentro de una misma clase y por un sistema cuantitativo de asignación de 
puntos se elabora un diagrama de dispersión "nube de puntos" dándole un valor a cada 
trabajo. 
Administración salarial: Es dinámica y compleja. La filosofía que adopte la organización acerca 
de los niveles de remuneración son afectados directa o indirectamente por la situación 
financiera del municipio y el tamaño de la organización. Así mismo, por el número y tipo de 
cargos y las características específicas existentes en la organización. 
Del anterior proceso se obtiene el sistema de nomenclatura, clasificación y remuneración de 
los empleos de la organización municipal que comprende: nivel del cargo (agrupa los empleos 
por su jerarquía con fundamento en la naturaleza de las funciones, responsabilidades y 
complejidad de las mismas), denominación del cargo (nombre o identificación del conjunto 
de deberes, atribuciones y responsabilidades que constituyen un empleo.), clase (grado de 
importancia dentro del nivel), código (número de 5 dígitos utilizado para el manejo 
sistematizado del régimen de clasificación y remuneración de cada empleo. El primer dígito 
señala el nivel al cual pertenece el cargo, los dos siguientes indican la denominación del cargo 
y los dos últimos corresponde a los grados de asignación básica), grado (número de orden 
que indica la asignación mensual del empleo dentro de una escala progresiva, según la 
complejidad y responsabilidad inherentes al ejercicio de las funciones) y finalmente 
la remuneración asignada a cada grado. 
A cada uno de los niveles en que se clasifican los diferentes empleos corresponde 
una nomenclatura específica equivalente a las distintas denominaciones de empleos y en 
cada nivel se establecen grados y para cada grado una asignación básica. 
Por lo tanto, la asignación mensual correspondiente a cada empleo está determinada por 
sus funciones y responsabilidades, así como por los requisitos de conocimientos y 
experiencia requeridos para su ejercicio, según la denominación y el grado establecido 
en la nomenclatura y la escala del respectivo nivel. Lo anterior, no es más que la 
aplicación práctica de la normatividad que desde años atrás viene rigiendo en materia 
de administración de personal en los diferentes niveles de la administración pública. 
Es así como el Decreto Ley 1569 de 1998 por el cual se establece el sistema de nomenclatura 
y clasificación de los empleos de las entidades territoriales, no hace cosa distinta de reproducir 
normas anteriores relativas a esta materia; señalando a su vez que por empleo se entiende el 
conjunto de funciones que una persona natural debe desarrollar y las competencias requeridas 
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para llevarlas a cabo, con el propósito de satisfacer el cumplimiento de los planes de desarrollo 
y los fines del Estado. Agregando que las funciones y requisitos específicos para su ejercicio 
serán fijados por las autoridades competentes para crearlos, con sujeción a los generales 
determinados en el presente decreto. 
  
(...) De todo lo anteriormente expuesto la Sala observa que la escala salarial se encuentra 
previamente establecida para cada empleo, de conformidad con lo ordenado por la 
Constitución y la ley; que de ninguna manera se puede pretender como lo solicitan los actores, 
que la asignación salarial se establezca respecto de ellos, teniendo en cuenta criterios 
subjetivos relacionados con sus méritos, su carga laboral, su antigüedad, sus 
responsabilidades, su preparación académica, etc., que en su decir serían los criterios 
objetivos que debería tener en cuenta la administración municipal para asignar la escala 
salarial; puesto que como se señaló la fijación de la escala salarial obedece a la aplicación de 
una serie de criterios técnicos establecidos previamente en las normas legales, de tal manera 
que al momento de crear o fusionar los cargos, debe la administración municipal proceder 
técnica y objetivamente a establecer la nomenclatura, clasificación y remuneración de cada 
empleo o carpo, que comprende como se explicó ampliamente: el nivel del cargo, su 
denominación, clase, código, orado y remuneración. 
  
Encontrándose previamente establecida la nomenclatura, clasificación y remuneración de 
cada empleo para cuya elaboración se deben tener en cuenta factores y criterios objetivos, 
que en ningún momento pueden referirse a situaciones concretas, subjetivas o personales de 
quienes a futuro podrían ocupar dichos cargos, dado que el diseño del sistema de 
estructura salarial por la administración pública es previo a la provisión de cada empleo 
o cargo; mal podrían las demandadas expedir actos administrativos modificatorios para 
acomodarlos a las situaciones particulares y concretas del funcionario, sin que se 
incurriera en responsabilidades disciplinarias, fiscales y penales. 
Resulta claro para esta Sala que, la asignación salarial corresponde a cada grado asignado al 
respectivo cargo dentro de cada nivel, de tal manera que dentro de un mismo nivel existen 
varios grados de cargos correspondiendo a cada grado una remuneración, que igualmente 
tiene que ver con las responsabilidades, funciones, requisitos del cargo, etc. ..." 
(...) No obstante, que la anterior jurisprudencia se refería en concreto a la administración 
municipal, lo señalado allí es aplicable igualmente en el nivel nacional y en la rama 
judicial, dado que la normatividad en cuanto a la administración de personal del estado 
y en especial, en cuanto a la clasificación, nomenclatura y escala salarial obedece a los 
mismos principios y criterios (Subrayado y negrillas no originales del texto). 

  
Así mismo, el Gobierno Nacional, en desarrollo de las normas generales señaladas en la 
Ley 4o de 1992, es quien expide anualmente los decretos salariales. Emitió el Decreto 57 
de enero 7 de 1993, mediante el cual estableció el nuevo el régimen salarial y prestacional, 
entre otros, para los servidores públicos de la rama judicial que se vincularan con 
posterioridad a la vigencia de dicha norma y para quienes estando al servicio, optaran por 
una sola vez o se acogieran, antes del 28 de febrero de 1993, al nuevo régimen; así mismo 
expidió el Decreto 51 de la misma fecha, que se aplica a los servidores que no renunciaron 
al régimen salarial ordinario, o anterior al señalado en el Decreto 57 de 1993. 
 
Es así que ni a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, ni a sus Direcciones 
Seccionales, les está permitido aplicar el Decreto de salarios anuales en forma diferente a 
como él mismo establece, ello en virtud del principio de legalidad al que nos encontramos 
sometidos y teniendo en cuenta además la planta de personal a la que esté adscrito el 
servidor, legalmente creada para cada uno de los Despachos Judiciales por el Consejo 
Superior de la Judicatura - Ley 270 de 1996. 
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Al respecto, la H. Corte Constitucional en sentencia C-037 del 26 de enero de 2000, 
Magistrado Ponente Dr. Vladimiro Naranjo Mesa, expreso: 
  

"Tenemos entonces que, de manera general, la normatividad jurídica emanada de autoridades 
administrativas o de entes autónomos, debe acatar las disposiciones de la ley, tanto en 
su sentido material como formal. ... 
  
(...) concluye la Corte que no hay en la Constitución un texto expreso que se refiera al ejercicio 
de la excepción de ilegalidad, ni a la posibilidad de que los particulares o la autoridades 
administrativas, por fuera del contexto de un proceso judicial, invoquen dicha excepción para 
sustraerse de la obligación de acatar los actos administrativos, sino que la Carta puso en 
manos de una jurisdicción especializada la facultad de decidir sobre la legalidad de los 
mismos, ilegalidad que debe ser decretada en los términos que indica el legislador. ... 
(...) Finalmente, motivos que tocan con la necesidad de garantizar la seguridad jurídica y la 
vigencia y efectividad del orden jurídico, dan fundamento de razonabilidad adicional a la 
reserva hecha por el legislador respecto de posibilidad concedida a los particulares y a las 
autoridades administrativas de sustraerse a la fuerza obligatoria de los actos administrativos. 
Efectivamente, dejar al criterio de cualquier autoridad, o aun al de los particulares, la 
observancia de las disposiciones de las autoridades contenidas en los actos administrativos, 
propiciaría la anarquía en perjuicio de la efectividad de los derechos de los ciudadanos y 
dificultarla en alto grado la posibilidad de alcanzar el bien común. En cambio, dejar a la 
competencia de la jurisdicción contenciosa la definición sobre la legalidad de un acto en nada 
lesiona los derechos de los administrados, pues cualquiera tiene abierta la posibilidad de 
demandar su nulidad y aún de pedir su suspensión provisional, la cual, cuando 
verdaderamente hay un manifiesto desconocimiento de las normas de superior jerarquía, se 
concede en un breve lapso que garantiza la vigencia del principio de legalidad" (Subrayado no 
original del texto). 

  
Se tiene en consecuencia, que la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y sus 
Direcciones Seccionales, han aplicado correctamente las disposiciones que regulan el 
régimen salarial y prestacional de los empleados y funcionarios de la Rama Judicial, 
atendiendo lo establecido por el Gobierno Nacional en los diferentes Decretos salariales 
que anualmente expide en desarrollo de la mencionada Ley, cuando dispone: 
  

"Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o prestacional estatuido 
por las normas del presente Decreto, en concordancia con lo establecido en el artículo 10 de 
la Ley 4 de 1992. Cualquier disposición en contrario carecerá de todo efecto y no creará 
derechos adquiridos." (Negrillas fuera de texto). 

  
También es pertinente referir lo preceptuado en el artículo 98 de la Ley 270 del 7 de marzo 
de 1996, el cual en lo pertinente expresa: 
  

“ARTICULO 98. De la dirección ejecutiva de administración judicial. La dirección ejecutiva de 
Administración Judicial es el órgano técnico y administrativo que tiene a su cargo la ejecución 
de las actividades administrativas de la rama judicial, con sujeción a las políticas y decisiones 
de la sala administrativa del Consejo Superior de la Judicatura". (Subrayas fuera de texto).  

 
(ii) Deber de la parte actora de probar la configuración de las causales de 

nulidad de los actos administrativos demandados - requisitos de 
configuración de la falsa motivación como causal de nulidad de los actos 
administrativos 
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Teniendo en cuenta que el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo no contempla norma especial relacionada con la carga de la prueba, es 
necesario acudir al General del Proceso, que en su artículo 167 dispone que “Incumbe a 
las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que 
ellas persiguen”. 
 
Para el caso de las demandas instauradas bajo el medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, corresponde conforme lo dispuesto en el numeral 4º del 
artículo 162 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
toda demanda debe contener “Los fundamentos de derecho de las pretensiones. Cuando 
se trate de la impugnación de un acto administrativo deberán indicarse las normas violadas 
y explicarse el concepto de su violación”. 
 
Sobre la carga probatoria y argumentativa del denominado concepto de violación, el 
Consejo de Estado en providencia de fecha 7 de marzo de 20191, señaló: 
 

Para la Sala, es claro que a partir de los dispositivos indicados, el demandante debe invocar 
la norma que considera se transgrede y aparejado a ello, cuando se trata de desvirtuar la 
presunción de legalidad del acto administrativo o del acto electoral, debe esgrimir la 
argumentación sobre las razones por las que éste infringe el ordenamiento jurídico que se 
menciona, por eso con buen criterio, se dice que la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, sobre todo cuanto se trata de desvirtuar la presunción de legalidad del acto, 
es de estirpe rogada.  

 
El concepto de violación en materia de cuestionamiento de la legalidad del acto 
administrativo o electoral, junto con la causa petendi, desmarca la indeterminación o 
imprecisión sobre qué es lo que se quiere judicializar y por qué, y da paso a los límites, por 
demás adecuados, de cara a la presunción de legalidad que protege el acto, para que el 
operador jurídico pueda abordar el análisis y adoptar la decisión que se encuadra en aquellos 
aspectos o derroteros que el demandante en su libelo introductorio pone de presente y que 
luego, se van nutriendo con las demás postulaciones de los restantes sujetos procesales, 
quienes pueden apoyar los argumentos de la demanda -como tercero interesado o 
coadyuvante- u oponerse mediante la concurrencia como parte pasiva o también como 
tercero interesado o coadyuvante.  

 
Se trata entonces de un medio instrumental de vital importancia para el proceso que versa 
sobre la legalidad del acto y para su buen término mediante decisión, pero no puede 
considerarse como un aspecto que permita descartar la demanda y, por ende, su ingreso a 
la jurisdicción de lo contencioso administrativo, en etapas tempranas.(…) 

 
Es así que es requisito de la demanda el determinar con claridad y suficiencia el concepto 
de violación de los actos acusados. 
 
                                                           

1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta – Sentencia del 7 de marzo de 

2019 – Rad. 11001-03-28-000-2018-00091-00 – Consejera Ponente Lucy Jeannette Bermúdez  
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Ahora, sobre la configuración de la falsa motivación como causal de nulidad de los actos 
administrativos, el Consejo de Estado en providencia de fecha 28 de febrero de 20202, 
dispuso: 
 

El vicio de falsa motivación se configura cuando las razones invocadas en la fundamentación 
de un acto administrativo son contrarias a la realidad. Sobre el particular la jurisprudencia de 
esta Subsección indicó: 
 

Los elementos indispensables para que se configure la falsa motivación son los 
siguientes: (a) la existencia de un acto administrativo motivado total o parcialmente, 
pues de otra manera estaríamos frente a una causal de anulación distinta; (b) la 
existencia de una evidente divergencia entre la realidad fáctica y jurídica que induce 
a la producción del acto y los motivos argüidos o tomados como fuente por la 
administración pública o la calificación de los hechos, y (c) la efectiva demostración 
por parte del demandante del hecho de que el acto administrativo se encuentra 
falsamente motivado […] 

 
Así las cosas, el vicio de nulidad en comento se configura cuando se expresan los motivos 
de la decisión total o parcialmente, pero los argumentos expuestos no están acordes con la 
realidad fáctica y probatoria, lo que puede suceder en uno de tres eventos a saber: 
 

• Cuando los motivos determinantes de la decisión adoptada por la administración se 
basaron en hechos que no se encontraban debidamente acreditados; 

 

• Cuando habiéndose probado unos hechos, estos no son tenidos en consideración, 
los que habrían podido llevar a que se tomara una decisión sustancialmente distinta. 

 

• Por apreciación errónea de los hechos, «de suerte que los hechos aducidos 
efectivamente ocurrieron, pero no tienen los efectos o el alcance que les da el acto 
administrativo […]». 

 

Como se desarrollará más adelante, la demanda se limita a argumentar o a soportar el 
supuesto incumplimiento del gobierno nacional en la nivelación salarial, sin que en aparte 
alguno se señalen las razones por las cuales el acto demandado expedido por la Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial deba ser declarado nulo o que la Rama Judicial ha 
incumplido alguna obligación legal, no acreditándose el concepto de violación en cuanto a 
mi representada se refiere. 
 

(iii) Presunción de legalidad de los actos administrativos 
 

El Acto Administrativo es la clara manifestación de la voluntad estatal dirigida hacia los 
administrados, como ejercicio de la carga pública por ellos soportables, de conformidad con 
los lineamientos constitucionales, legales y reglamentarios. Para que tal Actuación 
Administrativa cumpla la finalidad para la cual fue concebida, necesita de ciertos requisitos 
legales que debe cumplir, sin los cuales los administrados no pueden predicar ni su eficacia, 
ni su validez ni su ejecutoria. 
 
                                                           

2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A – Sentencia del 

28 de febrero de 2020 – Radicado Interno 4023-16 – Consejero Ponente William Hernández Gómez 
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Ahora bien, en aplicación principio de legalidad de los actos administrativos, las actuaciones 
administrativas en el ejercicio de facultades y en la creación de reglas discrecionales están 
sujetas a los modelos que la Constitución establece en tal sentido, de esa manera se puede 
observar como la Constitución Nacional en su Artículo 209 (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991), dispuso tener como principios los de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la 
delegación y la desconcentración de funciones, para garantizar el adecuado funcionamiento 
de los fines del Estado.  
 
Por lo anterior, los actos administrativos provenientes de la administración tienen como 
reglamento la aplicación de los principios constitucionales establecidos de forma especial, 
además de la aplicación coordinada de las normas pertenecientes y aceptadas por el 
ordenamiento jurídico, sometiendo al derecho vigente las referida manifestación de la 
voluntad administrativa, sobre esto se refirió Petit y Reyes, quienes identificaron algunas 
características sobre los actos administrativos, así: con independencia y al margen de los 
fines que el ordenamiento atribuya en casos específicos a los actos administrativos, 
siempre orientados y conducentes a atender los intereses sociales, su creación queda 
definida sometida, fundamentalmente, y es una primera aproximación, a las siguientes 
características: Presunción de legitimidad o legalidad; Ejecutoriedad, exigibilidad y fuerza 
intrínseca del acto; Firmeza administrativa; Ejecutividad y Publicidad. 
 
En cuanto a la demanda aquí analizada, al no corresponder a una competencia de la 
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial la de modificar el régimen salarial y 
prestacional de los empleados de la Rama Judicial, el acto administrativo por el cual se 
negó la nivelación o reclasificación salarial se encuentra ajustado a la normativa vigente, 
sin que se desvirtuara su presunción de legalidad. 
 

IV. CASO CONCRETO 
 
En el presente caso, tenemos que la doctora MARGARITA ISABEL CALVO SÁNCHEZ se 
vinculó a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial el 18 de septiembre de 1996, 
vinculación que continúa activa como profesional universitaria en la Unidad de Asistencia 
Legal. 
 
En lo que compete a los hechos de la presente demanda, mediante la Resolución No. 7151 
del 31 de diciembre de 2015, la entonces Directora Ejecutiva de Administración Judicial – 
DEAJ resolvió la petición presentada por la demandante y otro grupo de personas en la 
cual solicitaban la nivelación o reclasificación salarial, negando la solicitud en cuanto no le 
asistía la competencia para modificar el régimen salarial y prestacional de los empleados 
de la Rama Judicial, así como señalando las normas por las cual se consideraba que el 
gobierno había nivelado a los servidores y empleados de la Rama Judicial, soportados en 
la progresividad. 
 
Si bien el apoderado dirige su demanda entre otras pretensiones, a solicitar la nulidad de la 
Resolución No. 7151 de 2015, llama la atención que en aparte alguno de la demanda 
cuestiona los fundamentos y la decisión tomada, dirigiéndose su argumentación a las 
competencias y potestades del gobierno nacional, del cual ni la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial ni ninguna entidad de la Rama Judicial hace parte, adoleciendo del 
requisito del concepto de violación, pues si bien su demanda puede señalar los 



Hoja No.11  

Calle 72 No. 7 - 96   Conmutador - 3127011    www.ramajudicial.gov.co 

fundamentos jurídicos, estos están dirigidos a atacar las decisiones o la falta de ellas de los 
otros demandados. 
 
En cuanto a las posibilidades de mi poderdante, debe recordarse que expresamente la Ley 
4ª de 1992, dispone que: 
 

ARTÍCULO  10.- Todo régimen salarial o prestacional que se establezca contraviniendo las 
disposiciones contenidas en la presente Ley o en los decretos que dicte el Gobierno Nacional 
en desarrollo de la misma, carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. 

 
Es así que la Rama Judicial representada por la DEAJ y las Direcciones Seccionales solo 
cumple sobre estos actos administrativos que determinan el régimen salarial y prestacional, 
una función ejecutora, de acatamiento y de aplicación frente a los servidores judiciales 
destinatarios de los pagos de salarios y prestaciones sociales 
 
Si bien no se trata de un asunto de competencia de la Rama Judicial, debe indicarse que 
si ha existido nivelación para los empleados, pues en aras de nivelar la remuneración de 
los servidores judiciales, conforme lo dispuesto por la Ley 4ª de 1992 y como resultado de 
una concertación y mesa de trabajo llevada a cabo entre los Representantes de los 
servidores judiciales en el Sindicato de la Rama Judicial ASONAL y la Rama Ejecutiva, en 
el año 2012, la cual estuvo soportada en los estudios técnico, jurídico, presupuestales, 
previamente conocidos y debatidos por las partes, el Gobierno Nacional expide el Decreto 
383 del 6 de marzo de 2013, “Por el cual se crea una Bonificación Judicial para los 
servidores públicos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar y se dictan otras 
disposiciones…” . Esta norma señala:  

 
 “… ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal 
Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 
57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el Decreto 874 de 
2012 y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una Bonificación Judicial, la cual 
se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en 
Salud. La Bonificación Judicial se reconocerá a partir del 10 de enero de 2013, se percibirá 
mensualmente, mientras del servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 
cada año al valor que se fija en las Siguientes tablas, así: 
(…)   

 
Al momento de la presente contestación, esto es, agosto de 2022, se continúa 
reconociendo y pagando la bonificación judicial a los empleados de la Rama Judicial 
(distintos de jueces y magistrados), conforme lo han dispuesto los decretos expedidos por 
el gobierno nacional. 
 

 
V. EXCEPCIONES DE MERITO 

 
(i) Acto administrativo demandado se encuentra conforme a la normativa 

vigente. 
 

El acto administrativo contenido en la Resolución No. 7151 del 31 de diciembre de 2015, 
la entonces Directora Ejecutiva de Administración Judicial – DEAJ por medio del cual se 
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negó la nivelación o reclasificación salarial a la demandante, se encuentra conforme a 
derecho, en cuanto no correspondía a una facultad de la entidad, pues de conformidad con 
la Ley 4ª de 1992, solo el gobierno nacional puede modificar el régimen salarial y 
prestacional de la Rama Judicial. 
 

(ii) Legalidad del acto administrativo demandado 
 
Es pertinente advertir que el acto administrativo enjuiciado se encuentra amparado bajo la 
presunción de legalidad, en tanto fue expedido con fundamento en la Constitución y la Ley, 
así como por el funcionario competente conforme el artículo 83 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo que a la letra establece: 
 

ARTÍCULO 88. PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO. Los actos 
administrativos se presumen legales mientras no hayan sido anulados por la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo. Cuando fueren suspendidos, no podrán ejecutarse hasta 
tanto se resuelva definitivamente sobre su legalidad o se levante dicha medida cautelar. 

 
En este orden de ideas, el acto obedeció la normativa vigente y en ningún momento 
desconoció los derechos de la demandante. 
 

(iii) La innominada. 
 
De conformidad con el Artículo 187, inciso 2º del Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo, solicito se declare cualquier otra que el fallador encuentre 
probada en el curso del proceso. 
 

VI. PRUEBAS 

 
Comedidamente solicito al honorable Magistrado decretar las pruebas de oficio que 
considere pertinentes y útiles en el proceso, y así mismo, se tenga en cuenta las siguientes 
pruebas: 
 

(i) DOCUMENTAL  
 

1. Constancia de cargos desempeñados del 19 de agosto de 2022. 
 

VII. ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS 
 
De conformidad con el artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, como quiera que el demandante aportó copia de los actos 
demandados, no se considera necesario aportarlos nuevamente. 
 

VIII. PETICIONES 
 
Se declare la prosperidad de las excepciones de mérito planteadas y en consecuencia se 
nieguen las pretensiones de la demanda, por las razones de hecho y de derecho expuestas 
en este escrito. Así mismo, se condene en el pago de costas y agencias en derecho a la 
parte demandante. 
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IX. ANEXOS: 
 

Me permito anexar los documentos relacionados en los acápites de pruebas y de 
antecedentes administrativos, así como los siguientes: 
 

1. Poder otorgado por la Directora Administrativa de la División de Procesos de la Unidad 
de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial con firma 
electrónica. 

2. Resolución No. 5393 de 16 de agosto de 2017, por la cual el Director Ejecutivo de 
Administración Judicial delega la función de representación judicial y extrajudicial en 
la Directora Administrativa de la División de Procesos de la Unidad de Asistencia Legal 
de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. 

3. Resolución No. 7361 del 3 de noviembre de 2016, por medio de la cual se hace un 
nombramiento en propiedad. 

4. Acta de Posesión de la doctora Belsy Yohana Puentes Duarte. 
 

X. NOTIFICACIONES 
 
Las recibiré en la Unidad de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial, Calle 72 No.7-96 Piso 8º. Tel. 555 3939, Ext. 1078 o 1080 de Bogotá. Buzón 
electrónico de notificaciones: deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co. Correo electrónico propio 
institucional: cmejiar@deaj.ramajudicial.gov.co  Celular: 310 6253671. 
 
Del honorable magistrado, 
 
 
 
 
CÉSAR AUGUSTO MEJÍA RAMÍREZ 
C.C. 80.041.811 de Bogotá 
T.P. 159.699 del Consejo Superior de la Judicatura 
Abogado División Procesos – Unidad de Asistencia Legal 
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

mailto:deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co
mailto:cmejiar@deaj.ramajudicial.gov.co


  

 

                
Bogotá D.C., treinta y uno (31) de agosto de 2022 
 
 
Señores 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CUNDINAMARCA 
rmemorialessec02sdtadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Ciudad 
 

 
Asunto: Contestación demanda 
Proceso: 25000234200020210079400 
Demandante: Margarita Isabel Calvo Sánchez 
Demandado: Ministerio de Justicia y del Derecho y otros 
Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 
   
 

LIGIA PATRICIA AGUIRRE CUBIDES, mayor de edad, domiciliada y residente en 
Bogotá, D.C., identificada como aparece al pie de mi firma, actuando en calidad de 
apoderada judicial del Ministerio de Justicia y del Derecho, entidad pública del orden 
nacional domiciliada en la ciudad de Bogotá, D.C., lo cual acredito con el poder adjunto 
que para tal efecto me fue conferido, por medio del presente escrito me permito 
respetuosamente CONTESTAR la demanda de la referencia, para lo cual procedo así: 
 

I.  PRETENSIONES. 
 
De conformidad con las razones de la defensa que propondré a continuación, el Ministerio 
de Justicia y del Derecho se OPONE a todas y cada una de las pretensiones de la parte 
demandante. 
 

II.  HECHOS. 
 
No me consta ninguno de los hechos señalados en la demanda y, por lo tanto, me atengo 
a lo que se pruebe dentro del proceso. 
 

III. RAZONES DE DEFENSA 
(EXCEPCIONES) 

 
3.1. Falta de Legitimación Material en la Causa por Pasiva  
 
Respecto al Ministerio de Justicia y del Derecho, es claro que esta entidad carece de 
Falta de Legitimación Material en la Causa por Pasiva y, por ello, NO debe o podría 
ser llamada o condenada en el referido asunto, como quiera que no fue la entidad que 
expidió los actos administrativos respecto de los cuales se solicita la nulidad.  
 
Ahora bien, las funciones y competencias del Ministerio de Justicia y del Derecho están 
definidas en el Decreto 2897 de once (11) de agosto de 2011 modificado por el Decreto 
1427 de 2017 y dentro de ellas no se encuentra ninguna atribución relacionada con el 
reconocimiento y pago de factores salariales o prestaciones sociales de funcionarios y/o 
ex funcionarios de la Rama Judicial, razón por la cual no pudo violentar ninguna de las 
disposiciones señaladas en la demanda. 

mailto:rmemorialessec02sdtadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co


  

 

 
El apoderado sustenta sus peticiones en la negativa por parte de las Dirección  Ejecutiva 
Seccional de Administración Judicial de llevar a cabo el reconocimiento y pago de la 
bonificación judicial devengada por la accionante en virtud de lo establecido en el Decreto 
0383 de seis (6) de marzo de 2013, “.. con carácter salarial y prestacional, …”,  situación 
que de entrada permite vislumbrar la inexistencia de relación entre esta entidad y los 
hechos y pretensiones planteados en la demanda.        
 
Se fundamenta la falta de legitimación material en la causa por pasiva frente al Ministerio 
de Justicia y del Derecho dentro del presente proceso, teniendo en cuenta los siguientes 
planteamientos: 
 
.- El artículo 113 de la Constitución Política señala que son ramas del poder público, la 
legislativa, la ejecutiva y la judicial y que “Además de los órganos que las integran existen 
otros, autónomos e independientes, para el cumplimiento de las demás funciones del 
Estado. Los diferentes órganos del Estado tienen funciones separadas pero colaboran 
armónicamente para la realización de sus fines” 
 
.- El artículo 123 ibídem, inciso 2º, dispone: “Los servidores públicos están al servicio del 
Estado y de la comunidad; ejercerán sus funciones en la forma prevista por la 
Constitución, la ley y el reglamento”. 
 
.- El artículo 159 de la Ley 1437 de 2011, señala:  

 

“Las entidades públicas, los particulares que cumplen funciones públicas y los demás 
sujetos de derecho que de acuerdo con la ley tengan capacidad para comparecer al 
proceso, podrán obrar como demandantes, demandados o intervinientes en los procesos 
contencioso – administrativos, por medio de sus representantes, debidamente 
acreditados. (Subrayas fuera de texto) 
La entidad, órgano u organismo estatal estará representada, para efectos judiciales, 
por el Ministro, Director de Departamento Administrativo, Superintendente, Registrador 
Nacional del Estado Civil, Procurador General de la Nación, Contralor General de la 
República o Fiscal General de la Nación o por la persona de mayor jerarquía en la entidad 
que expidió el acto o produjo el hecho. (Subrayas fuera de texto). 
…”  

 

.- El  artículo 162 ibídem, establece los requisitos que toda demanda debe reunir ante la 
jurisdicción contencioso administrativa  y en su numeral 1o. establece: “La designación de 
las partes y de sus representantes”.  

 

- Por su parte, el numeral 8° del artículo 99° de la Ley 270 de 1996, establece que 
corresponde al Director Ejecutivo de Administración Judicial “Representar a la Nación-
Rama Judicial en los procesos judiciales para lo cual podrá constituir apoderados 
especiales; y,”  
 
En tratándose de la representación de la Nación en asuntos en los cuales se debate la 
legalidad de las actuaciones de la Fiscalía General de la Nación y/o la Rama Judicial, ha 
reiterado el Consejo de Estado, refiriéndose a los artículos 22 y 27 del Decreto 2699 de 
1991, en decisión de la Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Sentencia del veintiocho (28) de abril de dos mil cinco (2005), Consejera Ponente Ruth 
Stella Correa Palacio, Radicación 13001-23-31-000-1996-01111 (15348), Actor: Orlando 
García Cuellar, Demandado: Fiscalía General de la Nación; recordando la Sentencia del 



  

 

trece (13) de diciembre de dos mil uno (2001), Consejero Ponente Dr., Ricardo Hoyos 
Duque, expediente 12.787: 
 

“Estas normas en su orden dispusieron que el Fiscal General de la Nación tendría la 
representación de la entidad frente a las autoridades del poder público y que la Oficina 
Jurídica tenía dentro de sus funciones, la representación de la Fiscalía mediante poder 
conferido por el Fiscal General, en los procesos en que ésta fuera demandada. La vigencia 
de estas normas se prolongó hasta la expedición de la Ley Estatutaria de la Administración 
de Justicia (270/96), en cuyo artículo 99-8, de manera genérica, se atribuyó al Director 
Ejecutivo de Administración Judicial la función de representar a la Nación-Rama Judicial en 
los procesos judiciales, disposición modificada en cuanto a la Fiscalía General de la 
Nación, por cuenta del artículo 49 de la ley 446 de 1998, tal como lo concluyó esta 
Corporación en sentencia proferida el 13 de diciembre de 2001, exp: 12.787, con ponencia 
del Consejero Ricardo Hoyos Duque”.  

 
Teniendo en cuenta que el Ministerio de Justicia y del Derecho pertenece a la Rama 
Ejecutiva y no a la Rama Judicial, y que no tiene asignada dentro de sus competencias 
legales ninguna atribución relacionada con la reliquidación de las prestaciones sociales 
devengadas por la demandante  como funcionaria de la Rama Judicial incluyendo la 
bonificación judicial creada en el Decreto 0383 de seis (6) de marzo de 2013, y dado que 
mi representada no funge como empleador de la accionante; de conformidad con lo 
dispuesto el artículo 159 del CPACA, y demás normas citadas; en sana lógica jurídica se 
impone su total absolución. 
 
Como se puede observar de las normas trascritas, el Ministerio de Justicia y del Derecho 
no es la autoridad legitimada para defender los intereses de la Nación respecto de la 
solicitud de nulidad del acto administrativo expedido por la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial.  

 
Las disposiciones anteriormente citadas, establecen con claridad meridiana cuales son los 
funcionarios sobre los cuales recae la responsabilidad de representar judicialmente a la 
Nación, entendida esta última, con sus diferentes organismos y cumplimiento de 
funciones, por lo que de ellas se desprende que el Ministerio de Justicia y del Derecho no 
representa a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. De allí que no se puede 
responsabilizar al Ministerio, por los hechos que dieron origen al presente trámite, por lo 
que se configura la excepción de Falta de Legitimación Material en la Causa por pasiva. 
 
De lo anteriormente expuesto, se infiere: i) Que el Ministerio de Justicia y del Derecho no 
expidió los actos administrativos que dieron origen a la presente demanda, ii) Que el 
Ministerio de Justicia y del Derecho no tiene asignada dentro de sus competencias legales 
ninguna atribución relacionada con el reconocimiento y pago de factores salariales o 
prestaciones sociales de funcionarios y/o ex funcionarios de la Rama Judicial, y iii) Que no 
representa legalmente a la Nación – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. En tal 
sentido, solicito respetuosamente se declare probada esta excepción y como 
consecuencia se desvincule del proceso al Ministerio de Justicia y del Derecho. 
 
Sobre la falta de legitimación material en la causa por pasiva, presupuesto necesario de la 
sentencia favorable, ha dicho lo siguiente el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del treinta y uno (31) de octubre de dos mil 
siete (2007), Consejero Ponente Mauricio Fajardo Gómez, Radicación 
11001032600019971350300; citando una Sentencia del veintidós (22) de noviembre de 



  

 

dos mil uno (2001), Consejera ponente Dra., María Elena Giraldo Gómez, expediente 
13.356, de la propia Sección Tercera: 

 

“La legitimación material en la causa, activa y pasiva, es una condición anterior y necesaria 
entre otras, para dictar sentencia de mérito favorable al demandante o al demandado. 
Nótese que el estar legitimado en la causa materialmente por activa o por pasiva, por sí 
solo, no otorga el derecho a ganar; si la falta recae en el demandante el demandado tiene 
derecho a ser absuelto pero no porque él haya probado un hecho nuevo que enerve el 
contenido material de las pretensiones sino porque quien lo atacó no es la persona que 
frente a la ley tiene el interés sustantivo para hacerlo -no el procesal-; si la falta de 
legitimación en la causa es del demandado, de una parte al demandante se le negarán las 
pretensiones no porque los hechos en que se sustenten no le den el derecho sino porque a 
quien se las atribuyó no es el sujeto que debe responder; por eso, de otra parte,  el 
demandado debe ser absuelto, situación que se logra con la denegación de las súplicas del 
demandante”.  

 

3.2.  Cumplimiento Ley 4ª de 1992 
    

Con fundamento en lo establecido en el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, es preciso 
señalar que el gobierno nacional expidió los Decretos 51, 53 Y 57 de 1993, para efectos 
de establecer a nivelación salarial de la Rama Judicial, así: 

 

 Decreto 51 de 1993 “Por el cual se dictan unas disposiciones en materia salarial y 
prestacional de la rama judicial, del Ministerio Público, de la justicia penal militar y 
se dictan otras disposiciones.” 
 

 Decreto 53 de 1993 “Por el cual se dictan normas sobre el régimen salarial y 
prestacional para los servidores públicos de la Fiscalía General de la Nación y se 
dictan otras disposiciones.” 

 

 Decreto 57 de 1993 “Por el cual se dictan normas sobre el régimen salarial y 
prestacional para los servidores públicos de la rama judicial y de la justicia penal 
militar y se dictan otras disposiciones.”.  

 
“ARTÍCULO  2º. Los servidores públicos vinculados a la Rama Judicial y a la Justicia 
Penal Militar podrán optar por una sola vez, antes del 28 de febrero de 1993, por el 
régimen salarial y prestacional establecido en el presente Decreto. Los servidores públicos 
que no opten por el régimen aquí establecido continuarán rigiéndose por lo dispuesto en 
las normas legales vigentes a la fecha.” 

 
Al respecto, la jurisprudencia se ha pronunciado en el siguiente sentido: 
 

 Sentencia de 1º. de agosto de 2008, emitida por el H, Consejo Seccional de la 
Judicatura del Tolima, C.P. Dr, Francisco Julio Taborda Ocampo, que señala: 

 
“Resulta claro que el Gobierno Nacional (…) expidió los Decretos 53 y 57 de 1993, dando 
cumplimiento al artículo 14 de la Ley 4ª de 1993, tendiente a fijar el régimen salarial y 
prestacional de los empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación. 
De esta manera (…) el Gobierno Nacional estaba dando cumplimiento con los expresos 
mandatos cuyo incumplimiento denuncia el accionante …” 

 



  

 

 Sentencia de veintiocho (28) de julio de 2008, Expediente No. 2008.00097-00 a 
través de la cual el H. Tribunal Administrativo de Nariño, Conjuez Ponente Dr. 
Efraín A. Bermúdez Mora, indicó:  
 
“Posteriormente el Gobierno Nacional en uso de las facultades consagradas en el artículo 
14 de la citada Ley 4 de 1992, expidió el Decreto 57 de 1993 “Por el cual se dictan normas 
sobre el régimen salarial y prestacional para los servidores públicos de la rama judicial y de 
la justicia penal militar y se dictan otras disposiciones.”. Esta norma según se deduce de su 
contenido, fue consecuencia directa de la orden contenida en el parágrafo del artículo 14 
de la Ley 4ª de 1992…” 
 
“Como se puede apreciar con mediana claridad, el Gobierno Nacional desde el año 1993, 
le dio cumplimiento a la orden impuestas por el legislador en el parágrafo del artículo 14 ce 
la Ley 4ª de 1992 a través del Decreto 57 de 1993 y, en consecuencia, no habrá lugar a 
ordenar cumplir con algo que ya se hizo.” 
 

 La H. Corte Constitucional en Sentencia T.679 de 2003, M,P. Dr. Manuel José 
Cepeda Espinosa, expuso: 

 
“Con el cambio constitucional de 1991 y la creación de la Fiscalía General de la Nación, el 

Legislador estableció las reglas generales que debía tener en cuenta el gobierno al 
diseñar los distintos regímenes salariales para los funcionarios públicos. En desarrollo de 
la Ley 4ª. de 1992 el Gobierno Nacional fijó el régimen salarial y prestacional de los 
empleados públicos – entre ellos los servidores públicos de la Rama Judicial y de la 
Fiscalía General de la Nación bajo un esquema de regímenes especiales, cuya 
constitucionalidad ya ha sido aceptada por esta Corte…”. 

 
Si bien la nivelación salarial ordenada en el parágrafo del artículo 14 de la Ley 43 de 
1992 no estaba sujeta a ningún referente porcentual para la nivelación y ajuste de las 
asignaciones salariales de los funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la 
Fiscalía General de la  Nación, lo cierto es que el Gobierno Nacional, al dictar en el año 
1993 los decretos que desarrollaron dicha disposición, al tiempo de unificar el salario de 
todos los empleados de la Rama Judicial y la FGN de las distintas jurisdicciones del 
territorio nacional otorgó  incrementos que superaron en muchos casos el 100% del 
salario que devengaban tales servidores en el año inmediatamente anterior" (régimen 
ordinario), y en otros casos los incrementos alcanzaron cifras iguales o superiores 
(régimen optativo).  
 
El Decreto 57 de 1993 en materia salarial presenta una variación sustancial frente al 
régimen salarial anterior pues, a efectos de dar tratamiento salarial igualitario y 
equitativo, opta por identificar empleos y su correspondiente remuneración mensual por 
categorías de despacho judiciales. Así determinado el nuevo régimen de nomenclatura y 
salarios se da desarrollo a la nivelación o reclasificación atendiendo criterios de equidad 
funcional, pues se tiene que empleos de igual denominación, naturaleza de funciones, 
complejidad y ubicación funcional tienen idéntico tratamiento salarial.  
 
Como puede observarse con la creación de los regímenes salariales antiguo y optativo 
se eliminaron las dispersiones de ingreso salarial mensual preexistentes en estos 
organismos al amparo del anterior régimen; nivelando así las remuneraciones mensuales 
correspondientes a empleos de igual naturaleza y complejidad funcional. 

 



  

 

Así las cosas, no cabe duda que el gobierno nacional ha venido expidiendo desde el año 
1993 la normativa que establece en el sistema de remuneración de funcionarios y 
empleados de la rama judicial la nivelación o reclasificación dispuesta en el artículo 14 
de la Ley 4ª de 1992, modificado por la Ley 332 de 1996. 

 
3.3. Respecto de la inaplicación por inconstitucional de la expresión “constituirá 
únicamente factor salarial para la base de cotización al sistema” contenida en el 
artículo 1º del Decreto 383 de 2013, así como las expresiones “… y constituye 
únicamente factor salarial para la base a la cotización del sistema general de 
pensiones y al sistema general de seguridad social en salud” contenidas en  el 
artículo 1º de los Decretos 1269 de 2015, 246 de 2016, 1014 de 2017 y 340 de 2018. 

 
A este respecto, es relevante destacar que el antecedente directo de la expedición de los 
Decretos 382, 383 y 384 de 2013, 022 de 2014,1269 y 1270 de 2015, tuvo como génesis 
el cese de actividades de los funcionarios de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de 
la Nación Dicha huelga se solucionó en parte, con la firma del Acta de Acuerdo 
conformándose una Mesa Técnica Paritaria, con el fin de revisar la remuneración de 
tales servidores, con una adición presupuestal por importe de un billón doscientos veinte 
mil millones ($1,220,000,000.000) de pesos m/cte., cifra a dividir durante las vigencias 
fiscales del 2013 al 2018. 
 
En consecuencia, la desventaja salarial alegada en su momento por los miembros de los 
sindicatos del Sector Justicia no se generó por el incumplimiento de la orden de 
nivelación salarial, establecida en el parágrafo del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, pues 
como se expuso en párrafo más arriba, aquélla ya había sido modulada por el Gobierno 
Nacional, a través de los Decretos 53 y 57 de 1993.  

 
Por el contrario, el mencionado menoscabo salarial alegado por dicho sector estuvo 
fundado en la expedición del Decreto 610 de 1998, el cual reguló la bonificación por 
compensación para los Magistrados de Tribunal. Esta normativa derivó en que los demás 
empleados y funcionarios de la Rama Judicial solicitaran una nueva intervención del 
Gobierno Nacional para reajustar su escala salarial. 
 
Paralelamente,  los miembros designados para participar en la mesa paritaria realizaron 
sesiones cuyos resultados y acuerdos fueron resaltados por las partes, indicando que la 
distribución realizada garantizó los criterios de equidad, gradualidad y proporcionalidad 
de los ingresos totales de los servidores, así como la jerarquía y complejidad funcional 
de los empleos, como consta en el Acta de Acuerdo del 6 de noviembre de 2012, la cual  
tuvo continuación mediante el Acta del 8 de enero de 2013, dando lugar a la expedición 
de los siguientes Decretos: 
 

• Decreto 382 de marzo 6 de 2013 -Por el cual se crea una bonificación judicial 
para los servidores públicos de la Fiscalía General de la Nación". 

 
• Decreto 383 de marzo 6 de 2013 "Por el cual se crea una bonificación judicial 

para los servidores públicos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar'. 
 

 Decreto 384 de marzo 6 de 2013 "Por el cual se crea una bonificación judicial 
para los servidores públicos de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 
las Direcciones Seccionales de la Rama Judicial". 

 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=347#1


  

 

 Decreto 022 de enero 9 de 2014 "Por el cual se modifica el Decreto 0382 de 
2013". 
 

 Decreto 1269 de junio 9 de 2015 -Por el cual se modifica el Decreto 383 de 
2013". 
 

Los ajustes planteados en los decretos cuestionados guardan coherencia con el marco 
general de la política macroeconómica y fiscal, la racionalización de los recursos públicos 
y su disponibilidad, es decir, las limitaciones presupuestales para cada organismo. 
 
Al amparo de lo anterior, se identificó que la bonificación por compensación y su carácter 
especial afectaba el equilibrio del sistema salarial, pues desarrolla un elemento de similar 
naturaleza y pago mensualizado, con igual efecto frente al ingreso base de cotización del 
Sistema General de Pensiones y del Sistema General de Seguridad Social en Salud. 

 
En tales circunstancias, es claro que la bonificación judicial viene a ser un beneficio que 
se instituye en el régimen salarial y prestacional de los servidores de la Rama Judicial y 
la Justicia Penal Militar, entre otros. Inicialmente, este beneficio estaba previsto para el 
personal cobijado por el régimen optativo, sin embargo, en garantía del derecho a la 
igualdad, se extendió a los servidores que en su momento decidieron rnantenerse en el 
denominado régimen ordinario. 
 
Esta extensión se predica del derecho a obtener un ingreso igual total entre los 
servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar que desempeñan el mismo 
empleo. 
 
Los Decretos 382, 383 Y384 de 2013, 022 de 2014, 1269 Y 1270 de 2015 establecen 
que la bonificación judicial para los servidores de la Fiscalía, de la Rama Judicial, de la 
Justicia Penal Militar, y de la Dirección Ejecutiva y de las Direcciones Seccionales de la 
Rama Judicial, respectivamente, se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente 
factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 
General de Seguridad Social el Salud. 
 
A este respecto, la Honorable Corte Constitucional se ha pronunciado sobre el régimen 
salarial y prestacional de la Rama Judicial en varias oportunidades. Para el asunto objeto 
de estudio, es pertinente traer a colación lo expresado por el Alto tribunal en sentencia C-
244 de 2013, a través de la cual se dio a la tarea de efectuar un recuento histórico del 
régimen salarial y prestacional de la Rama Judicial, a partir del cual, concluyó que la 
determinación de la naturaleza jurídica de la denominada inicialmente "prima especial" y 
de su carácter prestacional puede tener efecto en las "bonificaciones”, posteriormente 
creadas para remplazarla. De manera que lo que se diga sobre la naturaleza jurídica de 
la misma también resulta aplicable a la naturaleza jurídica de las "bonificaciones", dado 
que sus características son fácilmente asimilables al salario. 

 
Así lo expresó la Corporación, en el fallo arriba señalado: 

 
“La primera ocasión donde la Corle estudió e/lema fue en la sentencia C-219/96 "(..,) "el 
legislador había afirmado varias veces que la prima técnica no constituía factor salarial, ni 
en las normas generales que establecían la prima técnica, ni en las específicas que la 
aplicaban a la nivelación de ingresos del sector justicia”. 

 



  

 

En este proceso se acusaban los artículos 14 y 15 do 18 Ley 4ª al prever que la prima 
especial aplicable a los funcionarios allí contemplados no constituía factor salarial (en 
continuidad con lo idénticamente establecido en la Ley 60 de 1990 y los Decretos que la 
desarrollaron). La Corte Constitucional decidió en esta ocasión que la negación del carácter 
salarial a la prima especial allí concedida no violaba le Constitución Política.” 
 
"(…) La Corte acepta que el tratamiento ordinario del derecho laboral ha llevado a tratar las 
remuneraciones habituales como parte del salario. Pero señala que ello no necesariamente 
debe ser así sino que tal decisión no es constitucionalmente imperativa, sino que cae 
dentro de la órbita de libertad de configuración del legislador. 
 
“... En varias ocasiones, la Jurisprudencia constitucional del país, expresada por la Corle 
Suprema de Justicia antes de 1991, y luego por la Corte Constitucional, ha manifestado que 
no existe derecho adquirido a la estabilidad de un régimen legal. Las normas legales 
acusadas bien podrían entonces disponer que no se consideran parte del salario, para 
electo de liquidar prestaciones sociales, ciertas remuneraciones que, a la luz de criterios 
tradicionales, deberían haberse tenido como parte de aquél. 
 
"… Para la Corte Suprema. respaldada ahora por la Constitucional, "este entendimiento de 
la norma es el único que racionalmente cabe hacer, ya que aun cuando habitualmente se 
ha tomado el salario como la medida para calcular las prestaciones sociales y las 
Indemnizaciones que legalmente se establecen en favor del trabajado~ no existe ningún 
motivo fundado en los preceptos constitucionales que rigen la materia o en la recta razón, 
que Impida el legislador disponer que determinada prestación social o indemnización se 
liquide sin consideración al monto total del salario del trabajador, esto es, que se excluyan 
determinados factores no obstante su naturaleza salarial, y sin que pierdan por ello tal 
carácter". 

 
"(...) Con este reconocimiento, la Corte permite el establecimiento de bonos, primas o 
beneficios que ciertamente tienen el potencial de variar la base mensual de ingresos 
habituales de los trabajadores, pero negándole al mismo tiempo un impacto necesario 
sobre la carga prestacional.” 
 
“(...) En la segunda intervención de la Corte Constitucional en este idéntico tema, la Corte 
decidió en la C-052199 estarse a lo dispuesto en la sentencia C279/96 por haber operado 
el fenómeno de la cosa juzgada constitucional.  En aquella ocasión, los demandantes 
propusieron argumentos de derecho social del trabajo similares a los desestimados por la 
Corte en su primera sentencia de 1996. 
 
"La Corte asumió por tercera ocasión la constitucionalidad de esta misma problemática en 
la sentencia C-681/03. La demanda vuelve a cuestionar la Ley 4ª, pero apoyada ahora en la 
expedición de la Ley 332/96 en la que se desequilibró el régimen laboral y prestacional 
entro los funcionarios de los artículos 14 y 15. En la Ley 332/96, como hemos visto, se le 
dio carácter salarial únicamente a la prima especial recibida por los funcionarios del artículo 
14, y solo en lo que tiene que ver con la cotización y liquidación de pensiones. 
 
"(...) Frene a esta situación la Corte Constitucional f...) accedió a las pretensiones de la 
demanda al encontrar que la Ley 332 no habla tenido ningún motivo justificado al 
establecer una diferenciación entre los funcionarios del articulo 14 y los del 15. Así pues, la 
prima técnica también  debía contar como factor salarial para los funcionarios del artículo 
15 (siempre y cuando sus pensiones fueran liquidadas con los rubros propios de su cargo. y 
no con los de los Congresistas). Por esta vía, la Corte procedió a declarar inconstitucional 
la expresión, sin carácter salarial" del artículo 15, pero añadiendo en la parte decisoria de la 
sentencia que tal  prima sólo tendría carácter salarial con relación a la cotización y 
liquidación de la pensión de jubilación de dichos funcionarios, y sin afectar las otras 
prestaciones sociales reconocidas por la ley. 



  

 

 
“Como resulta claro de este recuento, la demanda motivo del presente proceso de 
constitucionalidad en realidad está desafiando la interpretación restrictiva dada por la 
sentencia C-681/03 al declarar inexequible la expresión “sin carácter salarial” del artículo 15 
de la Ley 4e. No vemos razones suficientes que permitan variar la cosa juzgada 
constitucional laboriosamente construida mediante los precedentes que se acaban de 
repasar. Una nueva variación de la jurisprudencia en este sentido traería  consecuencias 
altamente desfavorables para la estabilidad jurídica y podría llegar a afectar una voz más, la 
liquidación de prestaciones sociales (incluso con efectos retroactivos), generando así una 
nueva ola de litigios y de incertidumbre en un área del derecho laboral administrativo que ya 
ha contado con una excesiva fragmentación normativa y jurisprudencia que las salas de 
conjueces han advertido en diversas ocasiones”. (Resaltado fuera del texto original). 

 
Ahora bien, en el caso de la bonificación judicial creada y regulada en virtud de los 
Decretos 382, 383 y 384 de 2013, 022 de 2014, 1269 y 1270 de 2015, resulta válido 
aducir los mismos argumentos señalados por la Corte Constitucional, previamente 
citados, respecto del carácter salarial de la bonificación para efectos pensionales en 
términos semejantes en los establecidos en los actos demandados. según los cuales la 
bonificación judicial que se crea para los servidores de la Fiscalía, la Rama Judicial, la 
Justicia Penal Militar, la Dirección Ejecutiva y las Direcciones Seccionales de la Rama 
Judicial constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema 
General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud. 

 
En tal evento, establecer un concepto diferente significarla crear un trato discriminatorio 
frente a los otros servidores de la Rama Judicial, en cuyo favor se han creado 
prestaciones similares con carácter salarial para efectos pensionales, únicamente. 
 
Vistas las anteriores consideraciones, es claro que el Gobierno nacional ha dado estricto 
cumplimento y desarrollo a los mandatos contenidos en el parágrafo del artículo 14 de la 
Ley 4 de 1992, en especial el relativo a la nivelación salarial prevista para los empleados 
de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar, conforme quedó consignado en las 
Actas de Acuerdo de Nivelación Salarial referidas de fecha 6 de noviembre de 2012 y del 
8 de enero de 2013, sin que pueda afirmarse válidamente que se ha excluido de tales 
beneficios y aumentos salariales a servidor público alguno, o que se afecten los 
principios de igualdad y de progresividad de los derechos laborales dispuestos en dicha 
norma. 

 
PETICIÓN 

   
Por  lo expuesto, este Ministerio solicita respetuosamente declarar probada la excepción 
de Falta de Legitimación Material en la Causa Por Pasiva respecto de la solicitud de 
nulidad de los actos administrativos expedidos por la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial y la consiguiente desvinculación del Ministerio de Justicia y del 
Derecho en el trámite de la presente demanda, por cuanto los supuestos fácticos le son 
imputables a una persona jurídica diferente al mismo, por tratarse de asuntos ajenos a su 
actuar o competencia.  
 

IV. PRUEBAS 
 

Respetuosamente solicito, se tengan como pruebas las  documentales que se adjuntan en 
un CD “SOPORTES ACUERDOS PARO JUDICIAL 2012”. 
 



  

 

V. RECONOCIMIENTO DE PERSONERÍA. 
 
Para que se reconozca personería jurídica a fin de actuar en representación del Ministerio 
de Justicia y del Derecho, me permito adjuntar poder debidamente conferido y sus 
anexos.  
 

VI. ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS 
 

Al respecto debo precisar que el Ministerio de Justicia y del Derecho no tiene en su poder 
antecedentes administrativos relacionados con el objeto de la demanda y por esta razón 
no puede allegar copia de los mismos. 
 

VII. NOTIFICACIONES. 
 
Tanto el Ministerio de Justicia y del Derecho como la suscrita apoderada recibimos 
notificaciones personales en la calle 53 No. 13-27 de la ciudad de Bogotá, D.C. y/o en el 
correo electrónico: notificaciones.judiciales@minjusticia.gov.co y/o 
ligia.aguirre@minjusticia.gov.co. 

---------------------- 
 
Sin otro particular, me suscrito atentamente. 

 
LIGIA PATRICIA AGUIRRE CUBIDES  
C.C. No. 52.027.521 de Bogotá  
T.P. No. 114521 del C.S.J. 
 

mailto:notificaciones.judiciales@minjusticia.gov.co
mailto:ligia.aguirre@minjusticia.gov.co
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*20226000340171* 
 Al contestar por favor cite estos datos: 

Radicado No.: 20226000340171 
Fecha: 13/09/2022 03:10:34 p.m. 

 

Bogotá D.C. 
 
Honorables Magistrados 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
Sección Segunda - Sala Transitoria  
Magistrado Ponente: 
Dr. CARLOS ENRIQUE BERROCAL MORA  
E. S. D. 
 
Ref.: Expediente No.   25000-23-42-000-2021-00794-00 

Medio de Control:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho. 
Accionante:   MARGARITA ISABEL CALVO SANCHEZ  
Accionados: Nación –Presidencia de la Republica – Ministerio de Justicia y del 

Derecho – Ministerio de Hacienda y Crédito Público – 
Departamento Administrativo de la Función Pública – Rama 
Judicial - Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. 

Asunto:    Contestación demanda. 
 
 
ADRIANA MARCELA ORTEGA MORENO, identificada con la cédula de ciudadanía No. 
1.013.607.950 de Bogotá, abogada con tarjeta profesional No. 273.576 expedida por el C. 
S. de la J., obrando en nombre y representación de la NACIÓN - DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, en ejercicio del poder que me fuera 
Sustituido, remitido a esa Honorable Corporación en días pasados mediante mensaje de 
datos y efecto para el cual, de manera respetuosa, solicito se me reconozca personería, me 
permito dar CONTESTACIÓN A LA DEMANDA de la referencia en los siguientes 
términos. 
 
 

1. CONSIDERACIONES 
 

1.1. Trámite procesal: 
 
La señora MARGARITA ISABEL CALVO SANCHEZ, por conducto de apoderado, promovió 
demanda de nulidad y restablecimiento en contra de la Nación – Presidencia de la Republica – 
Ministerio de Justicia y del Derecho – Ministerio de Hacienda y Crédito Público – Departamento 
Administrativo de la Función Pública – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial, con el propósito de obtener las siguientes: 
 

PRETENSIONES: 
Declaraciones: 
 

1. La nulidad del acto administrativo expreso contenido en la Resolución No. 7151 del 31 de 
Diciembre de 2015, expedida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, notificada el 
día 4 de Febrero de 2016; y de los actos administrativos fictos o presuntos negativos de la 
Presidencia de la Republica – Ministerio de Justicia y del Derecho – Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público – Departamento Administrativo de la Función Pública, provenientes del silencio de 
la Administración, que negaron los derechos reclamados por la actora en su derecho de petición 
de 18 de Diciembre de 2015. 
 

Condenas: 
 
Que como consecuencia de las declaraciones anteriores:     
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2. Se declare la nulidad de los actos «administrativos FICTOS o PRESUNTOS NEGATIVOS de LA 
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA; EL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO; EL MINISTERIO 
DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO y EL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCION 
PUBLICA provenientes del silencio de dichos entes de la administración nacional, por medio de los 
cuales se entienden NEGADOS a mi poderdante atrás mencionada, sus derechos. reclamados a 
través del derecho de petición presentado por el suscrito apoderado, debidamente radicado el 16 
de diciembre de 2015 en la Presidencia de la República, en el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público y en el Departamento Administrativo de la Función Pública y el 22 de diciembre del mismo 
año en el Ministerio de Justicia y del Derecho.  
 

3. Que como consecuencia de las anteriores declaraciones, se ordene al alto Gobierno Nacional 
(Presidencia de la República; Ministerio de Justicia y del Derecho; Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público y Departamento Administrativo de la Función Pública y Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial) que revise e implemente conforme al Parágrafo del Art. 14, de la Ley 4% 
de 1992, el sistema de remuneración salarial de mi poderdante atrás puntualizado quien labora o 
ha laborado en la DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, decretándole la 
NIVELACION o RECFASIFICACION DE LOS EMPLEOS QUE HA DESEMPEÑADO en la Rama Judicial 
y que llegare a desempeñar en adelante hasta tanto se retire definitivamente de la Rama Judicial, 
atendiendo criterios de equidad, a la luz del derecho fundamental de igualdad que prevé el art. 13 
de la C.P., tal y conforme si lo hizo el Gobierno Nacional con algunos Funcionarios Judiciales 
(Magistrados de Tribunal y Fiscales Delegados ante Tribunal), a través del Decreto 610 de 1998, 
reconociéndoles para el año 1999 el 60%; para el año 2000 el 70%; y para el año 2001 y en 
adelante el 80%, de lo que por todo concepto salarial devengan los Magistrados de las Altas 
Cortes de Justicia. 
 

4. Que como consecuencia de la declaración anterior, se ORDENE al alto Gobierno Nacional 
(Presidencia de la República; Ministerio de Justicia y del Derecho, Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público; Departamento Administrativo de la Función Pública y Consejo Superior de la Judicatura- 
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial), que la NIVELACION o RECIASIFICACION de los 
empleos desempeñados por mi poderdante atrás puntualizado, se establezca con efectos fiscales 
a partir del 12 de enero de 1999, en la misma forma y proporción anual sucesiva en que 
aumentaron los ingresos de los Funcionarios Judiciales cobijados por el Decreto de nivelación 
salarial No. 610 de 1998, que fue expedido para nivelar o reclasificar solo a un pequeño grupo de 
servidores de la Rama Judicial, por primera y única vez, con carácter restrictivo por el Gobierno 
Nacional (Presidencia de la República, Ministerio de Justicia y del Derecho, Ministerio de Hacienda 
y Departamento Administrativo de la Función Pública) mediante el Decreto 610 de 1998, para lo 
cual se debe ordenar que aplicando el derecho de igualdad de que trata el art. 13 de la 
Constitución Política, se reconozca a mi poderdante atrás puntualizado un ajuste a sus ingresos 
laborales hasta la fecha de su retiro definitivo del servicio, en un porcentaje igual, año por año, al 
que han recibido desde el 1 de enero de 1999, los Magistrados de Tribunal y demás beneficiarios 
del citado Decreto 610 de 1998. 
 

5. Que las sumas reconocidas como retroactivo producto del decreto de nivelación salarial o 
reclasificación de empleos, se actualicen o indexen a valor presente desde la fecha en que se 
hicieron exigibles (1 de enero de 1999). 
 

6. Se condena a las demandadas al pago de intereses en los términos del artículo 195 del CPACA. 
 

7. Se orden la actualización de las condenas en los términos del artículo 187 del CPACA. 
 

8. Se dé cumplimiento al fallo en los términos de los artículos 192 a 195 del CPACA. 
 
 

2. FUNDAMENTOS FACTICOS Y JURÍDICOS DE LA DEFENSA 
 

Si bien no resulta censurable que los servidores públicos aspiren a una mejor retribución y al 
desempeño de un mejor cargo público, lo cierto es que la demanda de nulidad y restablecimiento 
promovida por la señora MARGARITA ISABEL CALVO SANCHEZ solo resultaría viable y pertinente 
en el hipotético caso de existir previamente a la presentación de la acción una reforma 
estructural del régimen salarial y prestacional de la Rama Judicial que, de una parte, derogue los 
decretos 51, 53 y 57 de 1993, -que dieron cumplimiento a la nivelación ordenada en el parágrafo 
del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 para el personal subalterno de la Rama Judicial y de la 
Fiscalía General de la Nación-, y, de otra, que haga extensivo el régimen de la Bonificación por 
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Compensación de los Decretos 610 y 1239 de 1998 a los empleados subalternos de la Rama 
Judicial, en tanto que la misma solo está prevista para los Magistrados de Tribunal y sus 
equivalentes; reforma que, además, habría tenido que señalar que esa extensión produce 
efectos retroactivo al 1 de enero de 1999, y sin aplicar la figura jurídica de la prescripción trienal. 
 
Como quiera que dichas hipótesis son materialmente inexistentes, en tanto que: i). El Gobierno 
Nacional efectivamente efectuó la nivelación y reclasificación de los empleos subalternos de la 
Fiscalía General de la Nación y de la Rama Judicial a través de los Decretos 51, 53 y 57 de 1993, 
es decir, hace más de 26 años; ii) que la bonificación por compensación prevista en los Decretos 
610 y 1239 de 1998 encuentra como únicos destinatarios a los Magistrados de Tribunal y sus 
equivalentes; iii). Que el Convenio OIT 111 de 19581, relativo a la discriminación en materia de 
empleo público y ocupación, hizo la salvedad de que: “las distinciones, exclusiones o preferencias 
(salariales) basadas en las calificaciones exigidas para un empleo determinado no serán 
consideradas como discriminación”; iv). Que en el artículo 53 Superior el Constituyente precisó 
que el salario debe ser proporcional a la cantidad y “calidad” del trabajo; v). Que en los artículos 
2° y 3° de la Ley 4ª de 1992, el Legislador preceptuó que la determinación del régimen salarial y 
prestacional de los servidores públicos a cargo del Gobierno Nacional, debe atender, entre otros 
criterios, al “nivel”, “rango”, “categoría” y “estructura de los empleos, es decir, a la “naturaleza 
de las funciones”, sus responsabilidades y las calidades exigidas para su desempeño; vi). Que en 
el artículo 13 del Decreto 1042 de 1978, el Gobierno nacional, fungiendo como Legislador 
extraordinario, estableció que la asignación mensual correspondiente a cada empleo estará 
determinada por la “complejidad” de sus “funciones, atribuciones, deberes y responsabilidades, 
así como por los requisitos de conocimientos y experiencia requeridos para su ejercicio”; es 
claro que los empleados y exempleados subalternos de la Fiscalía General de la Nación y de la 
Rama Judicial, -incluida la señora MARGARITA ISABEL CALVO SANCHEZ -, no pueden reclamar 
como propio el régimen salarial de los Magistrados de Tribunal y sus equivalentes en la Fiscalía 
General de la nación, ni pretender la extensión de un régimen de bonificación por compensación 
que no les pertenece (Decreto 610/98), o que se les cuadriplique el salario del año de 1998, 
restricciones que obviamente impiden la prosperidad de las infundadas pretensiones de la 
demanda. 
 
De otra parte conviene reseñar que el Decreto 610 de 1998 no encuentra su fuente normativa 
en el parágrafo artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, sino en las normas generales de la Ley 4ª de 
19922, razón por la cual mal puede la señora MARGARITA ISABEL CALVO SANCHEZ, sin incurrir 
en una grave imprecisión, alegar un trato desigual o discriminatorio entre Magistrados de 
Tribunal3 (funcionarios) y personal subalterno (empleados) por el hecho de la consagración del 
régimen de “bonificación por compensación” a favor de los primeros, más aun cuando la 
nivelación salarial y la reclasificación de estos últimos ya fue desarrollada por el Gobierno 
Nacional a través de los Decretos 51, 53 y 57 de 1993, asunto que será explicado con claridad 
en el acápite siguiente de la presente contestación.  
 
Tampoco puede alegar el actor que la nivelación del parágrafo del artículo 14 de la Ley 4ª de 
1992 fue desarrollado por los Decretos 382, 383 y 384 de 2013, pues, se repite, esta fue 
cumplida a través de los Decretos 51, 53 y 57 de 1993, es decir, 20 años antes de que se 
expidieran los primeros que, además, son producto de un paro judicial llevado a cabo por los 
empleados de la Rama en el año de 2012, asunto que igualmente será explicado con suficiencia 
más adelante.  
 
Sin embargo, el anterior señalamiento encierra una clara y abierta contradicción en la medida en 
que el actor al tiempo de afirmar que el Gobierno no ha cumplido la nivelación del parágrafo del 
artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, sostiene, al mismo tiempo, que la misma ya se cumplió para 
los empleados del régimen salarial optativo a través de los Decretos 382, 383 y 384, para lo cual 
basta consultar lo referenciado en la demanda, que entre otras cosas manifiesta que: 

 
“5. (…) la nivelación o reclasificación de los empleos de mi poderdante atrás puntualizado, ha sido solicitada 
desde el 1 de enero de 1999, por la simple y clara razón de que el Gobierno Nacional….….expidieron y firmaron el decreto 

                                                 
1 Aprobado por ley 22 de 1967. 
2 Como puede ser verificado en el texto del citado Decreto 610 de 1998. 
3 Y sus equivalentes en la Fiscalía General de la Nación. 
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610 de 1998……..así como en el año 2103 se hizo con algunos empleados del régimen nuevo o acogidos, de conformidad 
con los decretos 0382, 0383 y 0384 de 6 de marzo de 2013, dejando en forma discriminatoria por fuera a los empleados 
subalternos activos, pensionados y/o retirados, así como a los del régimen antiguo o no acogidos, de la Rama Judicial, 
cuando en el texto de dicho Decreto Nacional 610 de 1998, al igual que con los Decretos 0282, 0283, y 0284 
de 6 de marzo de 2013, tanto el alto Gobierno Nacional, sin discriminación alguna, que haber incluido a 
dichos empleados subalternos, tal y conforme lo exige la Ley 4 de 1992, en el artículo 14 y parágrafo único.     
  

En este sentido, debe indicarse que la existencia de regímenes salariales especiales o 
diferenciados en las distintas ramas e instituciones públicas no comporta una violación del 
principio de la igualdad, en cuanto fue voluntad del propio Constituyente que el Gobierno 
Nacional, en desarrollo de una ley marco de salarios, señalará el régimen salarial y prestacional 
de los distintos servidores del Estado, incluidos Magistrados y personal subalterno de la Rama 
Judicial y de la Fiscalía General de la nación, atendiendo a las situaciones que los particularizan 
(art. 150-19 Superior). 
 
Por esta razón, las personas vinculadas a la Fiscalía General de la Nación, a la Rama Judicial y a 
las demás organizaciones estatales deben someterse integralmente al régimen salarial y 
prestacional establecido por el Gobierno Nacional para ellas, sin que, entonces, el personal 
subalterno activo de la Rama Judicial o de la Fiscalía General de la Nación pueda4 válidamente 
apelar al régimen salarial de los Magistrados de Tribunal o de sus equivalentes en la FGN a otro 
por considerarlo más favorable a sus intereses; pues, en tales condiciones, se generaría un 
tercer régimen que desvertebraría y desnaturalizaría los anteriores y, de contera, el sistema 
salarial colombiano. 
 
Además, no resulta lógico ni jurídico que una persona que, según lo expresa la enjuiciada 
Resolución No. 7151 del 31 de Diciembre de 2015, expedida por la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial, labora en la actualidad al servicio de la Rama Judicial, y se benefició del 
régimen aplicable a ese grupo activo de empleados subalternos, pretenda, en estos momentos, 
que se le extienda y aplique el régimen salarial o prestacional de los Magistrados de Tribunal o 
uno o varios de sus componentes (bonificación por compensación), olvidando que la situación 
de uno y otros servidores es sustancialmente distinta, como bien lo han entendido y explicado 
de manera uniforme y reiterada la jurisprudencia de nuestras más Altas Corporaciones 
Judiciales, veamos: 
 
La Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, M.P. Dra. Elsy del Pilar Cuello Calderón, 
en Sentencia del 2 julio de 2008, Rad. N° 21565, expresó lo siguiente: 
 

“…Por último, en lo referente a la supuesta violación al derechos de la igualdad, con base en el cual se concedió el amparo, 
observa la Sala que los accionantes pretenden que se les dé el mismo tratamiento concedido a los beneficiados 
con el decreto 610 de 1998, pero resulta evidente que son situaciones muy diferentes, pues los funcionarios 
judiciales beneficiados con esa norma ocupan cargos de mayor jerarquía, que exigen mayor responsabilidad, experiencia, 
dedicación y conocimientos, respecto de los cuales los accionantes no demuestran estar en igualdad de condiciones…”. (Se 
destaca). 

 
La Corte Constitucional en la Sentencia T-1497 de 2000, expresó: 
 

“… [e]n cuanto se refiere a la violación del derecho a la igualdad alegada por el accionante, observa esta Sala que el actor 
pretende obtener mediante la presente tutela, el que se le dispense el mismo tratamiento otorgado a los 
funcionarios beneficiados con la bonificación por compensación establecida en el Decreto 664 de 1999, de 
donde se sigue que el parámetro de comparación está determinado por los mencionados funcionarios. En el presente caso 
se hace evidente que nos encontramos frente a situaciones fácticas distintas, pues los funcionarios judiciales 
beneficiados por la bonificación desempeñan cargos de mayor jerarquía, que exigen mayores calidades y 
requisitos, ejercen funciones de gran responsabilidad que requieren de mayor experiencia, dedicación y conocimientos que 
el desempeñado por el accionante, es decir, las situaciones y condiciones son diferentes lo que justifica un tratamiento 
diferenciado. Así lo reconoció esta Corporación cuando en sentencia T-221 de 1992 (M.P. Alejandro Martínez Caballero), 
afirmó: 
 

"Ese principio de la igualdad es objetivo y no formal; él se predica de la identidad de los iguales y de la diferencia 
entre los desiguales.  Se supera así el concepto de la igualdad de la ley a partir de la generalidad abstracta, por el 
concepto de la generalidad concreta que concluye con el principio según el cual no se permite regulación 
diferente de supuestos iguales o análogos y prescribe diferente normación a supuestos distintos.  Con 
este concepto sólo se autoriza un trato diferente si está razonablemente justificado. Se supera también, con la 
igualdad material, el igualitarismo o simple igualdad matemática.". (Se destaca). 

 
“Por lo anteriormente expuesto, se confirmarán los fallos proferidos por los operadores jurídicos de instancia (…) por no 
encontrarse violación alguna al derecho a la igualdad…”. 

                                                 
4 Como en el caso en estudio. 
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La misma Corporación en Sentencia SU-037 de 2009, M.P. Dr. Rodrigo Escobar Gil, expresó: 
 
“…Para ello, la Sala de Revisión consideró que los funcionarios judiciales beneficiados por la bonificación 
desempeñan cargos de mayor jerarquía que exigen mayores calidades y requisitos, ejercen funciones de gran 
responsabilidad que requieren de mayor experiencia, dedicación y conocimientos que el desempeñado por el tutelante, lo 
que conlleva a advertir que las circunstancias y condiciones son diferentes, ante las cuales se justifica un tratamiento 
diferenciado…5”. (Se destaca). 

 

Por su parte, el H. Tribunal Administrativo del Huila, Sala Tercera de Decisión, en sentencia de 
fecha 16 de abril de 2008, M.P. Dr. Enrique Dussán Cabrera, Radicación No. 2008-00151, Actor: 
Genero Cruz Ramírez, Acta No. 0444, expresó: 
 

“…De otro lado, en cuanto se refiere a la violación del derecho a la igualdad alegada por el accionante, observa esta Sala 
que el actor pretende obtener mediante la presente tutela, el que se le dispense el mismo tratamiento 
otorgado a los funcionarios beneficiarios con la bonificación por compensación establecida en el Decreto 664 
de 1999, de donde se sigue que el parámetro de comparación está determinado por los mencionados funcionarios. En el 
presente caso se hace evidente que nos encontramos frente a situaciones fácticas distintas, pues los 
funcionarios judiciales beneficiados por la bonificación desempeñan cargos de mayor jerarquía, que exigen 
mayores calidades y requisitos, ejercen funciones de gran responsabilidad que requieren de mayor experiencia, dedicación y 
conocimientos que el desempeñado por el accionante, es decir, las  situaciones y condiciones  son diferentes lo que justifica 
un tratamiento diferenciado…”.(Se resalta). 

 
 
Todo lo cual demuestra que el tratamiento diferenciado entre los Magistrados de Tribunal y los 
demás funcionarios y empleados subalternos de la Rama Judicial y Fiscalía General de la nación 
no constituye un trato ilegal o arbitrario, sino que ello responde a la «naturaleza», el «tipo», la 
«calidad» de las funciones o tareas desempeñadas por los primeros; justificando un trato 
salarial y prestacional diferenciado frente a los segundos. 
 
En ese sentido, en nuestro ordenamiento jurídico el mencionado parámetro o criterio de 
diferenciación fue incorporado por el Constituyente, el Legislador y el Gobierno Nacional de la 
siguiente manera: 
 

 En el artículo 53 de la Constitución, el Constituyente señaló, que el salario debe ser 
proporcional a la cantidad y «calidad» del trabajo;  
 

 En los artículos 2º y 3º de la Ley Marco 4ª de 1992, el legislador preceptuó que la 
determinación del régimen salarial y prestacional de los servidores públicos a cargo del 
Gobierno Nacional, debe atender, entre otros criterios, al «nivel», «rango», «categoría» 
y «estructura» de los empleos, es decir, a la «naturaleza de las funciones», sus 
responsabilidades y las calidades exigidas para su desempeño; y por supuesto, a la 
«racionalización de los recursos públicos y su disponibilidad, esto es, las limitaciones 
presupuestales para cada organismo o entidad». 
 

 En el artículo 13 del Decreto Ley 1042 de 1978, el Gobierno Nacional, fungiendo como 
legislador extraordinario, estableció que la asignación mensual correspondiente a cada 
empleo estará determinada por la «complejidad» de sus «funciones, atribuciones, 
deberes y responsabilidades», así como por los requisitos de conocimientos y experiencia 
requeridos para su ejercicio. 

 
Lo cual permite ratificar la legalidad del Decreto 610 de 1998 y su inaplicación a los empleados 
subalternos de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, incluida la señora 
MARGARITA ISABEL CALVO SANCHEZ. 
 
Si bien los anteriores precedentes y argumentos resultan más que suficientes para despachar 
desfavorablemente las pretensiones de la demanda, más aún cuando la Accionante no busca, en 
realidad, el cumplimiento o implementación del parágrafo del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, 
sino la complementación del Decreto 610 de 1998, para hacer extensivo el régimen de 

                                                 
5 Esta línea de interpretación fue reiterada, entre otras, en las Sentencias T-151 de 20015 -Sala Novena de Revisión-, T-031 de 20025 -Sala 
Cuarta de Revisión-, T-105 de 20025 -Sala Primera de Revisión-, T-1120 de 20025 -Sala Tercera de Revisión-, T-119 de 20035 -Sala Séptima 
de Revisión-, T-725 de 20035 -Sala Primera de Revisión-, T-1098 de 20045 -Sala Octava de Revisión- y T-559 de 20065 -Sala Primera de 
Revisión-. 
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bonificación por compensación a los empleados subalternos de la Rama Judicial y de la Fiscalía 
General de la Nación u obtener un tratamiento salarialmente semejante, como se infiere del 
texto de las pretensiones 3ª y 4ª de la demanda que apunta a lo siguiente: 
 

 
 “3. (…) se ordene al Alto Gobierno (…) revise e implemente conforme a lo dispuesto en el parágrafo del 
artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 el sistema de remuneración salarial de la empleada subalterna activa de la 
Rama Judicial (…), tal como lo hizo con algunos funcionarios judiciales (Magistrados…) a través del Decreto 610 de 
1998…”. 
 
“4.  (…) Se condene al Alto Gobierno Nacional (…) y a la Fiscalía General de la Nación a darle estricto y cabal 
cumplimiento al parágrafo del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, decretando (por primera vez) respecto de mi 
poderdante (…) la nivelación o reclasificación de los empleos por él desempeñados y en adelante, con efectos fiscales 
a partir del 1° de enero de 1999, aplicando el derecho de igualdad de que trata el art. 13 de la Constitución Política, en la 
misma forma y proporción otorgada a los funcionarios judiciales (Magistrados, Fiscales Delegados de Tribunal 
y sus equivalentes), quienes de conformidad con el Decreto 610 de 1998 (…). 

 
 

Asunto que ciertamente resulta extraño a los propósitos y finalidades de la acción de nulidad y 
restablecimiento consagrado en el artículo 138 de la Ley 1437 de 2011, en tanto que este medio 
de control no es apto para: i). imponer al gobierno la complementación de los decretos 
salariales; ii). exigir el cumplimiento de normas con fuerza material de ley, en tanto que para 
esos propósitos nuestra legislación tiene establecida la acción de cumplimiento (art. 87 C.P.); 
iii). sustituir al Gobierno Nacional en la fijación del régimen salarial y prestacional de los 
empleados públicos.  
 
Sobre el particular, el H. Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santiago de Cali, Sala de 
Familia, en Sentencia del 22 de abril de 2008, M.P. Dr. José Luís Aramburu Restrepo, Actor, 
Paola Andrea Domínguez Palomares, es claro y enfático al expresar: 
 

“No es, en general, propio de la actividad judicial la modificación de normas generales y abstractas, por más 
atendibles que sean las razones que lo aconsejen, pues el poder que se nos ha confiado a los jueces se 
limita a la aplicación del orden jurídico a situaciones particulares debidamente constatadas como tales y no 
a la modificación del mismo orden jurídico…”. (Se destaca). 

 

Lo cual se enfatiza en el hecho de que el control de legalidad de los decretos salariales 
corresponde al H. Consejo de Estado en única instancia.  
 
Dentro de este contexto, si la actora consideraba que el Gobierno omitió efectivamente el 
cumplimiento y/o la implementación del parágrafo del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 debió 
acudir a la acción de cumplimiento consagrada en el artículo 87 de la Constitución Política, -
desarrollada por la Ley 393 de 1997-, y no al medio de control de nulidad y restablecimiento del 
derecho (art. 138 CPACA), lo cual configura de suyo una indebida escogencia de acción que hace 
inviable las pretensiones de la demanda, en tanto que en uno y otro caso resultan 
improcedentes, pues no existe una fuente normativa que viabilice la extensión o aplicación del 
Decreto 610 de 1998 a los empleados subalternos de la Rama Judicial o de la Fiscalía General de 
la Nación, ni tampoco para exigir una nivelación a la que les fue asignada como remuneración, 
como lo solicita el accionante en el libelo demandatorio y desde la solicitud de conciliación, 
fundado simplemente en sus aspiraciones salariales. 
 
Sentadas las anteriores premisas, se dará contestación a las pretensiones de la demanda en los 
siguientes términos: 
 

3. CONTESTACIÓN A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 
Desde ahora manifiesto a esa Honorable Corporación Judicial que el Departamento 
Administrativo de la Función Pública se OPONE a que se hagan todas y cada una de las 
declaraciones y condenas solicitadas por la parte actora, por carecer de fundamentos fácticos y 
jurídicos atendibles, como pasa a explicarse:   
 

1. En cuanto a la nulidad del acto administrativo expreso contenido en la Resolución No. 7151 del 31 de Diciembre de 
2015, expedida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, notificada el día 4 de Febrero de 2016; y de los 
actos administrativos fictos o presuntos negativos de la Presidencia de la Republica – Ministerio de Justicia y del 
Derecho – Ministerio de Hacienda y Crédito Público – Departamento Administrativo de la Función Pública, provenientes del 
silencio de la Administración, que negaron los derechos reclamados por el actor en su derecho de petición del 18 de 
Diciembre de 2015. 
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Se contesta: 
 
Sea lo primero señalar que estamos en presencia de una reclamación de naturaleza laboral, 
como lo reconoce la accionante en su demanda al expresar: “formulo demanda de NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO de carácter laboral”, que tiene como extremos al 
empleado o ex empleado que hoy promueve la acción (Sra. OLINDA CORTES SANCHEZ), quien, 
de acuerdo a la Resolución No. 7151 del 31 de Diciembre de 2015, se desempeñaba6 en la 
Rama Judicial como Asistente Administrativo DEAJ 08, de una parte, y a su entidad empleadora 
(Rama Judicial), de la otra, autora igualmente del único acto administrativo expreso demandado 
en la presente causa (Res. 7151/15), sin que mi representada y demás entidades 
administrativas puedan ser válidamente vinculadas al proceso, en la medida que: i) no se 
demanda en el sublite la nulidad con efectos interpartes o la inaplicación del Decreto 610 de 
1998 (Bonificación por Compensación de Magistrados de Tribunal), sino su extensión del mismo 
a los empleados subalternos de la Rama Judicial; ii). El Gobierno Nacional no ha omitido el 
deber de reglamentación de la nivelación del parágrafo del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, en 
tanto que cumplió dicha obligación a través de los Decretos 51, 53 y 57 de 1993; iii). Mediante 
el Oficio No. 20154000061551 del 15 de abril de 2015, adjunto, a través del cual el Director de 
Desarrollo Organizacional del Departamento Administrativo de la Función Pública, Dr. José 
Fernando Berrio Berrío, dio respuesta a la consulta formulada por el abogado Carlos Ricardo 
Márquez Velazco, apoderado del actor en su momento Hoy fallecido a fecha de contestación 
según se indica, pese a que no se nombra o cita de manera directa dentro de la demanda, no 
puede ser tenido o enjuiciado como un acto administrativo ficto o presunto, pues la respuesta 
efectivamente se produjo con anterioridad a la fecha de presentación de la demanda inicial 
instaurada bajo el radicado 250002342000-2016-04546-00, que data del 26 de septiembre de 
2016, mientras que el proceso de la referencia, correspondiente al radicado No. 
25000234200020210079400, data del 24 de septiembre de 2021, y debió demandarse como 
acto expreso en aplicación de los artículos 162-2, 163 y 165 del CPACA y 88 del CGP que ordena 
individualizar con toda precisión los actos administrativos demandados y que las pretensiones no 
se excluyan entre sí, salvo que se propongan como principales y accesorias; iv). El precitado 
Oficio No. 20154000061551 del 15 de abril de 2015 tampoco puede ser tenido como un acto 
administrativo, pues no crea, modifica o extingue una situación jurídica en perjuicio de la 
accionante, en tanto que se limita a dar respuesta a una serie de interrogantes planteados por 
el apoderado judicial de la demandante, frente al tema de la aplicación del parágrafo del artículo 
14 de la Ley 4ª de 1992, siendo emitido en los términos del artículo 25 del C.C.A., sin que, en 
consecuencia, tengan carácter vinculante o de él pueda inferirse afectación de los derechos 
laborales de la actora, que, de acuerdo a las pruebas arrimadas con la demanda, continua 
vinculada a la Rama Judicial. Sin embargo, se observa que el momento en el cual debió 
demandar el acto administrativo que liquidaba sus salarios y prestaciones, por las razones que 
hoy tardíamente alega en su favor, debió ser dentro de los 4 meses siguientes a la 
comunicación del acto de liquidación, lo cual demuestra que en el  caso en estudio se encuentra 
configurada la excepción de caducidad, en tanto que, se repite, la demanda sólo fue presentada 
hasta el 24 de septiembre de 2021. 
 
En respaldo de lo anterior, conviene reseñar el siguiente aparte del Oficio No. 20154000061551 
del 15 de abril de 2015: 
 

“Finalmente, conviene aclarar que la competencia asignada al Departamento Administrativo de la Función 
Pública en los Decretos 194 de 2014 (art. 18) y 204 de 2014 (art. 20), para “conceptuar en materia salarial y 
prestacional”, guarda estricta relación con la interpretación general de aquellas expresiones de los decretos salariales que 
ofrezcan algún grado de dificultad en su comprensión e interpretación, sin que tal atribución comporte, de manera 
alguna, la definición de casos particulares que se presenten al interior de la Rama Judicial7; cuya resolución, 
como resulta apenas obvio, corresponde en todos los casos a la autoridad empleadora y nominadora. 
 
“El presente concepto se imparte en los términos establecidos del artículo 25 del Decreto 01 de 1984 
(inexequibilidad artículos que regulan el derecho de petición de la ley 1437 de 2011, Sentencia C-818/2011)” 

                                                 
6 Desde el 04/11/15 a fecha de presentación del Derecho de Petición  
7 Aserto que guarda plena armonía con las previsiones consagradas en el artículo 1° del Decreto 188 de 2004, que asigna exclusivamente a 

este Departamento Administrativo la competencia para formular políticas generales de Administración Pública, en materias relacionadas con 
Empleo Público, Organización Administrativa, Control Interno y Racionalización de Trámites de la Rama Ejecutiva del Poder Público. 
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Lo anterior se torna evidente si se advierte que el Departamento Administrativo de la Función 
Pública forma parte de la Rama Ejecutiva del Poder Público en el Nivel Central Nacional, y no ha 
sido jamás empleador de la señora MARGARITA ISABEL CALVO SANCHEZ, situación que 
obviamente lo inhabilita e imposibilita para atender la reliquidación salarial y prestacional por 
esta reclamada ante la Rama Judicial, en tanto que a la luz de las previsiones del artículo 113 
superior las distintas ramas tradicionales del poder público y los organismos de control 
colaboran armónicamente para la realización de los fines del Estado, pero son jurídica, 
administrativa y patrimonialmente independientes (Artículos 115, 117, 121, 206, 208 y 275 de la 
Carta Política).  
 
El anterior aserto guarda plena armonía con el principio de la especialización presupuestal, 
según el cual el órgano encargado de la distribución, aplicación y ejecución del presupuesto de 
la Rama Judicial es la misma Entidad, a través del Consejo Superior de la Judicatura – Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial, con exclusión de todas las demás. Ello es así, en cuanto el 
artículo 110 del Estatuto Orgánico del Presupuesto otorgó a los órganos públicos que son 
secciones presupuestales, y a los que tengan personería jurídica, la facultad de comprometer 
sus recursos y ordenar el gasto. De esta manera, los funcionarios competentes de la Rama 
Judicial tienen capacidad y ámbito de acción para la ejecución de las autorizaciones máximas de 
gastos apropiados en el presupuesto correspondiente y, de resultar pertinente, atender las 
resultas del proceso, por constituir el centro de imputación jurídica de las pretensiones de la 
parte actora.  
 
Además, no puede perderse de vista que el artículo 2.8.6.1.1 del Decreto único Reglamentario 
del Sector Hacienda y de Crédito Público, Decreto 1068 del 26 de mayo de 2015, dispone que, 
en tratándose de fallos judiciales de contenido laboral, el pago deberá atenderse en su totalidad 
con cargo al presupuesto de la entidad en que presta o prestó el servicio personal el servidor 
público beneficiario de la sentencia y/o conciliación.  
 
En consecuencia, al encontrarse plenamente establecido en la Resolución No. 7151 del 31 de 
Diciembre de 2015, hoy demandada, que la señora MARGARITA ISABEL CALVO SANCHEZ 
prestaba sus servicios personales en la Rama Judicial como Analista Administrativo DEAJ 08 
desde el 04/11/15 a la fecha de presentación del Derecho de Petición de fecha Diciembre 18 de 
2015, es esa Rama del Poder Público la única llamada atender el pago de los salarios y 
prestaciones de la accionante, pues de trasladarse esa obligación a otra Rama del Poder Público 
también tendría que trasladarse el presupuesto de la Rama Judicial, desquebrajando nuestro 
sistema presupuestal. 
 
Lo anterior se enfatiza en el hecho de que el Gobierno no omitió su deber de reglamentar e 
implementar el parágrafo del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, amén de que no encuentra viable 
ni jurídicamente procedente el extender el régimen de la bonificación por compensación del 
Decreto 610 de 1998 a los empleados subalternos de la Rama Judicial, o expedir un nuevo 
decreto de nivele el cargo de la accionante con efectos fiscales a partir del 1 de enero de 1999 o 
cuadruplique su salario, lo cual permite evidenciar la insustancialidad e impertinencia de la 
pretensión de nulidad deprecada por la señora MARGARITA ISABEL CALVO SANCHEZ, que, 
como las restantes, carece de todo fundamento. 
 
En cuanto a las pretensiones 2 a 4 del libelo relacionadas con los siguientes 
tópicos:  
 

 
2. Se declare la nulidad de los actos «administrativos FICTOS o PRESUNTOS NEGATIVOS de LA 

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA; EL MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO; EL MINISTERIO 
DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO y EL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCION 
PUBLICA provenientes del silencio de dichos entes de la administración nacional, por medio de los 
cuales se entienden NEGADOS a mi poderdante atrás mencionada, sus derechos. reclamados a 
través del derecho de petición presentado por el suscrito apoderado, debidamente radicado el 16 
de diciembre de 2015 en la Presidencia de la República, en el Ministerio de Hacienda y Crédito 
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Público y en el Departamento Administrativo de la Función Pública y el 22 de diciembre del mismo 
año en el Ministerio de Justicia y del Derecho.  
 

3. Que como consecuencia de las anteriores declaraciones, se ordene al alto Gobierno Nacional 
(Presidencia de la República; Ministerio de Justicia y del Derecho; Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público y Departamento Administrativo de la Función Pública y Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial) que revise e implemente conforme al Parágrafo del Art. 14, de la Ley 4% 
de 1992, el sistema de remuneración salarial de mi poderdante atrás puntualizado quien labora o 
ha laborado en la DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, decretándole la 
NIVELACION o RECFASIFICACION DE LOS EMPLEOS QUE HA DESEMPEÑADO en la Rama Judicial 
y que llegare a desempeñar en adelante hasta tanto se retire definitivamente de la Rama Judicial, 
atendiendo criterios de equidad, a la luz del derecho fundamental de igualdad que prevé el art. 13 
de la C.P., tal y conforme si lo hizo el Gobierno Nacional con algunos Funcionarios Judiciales 
(Magistrados de Tribunal y Fiscales Delegados ante Tribunal), a través del Decreto 610 de 1998, 
reconociéndoles para el año 1999 el 60%; para el año 2000 el 70%; y para el año 2001 y en 
adelante el 80%, de lo que por todo concepto salarial devengan los Magistrados de las Altas 
Cortes de Justicia. 
 

4. Que como consecuencia de la declaración anterior, se ORDENE al alto Gobierno Nacional (Presidencia 
de la República; Ministerio de Justicia y del Derecho, Ministerio de Hacienda y Crédito Público; 
Departamento Administrativo de la Función Pública y Consejo Superior de la Judicatura -Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial), que la NIVELACION o RECIASIFICACION de los empleos 
desempeñados por mi poderdante atrás puntualizado, se establezca con efectos fiscales a partir del 
12 de enero de 1999, en la misma forma y proporción anual sucesiva en que aumentaron los ingresos 
de los funcionarios Judiciales cobijados por el Decreto de nivelación salarial No. 610 de 1998, que fue 
expedido para nivelar o reclasificar solo a un pequeño grupo de servidores de la Rama Judicial, por 
primera y única vez, con carácter restrictivo por el Gobierno Nacional (Presidencia de la República, 
Ministerio de Justicia y del Derecho, Ministerio de Hacienda y Departamento Administrativo de la 
Función Pública) mediante el Decreto 610 de 1998, para lo cual se debe ordenar que aplicando el 
derecho de igualdad de que trata el art. 13 de la Constitución Política, se reconozca a mi poderdante 
atrás puntualizado un ajuste a sus ingresos laborales hasta la fecha de su retiro definitivo del. 
servicio, en un porcentaje igual, año por año, al que han recibido desde el 1% de enero de 1999, los 
Magistrados de Tribunal y demás beneficiarios del citado Decreto 610 de 1998. 

 
 

Se contesta: 
 
Para desvirtuar las pretensiones 2 a 4 de la demanda, basta reiterar, por razones de economía, 
las razones de defensa consignadas en el acápite anterior que evidencian que i). La nivelación y 
reclasificación de los empleos subalternos de la Rama Judicial ordenada en el parágrafo del 
artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 fue cumplida por el Gobierno Nacional a través de los Decretos 
51, 53 y 57 de 1993, es decir, hace más de 26 años; ii) Los Decretos 382, 383 y 384 de 2013, 
relativos a la bonificación judicial, no desarrollan la anotada nivelación, pese a ser un nuevo 
reconocimiento salarial, como lo fueron igualmente, los Decretos 3131 de 2005 (prima de 
actividad judicial), 2460 de 2006 (prima de productividad judicial), Decretos 3899. 3900. 39018y 
3902 (nuevos ajustes salariales), entre otros, pues fueron el resultado de un paro judicial 
adelantado en el año de 2012 por las organizaciones sindicales de empleados de la Rama 
Judicial y la Fiscalía General de la Nación; iii). La bonificación por compensación prevista en los 
Decretos 610 y 1239 de 1998 encuentra como únicos destinatarios a los Magistrados de Tribunal 
y sus equivalentes, no a los empleados subalternos de la Rama Judicial; iv). Que no es jurídica 
ni materialmente posible cuadruplicarle el salario al actor con retroactividad al 1 de enero de 
1999 y sin prescripciones o ascenderlo en otro empleo de la planta de personal de la Rama 
Judicial por virtud de lo dispuesto en el parágrafo del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, todo lo 
cual demuestra la improcedencia de tales pretensiones. 
 
 

En cuanto a las pretensiones 5 a 8 del libelo, referentes a: 
 
5. Que las sumas reconocidas como retroactivo producto del decreto de nivelación salarial o 

reclasificación de empleos, se actualicen o indexen a valor presente desde la fecha en que se 
hicieron exigibles (1 de enero de 1999). 

                                                 
8 Complementado con el Decreto 1251 de 2009 
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6. Se condena a las demandadas al pago de intereses en los términos del artículo 195 del 
CPACA. 

7. Se orden la actualización de las condenas en los términos del artículo 187 del CPACA. 
8. Se dé cumplimiento al fallo en los términos de los artículos 192 a 195 del CPACA 

 

Se contesta: 
 
Siendo improcedentes las declaraciones de nulidad y de restablecimiento reclamadas por la 
accionante, también los son las medidas relacionadas con los reconocimientos patrimoniales 
complementarios solicitados en el libelo. 

 
 

4. CONTESTACIÓN A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
 
Al Hecho No. 1°: Es cierto. 
 
A los Hechos Nos. 2° y 3°:  Al respecto, me atengo al texto original de la Ley 4ª de 1992. 
 
Al Hecho No. 4°: No es cierto. La nivelación ordenada en el parágrafo del artículo 14 de la Ley 
4ª de 1992 fue cumplida por el Gobierno nacional a través de los Decretos 51, 53 (FGN) y 57 
(RJ) de 2013. 
 
Al Hecho No. 5°: No es cierto. El Decreto 610 de 1998 encuentra como únicos destinatarios a 
los Magistrados de Tribunal y sus empleos equivalentes de la Fiscalía General de la Nación y la 
Procuraduría General de la Nación, es decir, no aplica al personal subalterno de la Rama Judicial 
ni puede servir de patrón para calcular las aspiraciones salariales de la accionante o de otros 
empleados de la Entidad que no se encuentren dentro de su universo de destinatarios. 
 
Al Hecho No. 6°: no es un hecho sino una apreciación jurídica equivocada de la accionante. 
Sin embargo, debe indicarse que no es cierto que la señora MARGARITA ISABEL CALVO 
SANCHEZ tenga derecho a una nueva nivelación o a que se le iguale su salario o los beneficios 
salariales con lo devengado por los Magistrados de Tribunal por concepto de bonificación judicial 
(Decreto 610 de 1998). 
 
Al Hecho No. 7°: Es cierto. Al respecto, debe reiterarse que dicha consulta fue contestada por 
el Director de Desarrollo Organizacional del Departamento Administrativo de la Función Pública, 
Dr. José Fernando Berrio Berrío, a través del Oficio (Concepto) No. 20154000061551 del 15 de 
abril de 2015, razón por la cual no puede jurídicamente dársele el tratamiento de acto ficto 
negativo, más aun cuando fue expedido con anterioridad a la presentación de la demanda y no 
es un acto administrativo, sino una opinión técnica sobre el tema consultado por el hoy 
apoderado del actor, más aún cuando no es pasible de control judicial. 
 
En respaldo de lo anterior, conviene reseñar el siguiente aparte del Oficio No. 20154000061551 
del 15 de abril de 2015: 
 

“Finalmente, conviene aclarar que la competencia asignada al Departamento Administrativo de la Función 
Pública en los Decretos 194 de 2014 (art. 18) y 204 de 2014 (art. 20), para “conceptuar en materia salarial y 
prestacional”, guarda estricta relación con la interpretación general de aquellas expresiones de los decretos salariales que 
ofrezcan algún grado de dificultad en su comprensión e interpretación, sin que tal atribución comporte, de manera 
alguna, la definición de casos particulares que se presenten al interior de la Rama Judicial9; cuya resolución, 
como resulta apenas obvio, corresponde en todos los casos a la autoridad empleadora y nominadora. 
 
“El presente concepto se imparte en los términos establecidos del artículo 25 del Decreto 01 de 1984 
(inexequibilidad artículos que regulan el derecho de petición de la ley 1437 de 2011, Sentencia C-818/2011)” 

 
Al Hecho No. 8°: Es parcialmente cierto. Al respecto, conviene reiterar que el Departamento 
Administrativo de la Función Pública si dio oportuna contestación a la consulta elevada por el 

                                                 
9 Aserto que guarda plena armonía con las previsiones consagradas en el artículo 1° del Decreto 188 de 2004, que asigna exclusivamente a 

este Departamento Administrativo la competencia para formular políticas generales de Administración Pública, en materias relacionadas con 
Empleo Público, Organización Administrativa, Control Interno y Racionalización de Trámites de la Rama Ejecutiva del Poder Público. 
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apoderado de la actora a través del Oficio (Concepto) No. 20154000061551 del 15 de abril de 
2015  
 
Al Hecho No. 9°: Es cierto, según se infiere del acta de audiencia allegada con el traslado. 
 
A los Hechos Nos. 10 a 13: No nos consta, en tanto no fuimos notificados de dicha demanda 
y, además, porque el auto de fecha 6 de marzo de 2019, no obra dentro del traslado allegado a 
mi representada. 
 
Al Hecho No. 14: No nos consta, me atengo lo que obre dentro del plenario. 
 
Al Hecho No. 15: Al parecer es cierto, sin embargo, me atengo lo que se demuestre dentro del 
plenario. 
 
 

5. OTRAS RAZONES DE DEFENSA 
 

5.1. En cuento a la nivelación salarial del parágrafo del artículo 14 de la 
Ley 4ª de 1992: 

 
En orden a desvirtuar los argumentos que sustentan los cargos de nulidad endilgados por el 
actor, es pertinente recordar que la nivelación salarial de la Rama Judicial y la Fiscalía 
General de la Nación prevista en el parágrafo del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 fue 
cumplida por el Gobierno Nacional con los Decretos 51, 53 y 57 de 1993, y no a través de 
los Decretos 382, 383 y 384 de 2013, que son, en realidad, el resultado de un nuevo paro 
judicial llevado a cabo por los servidores de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la 
Nación en el año de 2012 y, con ello, de una extensa negociación con los sindicatos del 
Sector Justicia, obrantes en actas, que dan respaldo a los actos acusados; sin que, en 
consecuencia, la bonificación judicial prevista en el artículo 1° de los Decretos 383, 383 y 384 
de 2013 pueda confundirse con la nivelación de la Ley 4 de 1992. Si bien ambos precedentes 
apuntan al mejoramiento salarial (nivelación) de los empleados de la Rama Judicial no pueden 
equipararse sus fuentes normativas, como equivocada lo hace el actor.    
 
Puntualizado lo anterior, se reitera que el Gobierno Nacional dio cumplimiento a la revisión y 
nivelación salarial ordenada en el parágrafo del artículo 14 de la ley 4 de 1992 a través de los 
Decretos 5310 (FGN) y 5711 (Rama Judicial) de 1993, lo cual puede ser fácilmente verificado en 
el texto de los precitados actos administrativos, en cuyo apoyo conviene traer a colación, a 
manera de ejemplo, los artículos 2°, 3° y 17 del Decreto 57 de 1993, que sobre el particular 
expresa lo siguiente: 
  

“Artículo 2o. Los servidores públicos vinculados a la Rama Judicial y a la Justicia Penal Militar podrán optar por una sola vez, 
antes del 28 de febrero de 1993, por el régimen salarial y prestacional establecido en el presente Decreto. Los servidores 
públicos que no opten por el régimen aquí establecido continuarán rigiéndose por lo dispuesto en las normas legales 
vigentes a la fecha.  
 
“Artículo 3o. A partir del 1o. de enero de 1993 la remuneración mensual de los empleos de la Rama Judicial y de la Justicia 
Penal Militar será la siguiente: (…)”. 
 
“Artículo 17. En desarrollo de lo dispuesto en el parágrafo del artículo 14 de la Ley 4 de 1992, los empleados de la Rama 
Judicial que no opten por el régimen establecido en el presente Decreto tendrán derecho a un incremento del dos punto 
cinco por ciento (2.5%) sobre la asignación básica mensual que tenían a 31 de diciembre de 1992, sin perjuicio de los 
incrementos decretados por el Gobierno para el año 1993...”.  

 

Sobre el estricto acatamiento del parágrafo del artículo 14 de la ley 4 de 1992 por parte del 
Gobierno Nacional, también se ha pronunciado de manera reiterada la jurisprudencia nacional, 
en cuyo apoyo conviene traer a colación el siguiente aparte de la Sentencia del 1° de agosto de 

                                                 
10  “Por el cual se dictan normas sobre el régimen salarial y prestacional para los servidores públicos de la Fiscalía General de la Nación y se 
dictan otras disposiciones” 
11   “Por el cual se dictan normas sobre el régimen salarial y prestacional para los servidores públicos de la rama judicial y de la justicia penal 
militar y se dictan otras disposiciones.” 
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2008, dictada por el H. Consejo Seccional de la Judicatura del Tolima, C.P. Dr. Francisco Julio 
Taborda Ocampo, que expresa: 
 

“Resulta claro que el Gobierno Nacional (…) expidió los decretos 53 y 57 de 1993, dando cumplimiento al artículo 14 de la 
Ley 4 de 1992, tendiente a fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía 
General de la Nación. De esa manera, (…) el Gobierno Nacional estaba dando cumplimiento con los expreso mandatos cuyo 
incumplimiento denuncia el accionante...”.  

 
En el mismo sentido, el H. Tribunal Administrativo de Nariño, Conjuez Ponente Dr. Efraín A. Bermúdez 
Mora, en Sentencia del 28 de julio de 2008, Expediente No. 2008-00097-00, expresó: 
 

” …Posteriormente, el Gobierno Nacional en uso de las facultades consagradas en el artículo 14 de la citada Ley 4 de 1992, 
expidió el Decreto 57 de 1993, “Por el cual se dictan normas sobre el régimen salarial y prestacional para los servidores 
públicos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar y se dictan otras disposiciones. Esta norma según se deduce de 
su contenido, fue consecuencia directa de la orden contenida en el parágrafo del artículo 14 de la Ley 4ª de 
1992…”. 
 
“Como se puede apreciar con meridiana claridad, el Gobierno Nacional desde el año de 1993 le dio cumplimiento a 
la orden impuesta por el legislador en el parágrafo del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 a través del Decreto 57 de 
1993 y, en consecuencia, no habría lugar a ordenar cumplir con algo que ya se hizo…”. 

 
En el mismo sentido, la Honorable Corte Constitucional en la Sentencia T-679 de 2003, M.P. Dr. 
Manuel José Cepeda Espinosa, expresó: 

 
“Con el cambio constitucional de 1991 y la creación de la Fiscalía General de la Nación, el Legislador estableció las reglas 
generales que debía tener en cuenta el gobierno al diseñar los distintos regímenes salariales para los funcionarios públicos. 
En desarrollo de la Ley 4ª de 1992 el Gobierno Nacional fijó el régimen salarial y prestacional de los empleados 
públicos -entre ellos los servidores públicos de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación- bajo un 
esquema de regímenes especiales, cuya constitucionalidad ya ha sido aceptada por esta Corte…”. 

 
Si bien la nivelación salarial ordenada en el parágrafo del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 no 
estaba sujeta a ningún referente porcentual para la nivelación y ajuste de las asignaciones 
salariales de los funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la 
Nación, lo cierto es que el Gobierno Nacional, al dictar en el año 1993 los decretos que 
desarrollaron dicha disposición, al tiempo de unificar el salario de todos los empleados de la 
Rama Judicial y la FGN de las distintas jurisdicciones del territorio nacional12, otorgó incrementos 
que superaron en muchos casos el 100% del salario que devengaban tales servidores en el año 
inmediatamente anterior13 (régimen ordinario), y en otros casos los incrementos alcanzaron cifras 
iguales o superiores (régimen optativo).  
 
El Decreto 57 de 1993 en materia salarial presenta una variación sustancial frente al régimen 
salarial anterior pues, a efectos de dar tratamiento salarial igualitario y equitativo, opta por 
identificar empleos y su correspondiente remuneración mensual por categorías de despacho 
judiciales. Así determinado el nuevo régimen de nomenclatura y salarios se da desarrollo a la 
nivelación o reclasificación atendiendo criterios de equidad funcional, pues se tiene que empleos 
de igual denominación, naturaleza de funciones, complejidad y ubicación funcional tienen 
idéntico tratamiento salarial. 
 
Como puede observarse con la creación de los regímenes salariales antiguo y optativo se 
eliminaron las dispersiones de ingreso salarial mensual preexistentes en estos organismos al 
amparo del anterior régimen; nivelando así las remuneraciones mensuales correspondientes a 
empleos de igual naturaleza y complejidad funcional.  
 
 
5.2.  Reseña de la negociación que dio origen a la bonificación judicial de los 

Decretos 382, 383 y 384 de 2013 
 
En orden a contextualizar las acciones que dieron origen a la expedición de los decretos 383 
(Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar), 382 (Fiscalía General de la Nación) y 384 de 2013 
(Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y las Direcciones Seccionales de la Rama Judicial), 
relativos a la consagración de la bonificación judicial, conviene recordar que en el año 2012, a 

                                                 
12 Que con anterioridad eran materialmente disímiles. 
13 1992. 
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raíz de un nuevo cese de actividades convocado por ASONAL JUDICIAL, el Gobierno Nacional y 
los representantes de los funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de 
la Nación, suscribieron el 6 de noviembre del mismo año un Acta de Acuerdo en el que se decidió 
conformar una Mesa Técnica Paritaria con el fin de revisar la remuneración de los servidores de 
la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, no porque no se hubiera cumplido la 
nivelación ordenada en el parágrafo del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, pues es claro que esta 
se cumplió integralmente con la expedición de los Decretos 51, 53 y 57 de 1993, sino porque la 
parálisis de la justicia en todo el territorio nacional así lo exigió, a efecto de conjurar el 
prolongado paro judicial, para lo cual se dispuso la asignación de recursos presupuestales 
adicionales en cuantía de un billón doscientos veinte mil millones ($1.220.000.000.000) M/Cte., 
como cifra total (techo) que sería distribuida en las vigencias fiscales del 2013 al 2018, lo cual dio 
lugar a una negociación formal sobre la base de unas propuestas de nivelación que para el efecto 
presentaron las autoridades y los servidores públicos de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 
de la Nación, es decir, que no tuvieron origen en el Gobierno, las cuales fueron integral y 
ampliamente debatidas por las distintas asociaciones sindicales de la Rama Judicial y de la 
Fiscalía General de la Nación, como de lo demuestran las más de 23 actas de las reuniones de 
negociación celebradas, dando lugar finalmente a la expedición de los Decretos 382, 383 y 384 
del 6 de marzo de 2013, que, se repite, son fruto de las negociaciones y de los acuerdos 
alcanzados con los representantes de ACOL CTI, ASONAL JUDICIAL, SINTRAFISGENERAL y 
demás asociaciones de empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación. 
 
Es más, los propios funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la 
Nación designados para participar en la referida negociación, destacaron en el Acta de Acuerdo 
del 6 de Noviembre de 2012, continuada mediante el Acta No. 25 del 8 de enero de 2013, que la 
distribución realizada en los Decretos 382, 383  y 384  de 2013 garantizó los criterios de equidad, 
gradualidad y proporcionalidad de los ingresos totales de sus respectivos servidores, así como la 
jerarquía y complejidad funcional de los empleos. 
 
Con la expedición de los Decretos 382, 383 y 384 del 6 de marzo de 2013 se atiende, una vez 
más, la reducción de las brechas horizontales y verticales que se presentaron en los ingresos de 
los empleados y funcionarios de las entidades en cuestión, especialmente del personal 
perteneciente al régimen de los acogidos, causadas por modificaciones posteriores a la nivelación 
de 1993, modificaciones que obviamente atienden el marco general de la política 
macroeconómica y fiscal, así como la racionalización de los recursos públicos y su disponibilidad, 
esto es, las limitaciones presupuestales de cada entidad y organismo.  
 
Así las cosas, la bonificación judicial establecida en los Decretos 382, 383 y 384 responde a un 
proceso de negociación adelantado y concluido con los representantes de las agremiaciones 
sindicales de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, quienes estuvieron de 
acuerdo con su naturaleza de factor salarial únicamente para la “base de cotización al sistema 
general de pensiones y al sistema general de seguridad social en salud”, como lo ratifica el 
Acuerdo del 6 de noviembre de 2012 y el Acta No. 25 del 8 de enero de 2013, suscrito por los 
representantes de ACOL CTI, ASONAL JUDICIAL, SINTRAFISGENERAL, Ministerio del Trabajo, 
Ministerio de Justicia y del Derecho, Fiscalía General de la Nación, Consejo Superior de la 
Judicatura, Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Departamento Administrativo de la 
Función Pública. 
 
Dentro de este contexto, y teniendo en cuenta que la bonificación judicial es un 
reconocimiento convencional y adicional al concedido a los demás empleados del Estado; pues 
mientras a los funcionarios de la Rama Judicial, de la Fiscalía General de la Nación y de la 
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y las Direcciones Seccionales de la Rama Judicial 
les es pagado este beneficio de manera exclusiva y agregada en los términos de los Decretos 
382, 383 y 384 de 2013, que se suma al incremento de la asignación básica mensual que 
todos los años decreta el Gobierno para estos y los demás empleados estatales nacionales, 
que, ciertamente, en la generalidad de los casos, es superior al IPC del año inmediatamente 
anterior, y se paga con retroactividad al 1° de enero, mal puede pretenderse adicionalmente 
que dicho beneficio tenga plenos efectos prestacionales. 
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De otra parte, conviene recordar que, a los funcionarios y empleados de la Fiscalía General de la 
Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, se les han asignado beneficios salariales 
complementarios, muy por encima de los señalados para los demás servidores públicos, de lo 
cual dan cuenta, a manera de ejemplo, no solo los Decretos 382, 383 y 384, sino los siguientes: 
 

 En el año 2005, a través del Decreto 3131, el Gobierno Nacional otorgó una prima, de 
actividad judicial para los jueces, fiscales y los Procuradores Delegados ante éstos, que 
significó un incremento de sus ingresos del veintidós por ciento (22%) y un costo anual 
para el Estado de 80 mil millones. Prima de actividad judicial que viene reconociendo 
desde el año 2005 a estos servidores y con pago efectivo en los meses de junio y de 
diciembre. 
 

 En el año 2006, el ejecutivo expidió el decreto 2460 que estableció una prima de 
productividad judicial para el resto de los servidores de la Rama Judicial y de la Fiscalía 
General de la Nación (Secretarios, escribientes, trabajadores administrativos, etc.) la cual 
significó un incremento en sus ingresos del cuatro punto dos por ciento (4.2%), adicional 
al incremento del IPC, con un costo anual de 45 mil millones. Prima de productividad 
judicial que equivale a 15 días de la asignación básica señalada para el respectivo 
empleo del servidor y se paga en el me de diciembre de cada año.  
 

 Para el año 2008, con ocasión del paro promovido por ASONAL JUDICIAL. El Gobierno 
Nacional expidió los Decretos 3899. 3900. 390114y 3902, mediante los cuales se 
efectuaron nuevos ajustes al sistema de remuneración de los empleados y funcionarios 
de la Rama Judicial y la Fiscalía General de la Nación; situación que evidencia un 
esfuerzo adicional del Gobierno para mejorar los ingresos de dichos servidores. 
 

 Así mismo, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 4788 de diciembre 19 de 2008, el 
cual crea para los Secretarios de Tribunal Superior Militar, Relator, Auxiliares Judiciales, 
Oficial Mayor, Escribientes y Secretarios de Juzgados de Instrucción Penal Militar, 
Fiscalías Penales Militares y Juzgados de Instancia de la Justicia penal Militar, una prima 
anual para mejorar la productividad, la cual constituirá factor salarial para liquidar las 
prestaciones sociales. 

 
Como puede observarse, a pesar de las restricciones presupuestales que tiene el Estado 
colombiano, el Gobierno Nacional ha tomado distintas y costosas medidas para mejorar los 
ingresos de todos los funcionarios y empleados de la Rama Judicial y Fiscalía General de la 
Nación, bien aquellos que pertenecen al régimen ordinario como los regulados por el régimen 
optativo. 
 
 

6. EXCEPCIONES: 
 
Me permito proponer, como tales, las siguientes: 
 
6.1. Indebida representación de la Nación, falta de legitimación en la causa 

por pasiva del DAFP e inepta demanda: 
 
Considerando que la representación procesal de la Rama Judicial se encuentra asignada 
expresamente, por el artículo 99 de la ley 270 de 1996, al Director Ejecutivo de Administración 
Judicial15, no hay ninguna razón válida ni suficiente para la vinculación procesal del DAFP, lo 
cual resulta evidente si se observa que en el sublite se demandan reconocimientos salariales y 
prestacionales que no tienen fundamento en la ley ni en acto administrativo salarial ninguno 
expedido por el Ejecutivo Nacional16, ni responden a una omisión real atribuible al Presidente de 
la República, a los Ministros de Justicia y del Derecho o Hacienda y Crédito Público o al Director 

                                                 
14 Complementado con el Decreto 1251 de 2009 
15 Con las salvedades introducidas en el Acto Legislativo 02 de 2015. 
16 Es más no se demanda la nulidad o inaplicación de un decreto salarial. 
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del DAP, quienes por el contrario, y como quedó documentado, cumplieron desde el año de 
1993 con la nivelación salarial del parágrafo del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 a través de los 
Decretos 51, 53 y 57. 
 
Lo anterior se enfatiza en el hecho que el supuesto “acto ficto presunto negativo demandado, 
atribuido al DAFP, corresponde, en realidad, al Oficio No. 20154000061551 del 15 de abril de 
2015, a través del cual el Director de Desarrollo Organizacional del Departamento Administrativo 
de la Función Pública17 dio respuesta a la consulta formulada por el abogado Carlos Ricardo 
Márquez Velazco, -apoderado del actor en su momento Hoy fallecido a fecha de contestación 
según se indica -, destacando lo siguiente: 
 

“Finalmente, conviene aclarar que la competencia asignada al Departamento Administrativo de la Función 
Pública en los Decretos 194 de 2014 (art. 18) y 204 de 2014 (art. 20), para “conceptuar en materia salarial y 
prestacional”, guarda estricta relación con la interpretación general de aquellas expresiones de los decretos salariales que 
ofrezcan algún grado de dificultad en su comprensión e interpretación, sin que tal atribución comporte, de manera 
alguna, la definición de casos particulares que se presenten al interior de la Rama Judicial18; cuya resolución, 
como resulta apenas obvio, corresponde en todos los casos a la autoridad empleadora y nominadora. 
 
“El presente concepto se imparte en los términos establecidos del artículo 25 del Decreto 01 de 1984 
(inexequibilidad artículos que regulan el derecho de petición de la ley 1437 de 2011, Sentencia C-818/2011)” 

 
Lo cual demuestra que el Oficio DAFP No. 20154000061551 del 15 de abril de 2015 no es un 
acto administrativo que cree, modifique o extinga un derecho del actor, sino, en realidad, un 
simple concepto técnico que atiende una consulta formulada por el apoderado del actor, siendo 
emitido en desarrollo del artículo 25 del C.C.A. (hoy art. 28 CPACA), es decir, que no tiene 
carácter vinculante y que, además, fue comunicado al apoderado de la señora MARGARITA 
ISABEL CALVO SANCHEZ con anterioridad a la fecha en que fue instaurada la demanda, 
restándole, entonces, el carácter de ficto o presunto negativo que allí se le atribuye, lo cual 
demuestra no solo la configuración de la excepción de inepta demanda en lo respecta al DAFP, 
por indebida individualización del Oficio demandado (artículos 162-2, 163 y 165 del CPACA y 88 
del CGP), sino también la falta de legitimación en la causa del DAFP para intervenir en el 
presente proceso, en tanto que no es la entidad llamada a explicar la legalidad de la Resolución 
No. 7151 del 31 de Diciembre de 2015, expedida por la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial, y notificada el  día 4 de Febrero de 2016, o atender las resultas 
del proceso. 
 
De otra parte, no puede perderse de vista que el artículo 2.8.6.1.1 del Decreto único 
Reglamentario del Sector Hacienda y de Crédito Público, Decreto 1068 del 26 de mayo de 2015, 
dispone que, en tratándose de fallos judiciales de contenido laboral, el pago deberá atenderse 
en su totalidad con cargo al presupuesto de la entidad en que presta o prestó el servicio 
personal el servidor público beneficiario de la sentencia y/o conciliación.  
 
6.2. Caducidad: 
 
Que se propone en beneficio del DAFP, teniendo en cuenta que transcurrió un lapso mayor a los 
cuatro (4) meses entre la fecha de expedición de la Resolución 7151 del 31 de Diciembre 
de 2015 y notificada el día 4 de Febrero de 2016 y la de presentación de la demanda inicial 
instaurada bajo el radicado 250002342000-2016-04546-00, que data del 26 de septiembre de 
2016, mientras que el correspondiente al radicado No. 25000-23-42-000-2021-00794-00, 
data del 24 de septiembre de 2021 (arts. 85 y 136-2 del C.C.A. y 138 y 164 de la Ley 1437 
de 2011). 
 
6.3. Inexistencia del derecho reclamado: 
 
Teniendo en cuenta que: i). La nivelación y reclasificación de los empleos subalternos de la 
Rama Judicial ordenada en el parágrafo del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 fue cumplida por el 

                                                 
17 Dr. José Fernando Berrio Berrío. 
18 Aserto que guarda plena armonía con las previsiones consagradas en el artículo 1° del Decreto 188 de 2004, que asigna exclusivamente a 

este Departamento Administrativo la competencia para formular políticas generales de Administración Pública, en materias relacionadas con 
Empleo Público, Organización Administrativa, Control Interno y Racionalización de Trámites de la Rama Ejecutiva del Poder Público. 
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Gobierno Nacional a través de los Decretos 51, 53 y 57 de 1993; ii) Los Decretos 382, 383 y 
384 de 2013, relativos a la bonificación judicial, no desarrollan la anotada nivelación, pese a ser 
un nuevo reconocimiento salarial; iii). La bonificación por compensación prevista en los 
Decretos 610 y 1239 de 1998 encuentra como únicos destinatarios a los Magistrados de Tribunal 
y sus equivalentes, no a los empleados subalternos de la Rama Judicial; iv). Que no es jurídica 
ni materialmente posible cuadruplicarle el salario al actor con retroactividad al 1 de enero de 
1999, es claro que esta excepción está llamada a prosperar y respetuosamente solicito sea 
decretada en desarrollo de la audiencia inicial del artículo 18º del CPACA. 
 
6.4. Inexistencia de un perjuicio indemnizable: 
 
La acción que ahora nos ocupa se estructura en un perjuicio inexistente y, por tanto, no 
indemnizable, pues para que un daño sea reparable tiene que ser cierto, real y cuantificable, 
situación que no se configura ni acreditada en el plenario, en tanto que la nivelación salarial ya 
fue cumplida por el Gobierno nacional a través de los Decretos 51, 53 y 57 del 1993.  
 
6.5. Excepción genérica: 
 
Por lo demás, solicito se declaren probadas las demás excepciones que aparezcan acreditadas 
en el expediente. 
 
 

7. PETICIÓN 
 
Con fundamento en lo anterior, respetuosamente solicito al Honorable Tribunal Administrativo 
de Cundinamarca, Sección Segunda, Sala Transitoria, NEGAR LAS SUPLICAS de la demanda 
promovida por la señora MARGARITA ISABEL CALVO SANCHEZ. 
 
De igual forma, solicito al Despacho sean declaradas las excepciones anteriormente propuestas. 
 

 
8. ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS 

 
Solicito sean tenido como tales las siguientes: 
 

1. Oficio No. 20154000061551 del 15 de abril de 2015, a través del cual el Director de 
Desarrollo Organizacional del Departamento Administrativo de la Función Pública, Dr. 
José Fernando Berrio Berrío, dio respuesta a la consulta formulada por el abogado Carlos 
Ricardo Márquez Velazco, 10 folios. 

2. Guía de transporte del anterior Oficio, 1 folio.  
  

9. NOTIFICACIONES 
 
El Departamento Administrativo de la Función Pública y el suscrito apoderado judicial las 
recibiremos en la Secretaría de esa Honorable Corporación y en la Carrera 6  No. 12 - 62 de la 
ciudad de Bogotá D.C., dirección electrónica: notificacionesjudiciales@funcionpublica.gov.co.    
 
 

10.    ANEXOS 
  

1) Original del Poder Especial para actuar, 1 folio. 
2) Original de la Sustitución del Poder a mi nombre, debidamente diligenciado, 1 folio. 
3) Copia del Decreto 1729 del 23 de agosto de 2022, emitido por el Señor Presidente de la 

República, por el cual se nombra al doctor César Augusto Manrique Soacha como 
Director del Departamento Administrativo de la Función Pública, 1 folio. 
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4) Copia del Acta de posesión No. 031 del 24 de agosto de 2022, correspondiente a la 
anterior designación, 1 folio. 

5) Antecedentes administrativos anunciados 
 

Con toda consideración,  
 
Cordialmente,  
 
 
 
 
ADRIANA MARCELA ORTEGA MORENO 
C.C. No. 1.013.607.950 de Bogotá 
T.P.  No.  273.576 del C.S. de la J. 
 
11603.38.4 



 

 

 
 
 
 
 

 

4.1.0.1.  Grupo de Representación Judicial 
 
 
 
 
 
 
Doctor 
CARLOS ENRIQUE BERROCAL MORA 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda – Sala Transitoria – 
Subsección D 
Correo Electrónico: rmemorialessec02sdtadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Bogotá  
 
 

Radicado entrada 1-2022-061490 
No. Expediente 7646/2022/RCO 

 
 
M. de Control: Nulidad y Restablecimiento de Derecho 
Radicado:  25000234200020210079400 
Demandante: Margarita Isabel Calvo Sánchez 
Demandado: Nación – Rama Judicial, Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito 

Publico y otros.  
 
 
 
JUAN JOSÉ MARTÍNEZ GUERRA, mayor de edad, domiciliado en la ciudad de Bogotá 
D.C., identificado con la cédula de ciudadanía número 1.015.399.363 de Bogotá D.C., 
portador de la tarjeta profesional número 216.980 del Consejo Superior de la Judicatura, 
obrando en mi condición de apoderado judicial de la NACIÓN – MINISTERIO DE 
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO PUBLICO mediante poder especial que se adjunta 
con el presente escrito y expresamente se acepta, solicito de manera respetuosa me sea 
reconocida personería, y en el mismo sentido manifiesto a usted que encontrándose 
vigente la oportunidad procesal, procedo a CONTESTAR LA DEMANDA DE NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, dentro del proceso de la referencia, en los 
siguientes términos: 
 
1.- PRONUNCIAMIENTO EXPRESO SOBRE LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
 
Sobre los hechos citados en la demanda formalmente me permito señalar lo siguiente: 
 
El Ministerio de Hacienda no tiene competencias legales para realizar pagos o liquidar la 
nómina de la Rama Judicial, pues, no es el responsable de la emisión de los actos 
administrativos demandados. 
 
Por la misma razón, desconocemos la situación fáctica en la que se encuentra la parte 
actora, si es o no trabajadora de la Rama Judicial, su cargo o fecha de ingreso, lo mismo 
que el monto de su salario, la periodicidad de los pagos, o las reclamaciones que haya 
hecho a su empleador y las respuestas que haya recibido. 
 
Lo único que nos consta es la expedición del Decreto 0383 de 2013 al que hace 
referencia. Sin embargo, observamos que la parte actora plantea en los hechos de la 
demanda interpretaciones particulares de esa y otras normas. Nosotros nos atenemos a 
su tenor literal. 

Radicado: 2-2022-041472

Bogotá D.C., 15 de septiembre de 2022 14:01
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2.- PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 
Este Ministerio se opone a todas y cada una de las pretensiones de la demanda, teniendo 
en cuenta que no ha transgredido las disposiciones citadas por el apoderado de la 
demandante, en razón a que no existe, ni existió, vinculo jurídico alguno, legal, 
reglamentario, contractual o laboral con el accionante. Igualmente, la cartera que 
represento no tiene el deber legal de reconocer ni pagar las presuntas prestaciones 
sociales reclamadas que se encuentran a cargo de la Rama Judicial, representada por la 
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. 
 
Los actos administrativos controvertidos no fueron expedidos por el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público y la controversia planteada en esta ocasión obedece a una 
situación fáctica y jurídica que tiene el demandante con la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial y con la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial, 
las cuales son dependencias del Consejo Superior de la Judicatura y en ningún momento 
hay participación (activa u omisiva) del Ministerio de Hacienda y Crédito Público en los 
supuestos de hecho y de derecho que se señalan. 
 
Es imperante señalar, que el proceso de la referencia puede ser resuelto de fondo sin la 
comparecencia del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, toda vez que esta cartera 
no profirió los actos administrativos particulares demandados y por tanto, no puede 
resistir las pretensiones de la demanda o tomar u ordenar medida alguna para restablecer 
el derecho subjetivo que se dice violado por el actor, aunado a que la Rama Judicial como 
órgano que conforma una partida del presupuesto tiene presupuesto propio y suficiente 
para atender las sentencias que se susciten en su contra y/o a atender sus obligaciones. 
 
Al efecto, es de señalar que el Tribunal Administrativo de Antioquia mediante auto del 21 
de septiembre de 2017 resolvió un recurso de apelación contra una providencia que había 
vinculado al Ministerio de Hacienda y Crédito Público en un proceso en el que se 
estudiaba situaciones fácticas y jurídicas similares a las planteadas en este juicio. 
Proceso No. 2017-00177, demandante: Juan Camilo Gutiérrez Bermúdez. 
 
En el auto aludido, se dispuso, revocar el proveído de vinculación apelado, y ordenó la 
desvinculación del Ministerio de Hacienda y Crédito Público de dicho proceso, 
argumentando al efecto lo siguiente: 
 

«(…) tratándose de la nulidad y restablecimiento del derecho en contra de 
unos actos administrativos expedidos por la NACIÓN – RAMA JUDICIAL – 
CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, es esta entidad la llamada a 
resistir la pretensiones de la demanda y; en caso de prosperar la pretensión 
de nulidad, habrá que determinarse si la entidad demandada es la obligada o 
no al reconocimiento y pago de las prestaciones, decisión de fondo para la 
cual no es necesaria la presencia de la Nación – Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público o de cualquier otro ente estatal. 
 
Por lo que se concluye que en el asunto objeto de estudio no se configuran 
los supuestos exigidos para el caso del litisconsorcio necesario, dado que la 
relación entre la Nación – Consejo Superior de la Judicatura y la Nación – 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público no afecta la decisión de fondo que 
se tome en el presente asunto. 
 
Conforme a lo anterior, se revocará el auto proferido el 17 de abril de 2017 
por el Juzgado Doce Administrativo del circuito de Medellín, en cuanto dispuso 

 n
Y

l3
 4

d
0

n
 Y

W
K

U
 h

o
o

B
 1

+
v
O

 w
c
P

t 
b

Q
w

=

V
a

lid
a

r 
d

o
c
u

m
e

n
to

 f
ir
m

a
d

o
 d

ig
it
a

lm
e

n
te

 e
n

: 
h

tt
p

:/
/s

e
d

e
e

le
c
tr

o
n

ic
a

.m
in

h
a

c
ie

n
d

a
.g

o
v
.c

o



 

 
Continuación oficio    Página 3 de 23 

 
 
 
 
 

vincular al proceso como litisconsorte necesario a la Nación – Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, en consecuencia, se ordenará desvincularlo del 
proceso.» 
 

Razón que evidencia que en esta clase de procesos no se configuran los elementos 
necesarios para tener como legitimado a este Ministerio, ya que – como lo señaló el 
Tribunal Administrativo de Antioquia- «(…) tratándose de la nulidad y restablecimiento del 
derecho en contra de unos actos administrativos expedidos por la NACIÓN – RAMA 
JUDICIAL – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, es esta entidad la llamada a 
resistir la pretensiones de la demanda y; en caso de prosperar la pretensión de nulidad, 
habrá que determinarse si la entidad demandada es la obligada o no al reconocimiento y 
pago de las prestaciones, decisión de fondo para la cual no es necesaria la presencia de 
la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público o de cualquier otro ente estatal.» 
 
Razón por la cual, desde esta parte previa de esta contestación se solicita a su H. 
Despacho se DESVINCULE a la Cartera Hacienda por resultar inocua su presencia en el 
plenario, pues, es de señalar que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público carece de 
legitimación material en la causa por pasiva para responder por presuntas obligaciones 
laborales derivadas por los servicios prestados por empleados vinculados a otra entidad. 
 
Así mismo, vale la pena recalcar que el medio de control incoado es el de nulidad y 
restablecimiento del derecho contra unos actos administrativos particulares expedidos 
por NACIÓN – RAMA JUDICIAL – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, a través 
de sus dependencias, los cuales resolvieron una situación jurídica concreta del 
accionante, hecho que limita al juez a pronunciarse únicamente frente al problema 
jurídico que se deriva de la demanda. Tal situación impide que el a quo extienda su 
análisis frente a aspectos que no fueron objeto de debate. 
 
En el presente caso, el Juez debe ceñirse al estudio de la legalidad de los actos 
administrativos demandados y no hacer un ejercicio de control judicial frente al régimen 
general salarial de los empleados de la Rama Judicial, pues dicha situación desbordaría 
sus competencias, en tanto que el órgano facultado para hacer este tipo de exámenes 
sería el Consejo de Estado a través del medio de control de simple nulidad contra los 
Decretos que se refieren al aludido régimen. 
 
3- FUNDAMENTOS Y RAZONES DE LA DEFENSA. 
 
3.1.- PROCESO PRESUPUESTAL COLOMBIANO - APROBACIÓN Y LIQUIDACIÓN 
DEL PRESUPUESTO 
 
En lo que respecta al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, es importante supeditar 
la controversia a lo establecido en el Estatuto Orgánico del Presupuesto, en lo que tiene 
que ver con el trámite de aprobación del presupuesto. 
 
Es importante aclarar que en la fase de programación o preparación del presupuesto 
general de la Nación el Ministerio de Hacienda y Crédito Público realiza los cálculos 
presupuestales de rentas, ingresos corrientes, contribuciones parafiscales y los recursos 
de capital y consolidación del presupuesto de los gastos de funcionamiento, el servicio 
de deuda e inversión, y Consolida el presupuesto. 
 
Para calcular los gastos de funcionamiento el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
recurre a todos los organismos que conforman el presupuesto. En cada entidad 
gubernamental existe una Oficina encargada de la preparación del presupuesto de la 
vigencia fiscal siguiente. 
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Entre el 1° de enero y el 13 de marzo la Oficina de Planeación de cada entidad calcula el 
anteproyecto de presupuesto, según las directrices que emite el Ministerio a través de la 
Dirección General del Presupuesto Nacional. Antes del 15 de marzo dichas oficinas lo 
remiten al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y este a su vez, a más tardar en la 
primera semana de abril presenta un anteproyecto del Presupuesto General de la Nación 
al Congreso de la República. 
 
Una vez, se tienen el anteproyecto se verifican y ajustan partidas con la participación de 
las entidades y se acopla el monto global con las metas macroeconómicas. Finalmente 
se obtiene el presupuesto definitivo de la siguiente vigencia fiscal de acuerdo a los 
principios presupuestales.1 
 
Aprobado el Plan Operativo Anual de Inversiones, definido el presupuesto de inversión, 
determinado el servicio de la deuda pública y calculado el gasto de funcionamiento 
definitivo, la DGPN tiene el proyecto de presupuesto de la siguiente vigencia. Aquí 
termina la fase de programación e inicia la fase de presentación del proyecto al Congreso. 
 
La Dirección General del Presupuesto Público de la Nación consolida la información 
relacionada con el Presupuesto General de la Nación y prepara el texto del proyecto de 
ley que el Gobierno Nacional, por conducto del Ministro de Hacienda y Crédito Público, 
presenta a consideración del Congreso de la República durante los primeros 10 días de 
las sesiones ordinarias, esto es, a más tardar el 29 de julio de cada vigencia, de acuerdo 
con las competencias que la Constitución y el Estatuto Orgánico de Presupuesto le han 
asignado, clasificado como lo ordena la norma. 
 
El Congreso de la República no puede aumentar los montos del presupuesto de rentas y 
recursos de capital que presenta el gobierno sin su concepto previo y favorable, pero si 
puede eliminar o reducir las partidas de gastos propuestos por el Gobierno excepto las 
correspondientes al servicio de la deuda pública. 
 
En síntesis, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en coordinación con el 
Departamento Nacional de Planeación, prepara el proyecto del Presupuesto, para la 
aprobación del Congreso de la Republica. Una vez publicada la Ley de Presupuesto le 
corresponde a la Cartera de Hacienda administrar el presupuesto aprobado para cada 
anualidad, pero cada órgano de la administración autónomamente gasta en 
funcionamiento e inversión, según las apropiaciones asignadas. 
 
Una vez expedida la Ley de Presupuesto el gobierno tiene plazo hasta el 31 de diciembre 
para expedir el Decreto de Liquidación del presupuesto. Esta etapa consiste en tomar el 
proyecto de presupuesto que presentó a consideración del Congreso e insertar las 
modificaciones que éste le hizo y aprobó, y expedirle a cada entidad el presupuesto 
aprobado para la vigencia fiscal siguiente. 
 
• FASE DE EJECUCIÓN DEL PRESUPUESTO 
 
                                                 
1 Planificación  
2 Anualidad 
3 Universalidad  
4 Unidad de Caja 
5. Programación Integral 
6. Especialización 
7. Inembargabiloidad 
8. Coherencia Macroeconómica 
9. Homeostasis presupuestal 
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A partir del primero de enero de cada año inicia el año fiscal y el Gobierno procede a 
ejecutar el presupuesto aprobado. La ejecución del gasto se hace de acuerdo al 
Programa Anual Mensualizado de Caja PAC, instrumento financiero que establece la 
suma máxima de fondos líquidos de que disponen las entidades para cada uno de los 
meses del año, por lo tanto, estas tienen que sujetar sus pagos al monto previamente 
definido. Cualquier modificación del PAC lo debe aprobar la Dirección de Crédito Público 
y del Tesoro Nacional de acuerdo con las metas financieras aprobadas por el CONFIS. 
 
El presupuesto asignado a cada órgano, como sección presupuestal, será ejecutado en 
virtud de su autonomía presupuestal y en desarrollo de la capacidad de ordenación del 
gasto que posee el jefe de cada órgano, o el funcionario del nivel directivo a quien éste 
delegue, observando las normas consagradas en el Estatuto Orgánico del Presupuesto, 
el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y en las disposiciones 
legales vigentes. Igualmente, se tendrá en cuenta la resolución de la Dirección General 
de Presupuesto Público de la Nación que determina los formatos y procedimientos sobre 
registros presupuestales y las etapas que se deben cumplir en el proceso de afectación 
presupuestal. 
 
La secuencia General de las operaciones de ejecución del gasto empieza con la 
asignación contable del MHCP a cada entidad de su presupuesto y cada entidad debe 
hacer su registro interno presupuestal de ésta, el registro del PAC que fue autorizado por 
el Ministerio, el procesamiento de los compromisos y obligaciones y la verificación de la 
disponibilidad de caja y el seguimiento de pagos. 
 
El jefe de presupuesto de cada entidad debe certificar la disponibilidad presupuestaria 
antes de contraer un compromiso, la obligación que contrae la entidad debe estar en 
concordancia con el compromiso establecido y debe verificarla con el PAC. De igual 
manera, debe asegurar que el compromiso se realice antes de autorizar un gasto. 
 
De otra parte, la solicitud de pago requiere la firma del ordenador del gasto y del Jefe de 
Presupuesto. En el momento del pago de tesorería, la suma correspondiente debe ser 
igual a la que figura registrada antes. A lo largo del año es obligación verificar la 
disponibilidad de apropiaciones como la diferencia entre el presupuesto de gastos y los 
compromisos y obligaciones contraídas. 
 
Todo presupuesto de gastos que no se haya comprometido al final de la vigencia fiscal 
caduca de forma automática. 
 
Todo lo anterior, para señalar que la autoridad administrativa para resistir y controvertir 
los cargos de la demanda es la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, entidad 
que actúa como empleadora de la demandante, pues ella es la que expidió los actos 
demandados, la que tiene una relación laboral con la accionante, cuenta con autonomía 
administrativa y presupuestal y puede hacerse cargo de sus propias obligaciones y 
desvirtuar los cargos que se formulan contra los actos administrativos que ella misma 
expide. 
 
3.2.- LA EXPEDICIÓN DEL DECRETO 383 DE 2013 Y LA NIVELACIÓN SALARIAL 
 
En relación con el Decreto 383 de 2013, le informamos al Despacho que el Gobierno 
Nacional dio cumplimiento a la revisión y nivelación salarial ordenada en el parágrafo del 
artículo 14 de la Ley 4° de 1992, a través de la expedición de los Decretos 532 y 573 de 
1993, con los cuales se establecieron los regímenes salariales y prestacionales optativos 
para los servidores de la Fiscalía General de la Nación, de la Rama Judicial y de la 
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Justicia Penal Militar, lo cual se puede verificar en lo consagrado en el artículo 17 del 
Decreto 57 de 1993, el cual dispone: 
 

«Artículo 17. En desarrollo de lo dispuesto en el parágrafo del artículo 14 de 
la Ley 4 de 1992, los empleados de la Rama Judicial que no opten por el régimen 
establecido en el presente Decreto tendrán derecho a un incremento del dos punto 
cinco por ciento (2.5%) sobre la asignación básica mensual que tenían a 31 de 
diciembre de 1992, sin perjuicio de los incrementos decretados por el Gobierno para 
el año 1993...». (Negrilla fuera de texto). 

 
El Decreto 383 de 2013 tiene su génesis en el paro judicial del año 2012, donde los 
representantes de los funcionarios y empleados de la Rama Judicial, la Fiscalía General 
de la Nación y el Gobierno Nacional, suscribieron el 06 de noviembre de 2012 un Acta de 
Acuerdo en la que se decidió: 
 

1. Reconocer el Derecho a los Funcionarios y empleados de la Rama 
Judicial y Fiscalía General de la Nación a tener una nivelación en la 
remuneración en los términos de la Ley 4ª de 1992, atendiendo criterios de 
equidad. 
 
2. Para los efectos a que se refiere el numeral anterior, el Gobierno 
Nacional dispondrá de la suma de UN BILLÓN DOSCIENTOS VEINTE MIL 
MILLONES ($1.220.000.000.000) DE PESOS Mcte, cifra que se distribuirá 
en los presupuestos anuales, iniciando en la vigencia fiscal de 2013, y 
culminando en la vigencia Fiscal de 2018. 
 
3. A partir del año 2013, se iniciará el proceso de nivelación de la Rama 
Judicial, en la cuantía apropiada para el efecto, esto es, CIENTO VEINTE MIL 
MILLONES DE PESOS ($120.000.000.000). 
 
El proceso de ajustes en los sistemas de remuneración de los funcionarios y 
empleados de la Fiscalía General de la Nación, iniciará igualmente en la 
vigencia fiscal del 2013 y se realizará de forma equivalente al proceso que se 
realice para los funcionarios y empleados de la Rama Judicial, con el monto 
que para ello se requiera. 
 
4. Se conformará una Mesa Técnica Paritaria con el objeto de 
realizar y aplicar las cifras y montos establecidos en el numeral segundo, 
referidos a la nivelación de la remuneración en los términos de la Ley 4 de 
1992. 
 
Dicha mesa, tendrá un término de CUARENTA Y CINCO (45) días contados 
a partir de la conformación de la misma, prorrogables por voluntad de los 
integrantes de esta mesa, si fuere necesario hasta por un término no superior 
a diez (10) días. La mesa técnica, sesionará de forma continua y 
permanente, teniendo como insumo el Estudio presentado por el 
Consejo Superior de la Judicatura. La constitución de la mesa, se hará a 
más tardar dentro de los 5 días siguientes a la suscripción de este acuerdo. 
 
5. La mesa técnica de que trata el numeral anterior estará conformada 
por: 
 
1. Un (1) delegado principal del Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
2. Un (1) delegado principal del Ministerio del Trabajo 
3. Un (1) delegado principal del Ministerio de Justicia y del Derecho 
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4. Un (1) delegado principal del Departamento Administrativo de la 
Función Pública 
5. Un (1) delegado principal de la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de La Judicatura. 
6. Un (1) delegado principal de la Fiscalía General de la Nación. 
7. Seis (6) delegados principales de los funcionarios y trabajadores de la 
Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación. 
 
Cada uno de los delegados principales podrá contar con un suplente, quien lo 
remplazará únicamente en caso de faltas absolutas o temporales 
debidamente justificadas. 
 
Parágrafo: una vez culminado el estudio de la mesa técnica, el Gobierno 
Nacional emitirá las normas o decretos correspondientes en que se 
contengan las conclusiones finales de esta mesa técnica.» (Negrilla fuera 
de texto) 
 

Así, de las negociaciones sostenidas, se suscribió el Acta de Acuerdo, que sirvió como 
hoja de ruta para cumplir con las disposiciones que quedaron consagradas taxativamente 
en el documento, es decir, dentro del principio de equidad contemplado en la Ley 49 de 
1992 se debía distribuir UN BILLÓN DOSCIENTOS VEINTE MIL MILLONES 
($1.220.000.000.000) DE PESOS Mcte, que el Gobierno Nacional dispuso para levantar 
el paro, requiriendo para el ejercicio de distribución una Mesa Técnica Paritaria que se 
debía conformar con el objeto de realizar y aplicar la cifra dispuesta por el Gobierno 
Nacional, teniendo como insumo el Estudio presentado por el Consejo Superior de la 
Judicatura y una vez culminado el estudio de la mesa técnica, el Gobierno Nacional 
emitirá las normas o decretos correspondientes en que se contengan las conclusiones 
finales de esta mesa técnica. 
 
El BILLÓN DOSCIENTOS VEINTE MIL MILLONES ($1.220.000.000.000) DE PESOS 
Mcte, se debía distribuir en los presupuestos anuales, iniciando en la vigencia fiscal de 
2013, y culminando en la vigencia Fiscal de 2018. El estudio técnico aportado por el 
Consejo Superior de la Judicatura que sirvió como insumo contaba con dos métodos de 
análisis, uno cualitativo y otro cuantitativo, - como bien aparece explicado en el 
documento que se aporta como prueba, suscrito por el Ministro de Hacienda y Crédito 
Público, dirigido a la Contraloría General de la Nación que más adelante se detallará-, la 
misma mesa acordó, que al estudio se le debían integrar los componentes de la Ley 49 
de 1992 y los aportes discutidos en las propias reuniones. 
 
De acuerdo a la disponibilidad presupuestal se realizaron los estudios de simulación de 
distribución de los recursos, surgiendo por parte de la Mesa Técnica Paritaria dos 
alternativas, que en cualquiera de los casos consistía en crear un ingreso a título de 
«complemento» a efecto de buscar equidad y eficiencia en la distribución, incrementando 
el presupuesto de $1.22 billones a $1.35 billones después de publicada la distribución 
en la página del Ministerio de Justicia y el Derecho. 
 
Así, la bonificación judicial creada en el Decreto 383 de 2013 contiene las conclusiones 
finales de la mesa técnica y nace como se ha reiterado, producto del acuerdo al que 
llegaron sus integrantes del Gobierno Nacional y los representantes de los funcionarios 
y empleados de la Rama Judicial y la Fiscalía General de la Nación, siendo el producto 
de los esfuerzos de los participantes y de los esfuerzos presupuestales dispuestos para 
los ajustes realizados a las tablas publicadas en la página web del Ministerio de Justicia 
y del Derecho. Estos esfuerzos del Presupuesto General de la Nación se hicieron en un 
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Estado lleno de necesidades prioritarias de atención, pero con el único fin de normalizar 
el servicio público esencial de la administración de justicia. 
 
Debe subrayarse que la mesa resaltó que después de varios ejercicios de distribución 
realizados, se garantizaron los criterios de equidad, gradualidad y proporcionalidad de 
los ingresos totales de los servidores, así como la jerarquía y complejidad funcional de 
los empleos, así quedó plasmado en el Acta No. 25 del 8 de enero de 2013. 
 
Así entonces, no se entiende, por qué, después de que los representantes de los 
empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, escogidos por ellos 
mismos, estuvieron de acuerdo con la naturaleza del monto de reconocimiento 
adicionado anualmente progresivo durante seis (6) años, a título de complemento (o 
denominación que determine las autoridades competentes) como quedó plasmado en el 
Acta del Acuerdo, para el efecto hoy «bonificación judicial», el cual nació de los estudios 
de simulación de distribución de los recursos, solicitado por el Consejo Superior de la 
Judicatura y las mesas de negociación, con la demanda presentada se quiere 
desconocer el Acuerdo plasmado en el Acta de Acuerdo suscrita el 06 de noviembre de 
2012, compromisos que se honraron mediante la expedición del Decreto 383 de 2013. 
 
A la luz de la máxima del derecho «Pacta Sunt Servanda»: los pactos son para 
cumplirlos, se debe garantizar el cumplimiento de los Decretos expedidos a la luz de los 
acuerdos colectivos producto de la negociación entre el Estado Colombiano y las 
asociaciones sindicales que se limitan a recoger lo acordado en el transcurso de las 
negociaciones, adicionalmente como se expresó en párrafos precedentes, el proceso 
contó con la publicidad necesaria como lo fue en la página web del Ministerio de Justicia 
y el Derecho, en procura de buscar la eficiencia en el cumplimiento del Acuerdo. 
 
Para más precisión, se remite en cuatro (4) folios la respuesta suministrada por el 
Ministro de Hacienda y Crédito Público con radicado 2-2013-011075, a la Contraloría 
General de la República con ocasión de la función de advertencia 2013EE0016168 del 
8 de abril de 2013, donde de manera detallada se explica el cumplimiento del artículo 14 
de la Ley 49 de 1992 con la expedición de los Decretos 53 y 57 de 1993 y del mismo 
modo se pone de presente que el Decreto 383 de 2013 entre otros, nace producto del 
paro judicial del año 2012 y de los acuerdos a los que se llegaron con los representantes 
de los funcionarios y empleados de la Rama Judicial, la Fiscalía General de la Nación y 
el Gobierno Nacional, por intermedio de los Ministerios de Justicia y del Derecho; 
Hacienda y Crédito Público y Trabajo y Seguridad Social después de un proceso de 
negociación, siendo el Decreto el reflejo de lo acordado en la Mesa Técnica Paritaria. 
 
3.3- INEXISTENCIA DE LOS REQUISITOS CONSAGRADOS EN EL ORDENAMIENTO 
JURÍDICO QUE DEBEN CONCURRIR EN LOS PROCESOS DE NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO PARA QUE LAS PRETENSIONES 
PROSPEREN RESPECTO DEL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. 
 
El artículo 138 de la Ley 1437 del 18 de enero de 2011, “Por la cual se expide el Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, señala que a través 
del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho: 
 

«Toda persona que se crea lesionada en un derecho subjetivo amparado 
en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto 
administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el 
derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La nulidad 
procederá por las mismas causales establecidas en el inciso segundo 
del artículo anterior. 
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Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general 
y pedirse el restablecimiento del derecho directamente violado por este 
al particular demandante o la reparación del daño causado a dicho 
particular por el mismo, siempre y cuando la demanda se presente en 
tiempo, esto es, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su 
publicación. Si existe un acto intermedio, de ejecución o cumplimiento 
del acto general, el término anterior se contará a partir de la notificación 
de aquel.» (Subrayado nuestro) 

 
Teniendo en cuenta que se pretende la nulidad de un acto administrativo, la 
consecuencia legal es que la entidad llamada a responder en el correspondiente juicio 
sea la que lo profirió, como lo señaló el Tribunal Administrativo de Antioquia en el auto 
del 21 de septiembre de 2017, en el que resolvió un recurso de apelación contra una 
providencia que había vinculado al Ministerio de Hacienda y Crédito Público en un 
proceso en el que se estudiaba situaciones fácticas y jurídicas similares a las planteadas 
en este juicio, en la que se solicitaba ante la Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial el reconocimiento de unas prestaciones sociales. Proceso No. 2017-00177, 
demandante: Juan Camilo Gutiérrez Bermúdez. Proceso en el que fue DESVINCULADA 
la Cartera de Hacienda. 
 

«(…) tratándose de la nulidad y restablecimiento del derecho en contra 
de unos actos administrativos expedidos por la NACIÓN – RAMA 
JUDICIAL – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, es esta 
entidad la llamada a resistir la pretensiones de la demanda y; en caso de 
prosperar la pretensión de nulidad, habrá que determinarse si la entidad 
demandada es la obligada o no al reconocimiento y pago de las 
prestaciones, decisión de fondo para la cual no es necesaria la 
presencia de la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
o de cualquier otro ente estatal. 
 
Por lo que se concluye que en el asunto objeto de estudio no se 
configuran los supuestos exigidos para el caso del litisconsorcio 
necesario, dado que la relación entre la Nación – Consejo Superior de 
la Judicatura y la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público no 
afecta la decisión de fondo que se tome en el presente asunto. 
 
Conforme a lo anterior, se revocará el auto proferido el 17 de abril de 
2017 por el Juzgado Doce Administrativo del circuito de Medellín, en 
cuanto dispuso vincular al proceso como litisconsorte necesario a la 
Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en consecuencia, se 
ordenará desvincularlo del proceso.» 

 
Lo anterior, es una consecuencia del principio de legalidad, pues las autoridades públicas 
actúan de conformidad con las competencias atribuidas legalmente y en ese sentido, 
quien está llamada a responder por la expedición de un acto administrativo acusado de 
ilegal es la entidad que lo emitió. 
 
En este sentido, la Corte Constitucional ha señalado que: 
 

«La Constitución Política y las leyes le han asignado a la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo, la función específica de juzgar las 
controversias jurídicas que se originen en la actividad de las entidades 
estatales y de los particulares que cumplen funciones administrativas. 
En estos casos, la cuestión litigiosa y el correspondiente control judicial 
por parte de esta justicia especializada, surge cuando la Administración 
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o quien hace sus veces, en cumplimiento de los deberes asignados y 
con ocasión de sus reglamentos, actos, hechos, omisiones, contratos y 
operaciones administrativas, ha desconocido la normatividad que regula 
la actividad pública y ha lesionado derechos e intereses de la comunidad, 
de los particulares o de otras entidades u organismos estatales.2» 
 

En consideración de lo anterior, es claro que la autoridad administrativa que emite 
actos administrativos de carácter particular, es la llamada a concurrir dentro del 
proceso contencioso administrativo, considerando que tales actuaciones se derivan 
o se producen en ejercicio de las atribuciones constitucionales y legales que se le 
asignan a cada entidad para el eficiente cumplimiento de sus funciones. 
 
En el presente caso, es claro que la autoridad, en quien reside el interés legítimo 
para concurrir al proceso, independientemente de la decisión que se adopte, es el 
Consejo Superior de la Judicatura, como entidad empleadora del demandante y no 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, pues como se ha mencionado, entre 
esta cartera y el accionante no existe ni existió ningún vínculo de tipo legal, laboral, 
contractual, convencional, o de cualquier otra índole que permita inferir que este 
deba asumir responsabilidad alguna frente a las pretensiones de la demanda, más 
aun cuando no expidió los actos administrativo que se controvierten. 
 
Lo anterior, aunado al criterio adoptado por el Tribunal Administrativo de Antioquia, 
que en el auto previamente citado, indicó que la concurrencia de esta cartera en el 
proceso no infiere o modifica el análisis de fondo que se haga al respecto, por 
cuanto el problema jurídico a resolver, versa sobre una relación jurídica entre el 
demandante con su empleador, es decir con la F, por lo que en el presente caso, 
no hay lugar a la vinculación de este Ministerio en el sub judice. 
 
3.4.- INEXISTENCIA DE LEY SUSTANCIAL QUE OBLIGUE AL MINISTERIO DE 
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO A RESPONDER POR LAS PRETENSIONES 
DEL DEMANDANTE 
 
Debemos indicarle a su Despacho que no existe en el ordenamiento jurídico 
colombiano una norma que obligue al Ministerio de Hacienda y Crédito Público a 
responder por las pretensiones de la demanda. 
 
En virtud del principio de legalidad3, las facultades y deberes radicados en cabeza 
de las entidades públicas constituyen el contenido obligacional que estas deben 
cumplir y, que a su vez, autorizan a los particulares legitimados para hacerlos 
cumplir. Dentro del marco legal que atribuye funciones al Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público no hay ninguna norma que establezca para esta cartera la facultad 
para reconocer y pagar presuntas acreencias laborales a los funcionarios de la 
Rama Judicial, por lo tanto, en el presente asunto no hay un incumplimiento de una 
ley sustancial que permita imputar responsabilidad a esta entidad y por tanto una 
decisión en contra del Ministerio resultaría violatoria de los principios y leyes que 
rigen los aspectos presupuestales del estado colombiano. 
 
3.5.- EL PAGO DE UNA POSIBLE SENTENCIA CONDENATORIA DEBERÁ SER 
CUBIERTO POR EL RUBRO DE SENTENCIAS QUE CONFORMA EL PRESUPUESTO 
DE LA RAMA JUDICIAL. 
 

                                                 
2 Sentencia C-426 de 2002 
3 Artículo 6° de la Constitución Política 
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Conviene recordar que conforme al artículo 110 del Decreto 111 del 15 de enero de 1996 
- Estatuto Orgánico del Presupuesto -, refiriéndose a la autonomía presupuestal de los 
distintos órganos del Estado, prescribe: 
 

«Art. 110.- “Los órganos que son una sección en el Presupuesto General 
de la Nación, tendrán la capacidad de contratar y comprometer a nombre 
de la persona jurídica de la cual hagan parte, y ordenar el gasto en 
desarrollo de las apropiaciones incorporadas en la respectiva sección, lo 
que constituye la autonomía presupuestal a que se refieren la 
Constitución Política y la ley. (…) » (Subrayado y negrillas fuera de texto) 
 

De otro lado, el artículo 18 ib., que consagra el principio de especialización que rige en 
materia presupuestal, preceptúa: 
 

Art. 18.- «Especialización. - Las apropiaciones deben referirse en cada 
órgano de la administración a su objeto y funciones y se ejecutarán 
estrictamente conforme al fin para el cual fueron programadas» 

 
En virtud de este principio, se prohíbe la utilización de una partida de gasto aprobada por 
el Congreso de la República para una finalidad distinta para la cual se aprobó. 
 
De manera armónica el art. 45 ib., estatuye que los créditos judicialmente reconocidos, 
entre otros, se presupuestarán en cada sección presupuestal – cada sección es una 
entidad del Estado – y con cargo a sus apropiaciones deben pagarse las obligaciones 
que se deriven de ellos. 
 
En efecto, el artículo 45 ib., previene: 
 

«Art.45.- Los créditos judicialmente reconocidos, los laudos arbitrales y 
las conciliaciones se presupuestarán en cada sección presupuestal a la 
que corresponde el negocio respectivo y con cargo a sus apropiaciones 
se pagarán las obligaciones que se deriven de éstos (…) » 

 
En esa línea, acorde con el principio de “autonomía presupuestal”, los órganos que son 
una sección del Presupuesto General de la Nación, ostentan la capacidad de contratar, 
comprometer y ordenar el gasto en desarrollo de apropiaciones incorporadas en la 
respectiva sección. 
 
De igual forma, el artículo 2.8.6.1.1. del Decreto 1068 del 26 de mayo de 2015 "Por medio 
del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Hacienda y Crédito 
Público", señaló: 
 

«Artículo 2.8.6.1.1. Remisión al órgano condenado u obligado. A partir 
del 1 marzo de 1995 los créditos judicialmente reconocidos, las 
conciliaciones y los laudos arbitrales deben ser remitidos por la autoridad 
judicial o la administrativa que los reciba, al órgano condenado u 
obligado. 
 
Artículo 2.8.6.4.1. En conflictos de naturaleza laboral, el pago deberá 
atenderse en su totalidad con cargo al presupuesto de la entidad en la 
que preste o prestó el servicio en forma personal y remunerada el 
servidor público beneficiario de la sentencia, laudo o conciliación 
derivada de la relación laboral. 
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Artículo 2.8.6.4.2. En conflictos de naturaleza contractual, deberá 
afectarse el presupuesto de la entidad que liquidó el contrato o, en su 
defecto, de la que lo suscribió. 
 
A falta de cualquiera de las anteriores hipótesis, el cumplimiento del pago 
de la condena deberá estar a cargo de la entidad que se benefició con la 
prestación contractual. 
 
Parágrafo 2. En los procesos de ejecución de sentencias en contra de 
entidades públicas de cualquier orden, los mandamientos de pago, 
medidas cautelares y providencias que ordenen seguir adelante la 
ejecución, deberán ceñirse a las reglas señaladas en el presente 
capítulo. 
 
(…)» 

 
Teniendo en cuenta lo anterior, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público no paga 
sentencias judiciales diferentes a aquellas que hayan sido generadas como consecuencia 
de sus propias actuaciones. 
 
Ahora bien, las apropiaciones presupuestales asignadas a las entidades corresponden a 
rubros de gasto en partidas globales, es decir, que no se asigna para cada fallo judicial; 
esa distribución corresponde en su autonomía a la LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL a 
quien se le asigna un presupuesto para sus gastos de funcionamiento y de inversión. 
 
Por lo expuesto en precedencia, hemos de concluir que el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público no es la entidad competente para resolver las solicitudes planteadas, 
habida cuenta que dentro del marco de sus funciones atribuidas en el Decreto 4712 de 
2008, «Por el cual se modifica la estructura del Ministerio de Hacienda y Crédito Público» 
no se encuentra la de asumir obligaciones laborales ajenas a las adquiridas con los 
funcionarios que integran su propia planta de personal, sin que por lo demás redunde 
advertir, que en el caso que nos ocupa no existe relación laboral alguna entre los 
demandantes y esta cartera ministerial. 
 
Así las cosas, de la lectura de la norma señalada, se confirma el hecho de que en caso 
de que se llegue a dictar sentencia acogiendo las pretensiones, la entidad llamada a 
responder tal obligación sería aquella para la cual el accionante prestó sus servicios, 
razón por la cual se reitera que no es el Ministerio de Hacienda y Crédito Público la cartera 
encargada de asumir una presunta condena, pues en efecto, tal responsabilidad le 
correspondería al Consejo Superior de la Judicatura como autoridad empleadora del 
demandante. 
 
4.- EXCEPCIONES PREVIAS 
 
Señor Juez, me permito solicitar se sirva declarar como probadas las siguientes 
excepciones previas que aquí se enuncian, además de cualquier otra que resulte 
acreditada en el proceso y que por ello deba ser acogida de oficio, en los términos del 
artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. 
 
4.1.- FALTA DE LEGITIMACIÓN MATERIAL EN LA CAUSA POR PASIVA DEL 
MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. 
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Respetuosamente, solicito al Señor Juez, se sirva declarar como probada la siguiente 
excepción como previa, de conformidad con el numeral 6 del artículo 180 Ibídem4. 
 
Lo primero que se debe verificar en el proceso judicial, es que en el mismo se encuentren 
acreditados los presupuestos procesales del medio de control, dentro de los cuales se 
encuentra la legitimación en la causa por pasiva y por activa, es decir, determinar si 
quienes se encuentran en el plenario cuentan con la titularidad de los derechos de acción 
y contradicción respecto de las pretensiones de la demanda y por tanto tiene interés 
jurídico sustancial en las resultas del proceso, lo anterior, cobra mayor relevancia si se 
tiene en cuenta que este presupuesto procesal constituye una condición previa y 
necesaria para que el juez a la hora de dictar sentencia pueda acceder favorablemente a 
las pretensiones de la demanda, lo anterior, como a bien lo ha definido el Consejo de 
Estado, así5: 
 

«“3 En la verificación de los presupuestos procesales materiales o de fondo, 
dentro de los cuales se encuentra la legitimación en la causa, compete a la Sala, 
antes de considerar las pretensiones planteadas en el libelo introductorio, 
analiza la legitimidad para obrar dentro del proceso de la parte actora o de quien 
acude como demandado y su interés jurídico en la pretensión procesal, pues la 
legitimación en la causa constituye una condición anterior y necesaria, entre 
otras, para dictar sentencia de mérito favorable al demandante o a las 
demandadas 6 
 
En primer lugar, en relación con la naturaleza jurídica de la noción de 
legitimación en la causa, en sentido amplio, la jurisprudencia constitucional se 
ha referido a la legitimación en la causa, como la “calidad subjetiva reconocida 
a las partes en relación el interés sustancial que se discute en el proceso”7, de 
forma tal que cuando una de las partes carece de dicha calidad o condición, no 
puede el juez adoptar una decisión favorable a las pretensiones de la 
demanda8» 

 
Aunado a lo anterior, es de señalar que la legitimación en la causa ha sido definida por 
el Consejo de Estado, así9: 
 

«La legitimación en la causa hace referencia a la posibilidad de que la persona 
formule o contradiga las pretensiones de la demanda, por ser el sujeto activo o 
pasivo con interés en la relación jurídica sustancial debatida en el proceso. 
Como se observa, las personas con legitimación en la causa, se encuentran en 
relación directa con la pretensión, ya sea desde la parte activa, como 
demandante, o desde la parte pasiva, como demandado. Un sector de la 
doctrina sostiene que la legitimación en la causa es la aptitud para ser parte en 
un proceso concreto, otro sector usa la terminología de la legitimación desde la 

                                                 
4 6. Decisión de excepciones previas. El juez o magistrado ponente, de oficio o a petición de parte, resolverá sobre las excepciones 
previas y las de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva. 
5 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 29 de febrero de 2016, Exp: Rad: 
730012331000 1997 15557 01 (36.305) Consejero Ponente: Jaime Orlando Santofimio Gamboa 
6 ͞13 Sección Tercera, sentencias del 22 de noviembre de 2001, expediente 13356; Sub-sección C, de 1 de febrero de 2012, 
expediente 20560. Constituye postura sólidamente decantada por la jurisprudencia de esta Sala aquella consistente en excluir 
la figura de la falta de legitimación en la causa de las excepciones de fondo que puedan formularse dentro del proceso, 
comoquiera que éstas, a diferencia de aquélla, enervan la pretensión procesal en su contenido, pues tienen la potencialidad de 
extinguir, parcial o totalmente, la súplica elevada por el actor, en tanto que la legitimación en la causa constituye una condición 
anterior y necesaria, entre otras, para dictar sentencia de mérito favorable al demandante o al demandado.” 
7 14 Corte Constitucional, sentencia C- 9ϲϱ de ϮϬϬϯ.͟ 
8 15 Sección Tercera, Sub-sección C, sentencia de 25 de julio de 2011, expediente ϮϬϭ46” 
9  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena – sentencia de unificación 
de jurisprudencia del 25 de septiembre de 2013, Consejero Ponente: Enrique Gil Botero, Radicación: 250002326000 
1997 05033 
(20420) 
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ley sustancial, así: “Creemos que se precisa mejor la naturaleza de esa 
condición o calidad o idoneidad; así en los procesos contenciosos, la 
legitimación en la causa consiste, respecto del demandante, en ser la persona 
que de conformidad con la ley sustancial está legitimada para que por sentencia 
de fondo o mérito se resuelva si existe o no el derecho o la relación jurídica 
sustancial pretendida en la demanda, y respecto del demandado en ser la 
persona que conforme a la ley sustancial está legitimada para discutir u 
oponerse a dicha pretensión del demandante; y en los procesos de jurisdicción 
voluntaria consiste en estar legitimado por la ley sustancial para pedir que se 
hagan las declaraciones solicitadas en la demanda.» 

 
En relación con lo anterior, es de señalar que la legitimación en la causa se ha 
diferenciado entre la legitimación en la causa de hecho y la legitimación en la causa 
material, la primera de ellas se presenta por la vinculación que hace el demandante al 
demandado por atribuirle una conducta y la segunda se presenta cuando se da una 
conexión entre las partes y los hechos que dieron origen al litigio, es decir, para quienes 
participaron realmente en la causa que dio origen a la formulación de la demanda, lo 
anterior, de conformidad con la jurisprudencia del H. Consejo de Estado que al respecto, 
ha señalado10: 
 
Dentro del concepto de legitimación en la causa, se vislumbra la legitimación de hecho, 
originada en la simple alegación de esa calidad en la demanda, como lo prevé el artículo 
86 del C. C. A., al señalar “la persona interesada podrá”, siendo entonces ese interés 
mínimo, suficiente para accionar y para proponerlo en la instancia procesal de inicio del 
juicio41. Por su parte, la legitimación material se concreta en el evento en que se pruebe 
realmente la calidad alegada para obtener una sentencia favorable a las pretensiones de 
la demanda 
 
Un concepto más reciente ha establecido que: 
 

«(…) se refiere a la relación procesal que se establece entre el demandante y 
el demandado por intermedio de la pretensión procesal, es decir, se trata de 
una relación jurídica nacida de la atribución de una conducta en la demanda y 
de la notificación del libelo inicial al demandado, de manera que quien cita a 
otro y le endilga la conducta, actuación u omisión que dan lugar a que se incoe 
la acción, está legitimado de hecho por activa y aquél a quien se cita y se le 
atribuye la referida acción u omisión, resulta legitimado de hecho y por pasiva, 
después de la notificación del auto admisorio de la demanda (…) la legitimación 
material en la causa, supone la conexión entre las partes y los hechos 
constitutivos del litigio, ora porque resultaron perjudicadas, ora porque dieron 
lugar a la producción del daño (…)11» 

 
De conformidad con lo anterior, y respecto de la configuración de legitimación material 
en la causa por pasiva del Ministerio de Hacienda y Crédito Público en el presente 
proceso, es de señalar que, como quiera que los actos administrativos demandados no 
fueron expedidos por esta cartera, habría que estudiar si el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público tuvo vínculo o participación en el acaecimiento de los hechos que 
originaron la formulación de la demanda, es decir, establecer si el Ministerio participó o 
pudo haber participado en la expedición de los actos administrativos demandados que 
dieron origen a la demanda, y por tanto la entidad que puede oponerse a las pretensiones 
de la demanda y en dado caso responder por las mismas. 
 

                                                 
10 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Consejero Ponente: Mauricio Fajardo Gómez, 
sentencia del 04 de febrero de 2010, exp: radicado: 70001 2331000 1995 05072 01 (17720) 
11 43 Consejo de Estado, sentencias de 11 de noviembre de 2009, Exp. 18163; 4 de febrero de 2010, Exp.17720 
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De acuerdo con lo anterior, al ser el acto demandado proferido por el Consejo Superior 
de la Judicatura y no por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público debe su Despacho 
determinar entre las entidades que decidió demandar la actora y su despacho vincular, 
cuál es la que verdaderamente es responsable y que representa a la persona jurídica de 
derecho público que debe acudir al proceso a fin de responder por la pretensión de la 
demanda. 
 
Lo dicho, por cuanto resulta necesario establecer si es posible resolver la controversia 
respecto a las pretensiones que existe en el juicio entre quienes figuran en el cómo 
partes, es decir, si actúan en el juicio quienes han debido hacerlo por ser las personas 
idóneas para discutir sobre el objeto concreto de la litis.12 Esto, en virtud de la legitimación 
en la causa, la cual determina quiénes están autorizados para obtener una decisión de 
fondo sobre las pretensiones formuladas en la acción. 
 
Lo anterior, significa que para que legalmente puedan prosperar las pretensiones de la 
demanda frente al Ministerio de Hacienda y Crédito Público es indispensable que los 
hechos que fundamentan las pretensiones (acto administrativo acusado de ilegal) hayan 
sido generados por el demandado (Ministerio de Hacienda y Crédito Público), es decir, 
que la causa de la lesión del derecho subjetivo amparado por la norma jurídica pueda ser 
atribuible al Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
 
Así las cosas, es de señalar que del estudio del caso en concreto se encuentra 
plenamente demostrado que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público carece de 
legitimación material en la causa por pasiva, habida cuenta que no tuvo injerencia en la 
producción de los hechos que dieron origen a la demanda, pues legalmente no podía o 
puede negar derechos laborales a empelados de otros órganos del Estado. Tanto así, 
que en ningún aparte de la demanda se refirió al Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
como entidad que haya participado en la expedición de los actos administrativos 
demandados y por tanto haya violado el derecho subjetivo del actor. 
 
Aunado a lo anterior, es de señalar que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público –
como se indicó- no puede de manera directa contradecir las pretensiones de la demanda 
en relación con el hecho que originó la presunta lesión al derecho subjetivo de la 
demandante, es decir, frente al acto administrativo particular, porque no es sujeto pasivo 
de la relación jurídico sustancial, pues recordemos, cuando en el punto 2 de esta 
contestación se hizo un pronunciamiento respecto de las pretensiones de la demanda, el 
mismo se efectuó de manera general, precisamente porque este Ministerio no puede 
contradecir la pretensión desde la óptica del citado acto administrativo particular, en 
primera medida porque no expidió el acto administrativo, ni tuvo injerencia o participación 
en su acaecimiento, y en segunda medida, porque desconoce las condiciones laborales 
particulares del peticionario en su presunta calidad de empleado y/o exempleado de la 
Rama Judicial y los criterios que fueron tenidos en cuenta por la autoridad administrativa 
para negar lo peticionado. 
 
Además de lo anterior, resulta evidente la falta de legitimación material en la causa por 
pasiva del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y por tanto la carencia de relación 
jurídica sustancial con las pretensiones de la demanda, toda vez que este Ministerio no 
fue parte, ni tuvo relación entre empleado (demandante) y empleador (Rama Judicial) en 
relación con la expedición del acto administrativo demandado. Lo anterior, puesto que el 
acto administrativo acusado fue expedido por el Consejo Superior de la Judicatura bajo 
el principio de autonomía administrativa que le asiste, principio del cual es depositario en 
razón a su naturaleza jurídica, autonomía administrativa y presupuestal, características 

                                                 
12 Devis Echandía, H. (1966). Nociones generales del derecho procesal civil. Madrid: Aguilar. 
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estas que no le permiten al Ministerio inmiscuirse e interferir en las decisiones que tome 
la Rama Judicial en el ejercicio de sus funciones. 
 
Finalmente, es de señalar que como quiera que la legitimación material en la causa es el 
factor que determina quiénes pueden ser objeto activo o pasivo de una decisión de fondo 
sobre las pretensiones formuladas en una demanda, y teniendo en cuenta que dentro de 
las funciones que le asigna el Decreto 4712 del 15 de diciembre de 2008 “Por el cual se 
modifica la estructura del Ministerio de Hacienda y Crédito Público” al Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, no se evidencia ninguna que puede satisfacer las 
pretensiones de la demanda, por lo que es incuestionable que este Ministerio carece de 
competencia para resolver lo pretendido por la accionante, lo anterior, por cuanto no 
puede inmiscuirse en la expedición de actos administrativos proferidos por las entidades 
ajenas a la Cartera de Hacienda, ni puede reconocer derechos laborales de empleados 
vinculados a otras entidades, razones que ampliamente reflejan la configuración de esta 
excepción previa de falta de legitimación material en la causa de esta entidad. 
 
Con fundamento en lo anterior, respetuosamente me permito solicitar a su H. Despacho 
DESVINCULE al Ministerio de Hacienda y Crédito Público del presente proceso, por 
configurarse la excepción previa de falta de legitimación material en la causa por pasiva 
de esta cartera. 
 
4.2.- INEPTITUD DE LA DEMANDA POR INDEBIDA ACUMULACIÓN DE 
PRETENSIONES 
 
De la lectura del libelo de la demanda se evidencia que el centro de la controversia se 
suscita al contenido normativo dispuesto en el Decreto 383 de 2013 y del cual se predica 
según la demandante su inconstitucionalidad al ser violatorio de normas superiores, 
supuesto sobre el cual deviene precisamente que una de las pretensiones se encuentre 
encaminada a la inaplicación de la norma. 
 
En efecto, nótese que mediante dichas censuras se afirma que el acto administrativo 
proferido por la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial es nulo, pero no 
por alguna falla de procedimiento o vicio predicable de él o de determinado acto previo o 
preparatorio del mismo, sino por una supuesta inconstitucionalidad e ilegalidad del 
Decreto 383 de 2013, que es la normatividad que creó la Bonificación Judicial y dispuso 
su carácter de factor salarial únicamente para efectos del ingreso Base de Cotización en 
el Sistema General de Seguridad Social en Salud y Pensión. 
 
De manera que, en estricto sentido, lo planteado en los cargos de la demanda no obedece 
al desconocimiento de normas superiores por parte del acto acusado, sino la supuesta 
violación de determinadas normas constitucionales y legales por parte del Decreto 383 
de 2013, esto es, insisto, la disposición mediante la cual se creó la Bonificación Judicial 
y dispuso su carácter de factor salarial únicamente para efectos del ingreso Base de 
Cotización en el Sistema General de Seguridad Social en Salud y Pensión. 
 
Así, entendida la controversia, es claro que los cargos formulados en la demanda, aunque 
planteados por vía del control de nulidad y restablecimiento del derecho regulado en el 
artículo 138 del C.P.A.C.A., han debido plantearse como sustento de una pretensión 
distinta: de nulidad dirigida contra el Decreto 383 de 2013 mediante el ejercicio del medio 
de control de simple nulidad (artículo 137 del C.P.A.C.A.). 
 
Dicha pretensión, a través del medio de control de simple nulidad, es competencia 
exclusiva de la Sección Segunda del Consejo de Estado (numeral 1 del artículo 149 del 
C.P.A.C.A) y, por tanto, no susceptible de acumulación con pretensiones que son de 
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conocimiento de los Juzgados Administrativos en primera instancia, como es en este caso 
la pretensión de nulidad y restablecimiento del derecho (numeral 2 del artículo 155 
ibídem); cuestión que hace inepta la demanda. 
 
Es menester aclarar, que si bien dentro de las novedades que contempló el legislador 
con la expedición del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo mediante la Ley 1437 de 2011, se incluyó la posibilidad de que se 
acumularan en un mismo proceso pretensiones que correspondieran a los medios de 
control de nulidad y nulidad y restablecimiento del derecho, con el fin de impedir que con 
unos mismos hechos se iniciaran diferentes procesos en razón a las distintas fuentes de 
daño que se pudieran causar, y en atención a los principios de economía, celeridad e 
igualdad, pero siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos contemplados en 
el artículo 165 del C.P.A.C.A. : i) que el juez ante el que sean presentadas sea 
competente para conocer de todas, salvo en los casos en los que se formulen 
  
pretensiones de nulidad, pues en este evento será competente el juez que conozca la 
nulidad, ii) que las pretensiones no se excluyan entre sí, salvo que se propongan como 
principales y subsidiarias, iii) que no haya operado la caducidad respecto de alguna de 
ellas y iv) que todas deban tramitarse por el mismo procedimiento. 
 
En ese orden, del análisis de lo contemplado en el numeral 1° del artículo 165 ibídem, es 
pertinente concluir que, debido a la acumulación de pretensiones realizada por la parte 
actora en el proceso de marras, el juez competente para conocer de la nulidad pretendida 
era sobre quien recaía la competencia de conocer del proceso. 
 
Así las cosas, es clara la prosperidad de la presente excepción, teniendo en cuenta que 
el Decreto 383 de 2013 no es susceptible de control judicial por su Despacho, pues se 
evidencia que, de las pretensiones formuladas en el presente proceso, algunas se 
encuentran atribuidas a funcionarios judiciales distintos que además hacen parte de 
diferentes instancias o niveles de la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
 
Así las cosas, en ese orden de ideas, debe su Despacho desechar las pretensiones que 
son impropias del medio de control formulado y de las cuales no es competente, y 
declarar improcedentes las mismas para proceder con su rechazo. 
 
4.3.- APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 282 DE LA LEY 1564 DEL 12 DE JULIO DE 2012, 
«POR MEDIO DE LA CUAL SE EXPIDE EL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO Y SE 
DICTAN OTRAS DISPOSICIONES». 
 
De conformidad con lo consagrado en el artículo 282 del CGP, de manera respetuosa, 
solicitamos a su Despacho que en caso de que halle probados hechos que constituyan 
una excepción, la reconozca de manera oficiosa en la sentencia, tales como la de 
caducidad de la acción o la de prescripción. 
 
5.- EXCEPCIONES DE MERITO 
 
5.1.- COBRO DE LO NO DEBIDO 
 
Fundamento la presente excepción en que el apoderado de la parte actora pretende que 
se le reconozca un pago donde mi poderdante no tiene el deber jurídico de cancelar en 
virtud a que no fue empleador del accionante. 
 
5.2.- LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS DEMANDADOS NO FUERON EXPEDIDOS 
POR EL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. 
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Como se evidencia de las pretensiones de la demanda, es claro que el acto administrativo 
demandado fue expedido por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y no por 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, razón por la que esta cartera no tiene la 
competencia para pronunciarse de fondo en relación con unos actos administrativos que 
fueron emitidos por otra autoridad administrativa que cuenta con personería jurídica y 
autonomía administrativa y presupuestal. 
 
Así entonces, no existiendo motivo por el cual esta Cartera se deba pronunciar de fondo 
en relación con el acto impugnado, es evidente su falta de legitimación para hacer parte 
del presente proceso. 
 
5.3.- INEXISTENCIA DE RELACIÓN LABORAL ENTRE LA DEMANDANTE Y ESTE 
MINISTERIO 
 
Sin que la proposición de la presente excepción implique reconocimiento de algún tipo 
de derecho, propongo la presente excepción, teniendo en cuenta que en momento alguno 
la demandante estuvo vinculada de forma laboral ni administrativa al Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público; nunca prestó sus servicios de forma personal para esta 
Entidad, ni estuvo vinculada mediante contrato de prestación de servicios, por lo que no 
existe vínculo jurídico alguno que genere como consecuencia, responsabilidad de esta 
Entidad frente a las pretensiones de la demandante. 
 
5.4.- EL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO NO ES LA ENTIDAD 
RESPONSABLE DE SATISFACER LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA. 
 
El artículo 345 de la Constitución Política consagra el principio de legalidad del 
presupuesto, sobre el cual la jurisprudencia13 ha expresado que opera en dos instancias, 
pues tanto los ingresos como las erogaciones no sólo deben ser decretadas previamente, 
sino que, además, deben ser apropiadas en la Ley de presupuesto para ser efectivamente 
ejecutadas. 
 
Sobre el particular, la Corte Constitucional en sentencia C- 490 de 1994,14 expone: 
 

«Podría sostenerse que la función del Congreso de "establecer las rentas 
nacionales y fijar los gastos de la administración" (CP art. 15-11), referida 
a una materia de iniciativa gubernamental, comprende toda suerte de 
leyes que decreten gasto público. No obstante, este punto de vista ignora 
la naturaleza especial de la ley general de presupuesto - a la cual se 
remite el citado literal -, cuya función se contrae a estimar para el 
respectivo período fiscal los ingresos y establecer los gastos a los que se 
aplicarán, todo lo cual presupone la previa existencia de leyes distintas, 
unas que hayan arbitrado rentas y otras que hayan decretado gastos. 
(…)» 

 
Como se observa, en la legislación Colombiana el principio de legalidad involucra la 
incorporación de ingresos y de los gastos en el presupuesto; vale decir, para incluir estos 
recursos en la ley anual de presupuesto debe establecerse el monto de ingresos y, de 
otro lado, las erogaciones como una autorización máxima de gasto a los órganos que lo 

                                                 
13 Corte Constitucional, Sentencia C-772 de 1998 M.P. Fabio Morón Díaz. 
14 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz 
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conforman; todo lo cual se sujeta, en todo caso, a las fuentes de gasto consagradas en 
el inciso segundo del artículo 346 de la Constitución Política.15 
 
Acorde a la disposición anterior, el Decreto 111 de 1996,16 establece que constituye título 
jurídico de gasto: 
 

«Artículo 38. En el Presupuesto de Gastos sólo se podrán incluir 
apropiaciones que correspondan: (…) 
 
d) A gastos decretados conforme a la ley.» 

 
De otro lado, con fundamento en el Marco de Gasto de Mediano Plazo, los órganos que 
hacen parte del Presupuesto General de la Nación, como es el caso de la Rama Judicial, 
deben incluir en sus respectivos anteproyectos de presupuesto29, el cálculo de las 
partidas que le permitan cumplir las obligaciones a su cargo, entre ellas, las 
correspondientes al pago de sus deberes como empleadores. 
 
En este orden de ideas, es claro que la Dirección General del Presupuesto Público 
Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público elabora el proyecto de presupuesto 
con base en los anteproyectos y en las propuestas de gasto de mediano plazo que le 
presentan las entidades quienes gozan de autonomía presupuestal,17 la cual “supone la 
posibilidad de disponer, en forma independientemente, de los recursos aprobados en la 
Ley de Presupuesto”, facultad que está en cabeza del jefe del respectivo órgano. Por ello, 
cada entidad es competente para revisar, liquidar y pagar las prestaciones sociales a su 
cargo. 
 
Dentro de las competencias de este Ministerio en la programación presupuestal de los 
recursos a las entidades que hacen parte del Presupuesto General de la Nación, no está 
la de ser ejecutor directo de los mismos, sino programador de las solicitudes de gastos 
que las entidades presentan para cada vigencia fiscal, dentro del cronograma de 
programación establecido por la normatividad vigente y con sujeción a las 
disponibilidades fiscales existentes en cada vigencia. 
 
La ejecución de estos recursos que son aprobados por el Congreso de la República 
mediante la Ley anual de Presupuesto, queda en cabeza de las entidades que hacen 
parte del Presupuesto General de la Nación, es decir, de la Rama judicial, en virtud de la 
autonomía presupuestal establecida en el Estatuto Orgánico del Presupuesto18, el cual 
señala: 
 

                                                 
15 ͞EŶ la ley de ApƌopiacioŶes Ŷo podƌá iŶcluiƌse paƌtida alguŶa Ƌue Ŷo coƌƌespoŶda a uŶ cƌédito judicialŵeŶte 
reconocido, o a un gasto decretado conforme a la ley anterior, o a uno propuesto por el Gobierno para atender 
debidamente el funcionamiento de las ramas del poder público, o el servicio de la deuda, o destinado a dar 
cuŵpliŵieŶto al PlaŶ NacioŶal de Desaƌƌollo͟. 
16 Por el cual se compilan la Ley 38 de 1989, la Ley 179 de 1994 y la Ley 225 de 1995 que conforman el Estatuto 
Orgánico del 
Pƌesupuesto͟ 
17  ϯϬ Estatuto OƌgáŶico del Pƌesupuesto ͞Aƌticulo ϭϭϬ. Los óƌgaŶos Ƌue soŶ uŶa seccióŶ eŶ el Pƌesupuesto GeŶeƌal 
de la Nación, tendrán la capacidad de contratar y comprometer a nombre de la persona jurídica de la cuál hagan 
parte, y ordenar el gasto en desarrollo de las apropiaciones incorporadas en la respectiva sección, lo que constituye 
la autonomía presupuestal a que se refieren la Constitución Política y la ley. Estas facultades estarán en cabeza del 
jefe de cada órgano quien podrá delegarlas en funcionarios del nivel directivo o quien haga sus veces, y serán 
ejercidas teniendo en cuenta las normas consagradas en el Estatuto General de Contratación de la Administración 
Pública y en las disposiciones legales vigentes. 
18  Decƌeto ϭϭϭ de ϭ99ϲ ͞Poƌ el cual se compilan la Ley 38 de 1989, la Ley 179 de 1994 y la Ley 225 de 1995 que 
conforman el Estatuto Orgánico del Presupuesto 
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«ARTÍCULO 110. Los órganos que son una sección en el Presupuesto General 
de la Nación, tendrán la capacidad de contratar y comprometer a nombre de la 
persona jurídica de la cuál hagan parte, y ordenar el gasto en desarrollo de las 
apropiaciones incorporadas en la respectiva sección, lo que constituye la 
autonomía presupuestal a que se refieren la Constitución Política y la ley. Estas 
facultades estarán en cabeza del jefe de cada órgano quien podrá delegarlas 
en funcionarios del nivel directivo o quien haga sus veces, y serán ejercidas 
teniendo en cuenta las normas consagradas en el Estatuto General de 
Contratación de la Administración Pública y en las disposiciones legales 
vigentes. (…).» 

 
De todo lo anteriormente expuesto, se puede concluir que la Nación – Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público – ha obrado de conformidad con la Constitución Política y la 
Ley, por tanto no podría vislumbrarse responsabilidad alguna. 
 
5.5.- UNA SENTENCIA DESFAVORABLE AL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO 
PUBLICO VULNERARÍA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD. 
 
En el supuesto de condenarse al Ministerio de Hacienda y Crédito Público se estaría 
violando el principio de legalidad, con base en las siguientes razones: 
 
La actuación de los funcionarios del Estado está supeditada a la Constitución Política y 
las leyes. Es más, el artículo 6º de la Constitución Política determina que los servidores 
públicos son responsables por infringir la Constitución y las leyes y “por omisión y 
extralimitación en el ejercicio de sus funciones”. En los actos de autoridad se limita la 
misma, expresamente, a lo ordenado por ésta y aquéllas. Esta noción está consagrada 
en la Carta Política de la siguiente forma: 
 

«Artículo 121. Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones 
distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley». 

 
Para las demás actuaciones, la ley o el reglamento determinan las funciones y el servidor 
público se compromete a cumplirlas en el momento en que asume el cargo. Así lo dispuso 
el Constituyente de 1991 al señalar: 
 

«Artículo 122. No habrá empleo público que no tenga funciones 
detalladas en ley o reglamento y para proveer los de carácter remunerado 
se requiere que estén contemplados en la respectiva planta y previstos 
sus emolumentos en el presupuesto correspondiente». 

 
De esta manera, el principio de legalidad en las actuaciones de la Administración Pública 
no es una concesión graciosa al funcionario de turno ni una prerrogativa o sinecura para 
el mismo. Las funciones no pueden ser ejercitadas de forma arbitraria e ilimitada, pues 
su consagración es expresa y de interpretación restrictiva. Esta interpretación se pone de 
presente en el siguiente texto de la Alta Corporación de control constitucional, en el cual 
indica: 
 

«Lo anterior equivale a dar por sentado que mientras los particulares 
pueden hacer todo aquello que no les está expresamente prohibido por 
la Constitución y la ley, los funcionarios del Estado tan sólo pueden hacer 
lo que estrictamente les está permitido por ellas. Y es natural que así 
suceda, pues quien está detentando el poder necesita estar legitimado 
en sus actos, y esto opera por medio de autorización legal.19» 

                                                 
19 Corte Constitucional, Sentencia C-337 del 19 de agosto de 1993, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa 
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La función administrativa tiene condicionamientos al momento de ser ejercida, por 
principios que expresamente ha consagrado nuestra Constitución Política, así: 
 

«Artículo 209. La función administrativa está al servicio de los intereses 
generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, 
moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, 
mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de 
funciones. 
 
Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para 
el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La administración 
pública, en todos sus órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá 
en los términos que señale la ley». 

 
En desarrollo de las normas constitucionales citadas, la Ley 489 de 1998 en su artículo 
5°, establece que los organismos y entidades administrativos deberán ejercer con 
exclusividad las potestades y atribuciones inherentes, de manera directa e inmediata, 
respecto de los asuntos que les hayan sido asignados expresamente por la ley, 
ordenanza, acuerdo o reglamento ejecutivo. 
 
En consecuencia, no es legalmente factible exigir a una entidad el ejercicio de acciones 
que se encuentran por fuera de las funciones que expresamente le señale la Constitución 
y la ley, por lo que al juzgador le está constitucional y legalmente vedado impartir órdenes 
al Ministerio de Hacienda y Crédito Público como las que pretende el accionante. 
 
De todo lo anterior se concluye que, al servidor público solo le es posible cumplir con las 
funciones que expresamente se le han asignado, y debe hacerlo con la mayor diligencia 
posible. Su inobservancia le acarrea responsabilidades jurídicas y políticas que también 
las normas legales consignan20. 
 
También, debe tenerse en cuenta que según el Decreto 111 de 1996 "Por el cual se 
compilan la Ley 38 de 1989, la Ley 179 de 1994 y la Ley 225 de 1995 que conforman el 
Estatuto Orgánico del Presupuesto", uno de los principios del sistema presupuestal es el 
de la especialización, que consiste en que las apropiaciones deben referirse en cada 
órgano de la administración a su objeto y funciones y se ejecutarán estrictamente 
conforme al fin para el cual fueron programadas, lo que significa, que está vedado al 
Ministerio Público y Crédito Público destinar recursos de su presupuesto para pagar 
obligaciones originadas en otros órganos o entidades con autonomía administrativa, 
presupuestal y patrimonial. 
 
Por lo tanto, pretender que las sumas a que se refiere la presente acción, se cubran con 
recursos del presupuesto del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, transporta una 
violación a normas Constitucionales y legales, que daría al traste con la estructura 
Administrativa y Presupuestal de la Nación; pues sería un peligroso precedente para que 
en el futuro cualquier funcionario público, beneficiario de un crédito judicial, quisiera 
reclamar la satisfacción de su acreencia ante esta entidad, sin importar a que órgano del 
Presupuesto Nacional pertenece o si por el contrario el que debe responder es una 
persona jurídica particular que pertenece al derecho privado. 
 
5.6.- UNA SENTENCIA DESFAVORABLE AL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO 
PUBLICO VULNERARÍA EL ASPECTO PRESUPUESTAL. 
 
                                                 
20 Corte Constitucional, Sentencia C-315 del 19 de Julio de 1995, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz 
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Ahora bien, resulta indispensable traer a colación algunos conceptos en materia 
presupuestal para efectos de delimitar las responsabilidades de las distintas entidades 
que participan en el proceso presupuestal; siendo necesario partir de lo dispuesto por el 
artículo 151 de la Constitución Política, el cual determina que el Congreso de la República 
expedirá leyes orgánicas a las cuales estará sujeto el ejercicio de la actividad legislativa, 
entre las que menciona las normas sobre preparación, aprobación y ejecución del 
presupuesto de rentas y ley de apropiaciones. 
 
A su turno, en el capítulo 3 del Título XII «Del Presupuesto» de la Constitución Política, 
el artículo 352 dispone que los presupuestos de la Nación, de las entidades territoriales 
y de los entes descentralizados de cualquier nivel, están sujetos a lo establecido por la 
ley orgánica.21 
 
Siendo para este caso el Estatuto Orgánico del Presupuesto, Decreto 111 de 1996, que 
en su artículo 18 desarrolla el principio de especialización, el cual significa que «Las 
apropiaciones deben referirse en cada órgano de la administración a su objeto y 
funciones, y se ejecutarán estrictamente conforme al fin para el cual fueron programadas 
(Ley 38 de 1989, art. 14, Ley 179 de 1.994, art. 55, inciso 3°.)» 
 
En virtud de este principio, se prohíbe la utilización de una partida de gasto aprobada por 
el Congreso de la República para una finalidad distinta de aquella para la cual fue 
apropiada. 
 
De lo anterior, se infiere que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público carece de 
facultad constitucional y legal para efectuar reconocimientos, pagos u otras obligaciones 
que no le estén asignadas legal o constitucionalmente, como sería el caso de ASUMIR 
LAS ACREENCIAS LABORALES DE UNA RAMA DEL PODER PÚBLICO QUE CUENTA 
CON AUTONOMIA ADMINISTRATIVA, PRESUPUESTAL Y CUENTA CON 
PATRIMONIO PROPIO. 
 
Que, en ánimo de discusión, se hace necesario señalar que las presuntas obligaciones 
recaerían sobre otra entidad diferente a la Cartera que represento. 
 
Corolario de lo anterior, se entiende que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público no 
debe pagar sentencias judiciales diferentes a aquellas que hayan sido generadas como 
consecuencia de sus actuaciones, situación que no se observa en el presente caso. 
 
6.- RELACIÓN DE PRUEBAS 
 
Medios de Prueba: 
 
Solicito tener como prueba las aportadas con la demanda y sus contestaciones y decretar 
las que su Despacho estime pertinentes. 
 
De conformidad con lo establecido en el parágrafo 1° del artículo 175 de la Ley 1437 del 
18 de enero de 2011, por imposibilidad fáctica y jurídica no allegamos el expediente 
administrativo debido a que este no reposa en este Ministerio sino que de acuerdo con lo 
mencionado en los hechos de la demanda, debe estar en poder de quien es el empleador 
del demandante. 
 
7.- ANEXOS: 

                                                 
21 Sobre las leyes orgánicas pueden consultarse, entre otras, las Sentencias C-478 de 1992, M.P. Eduardo Cifuentes 
Muñoz; C-089A de 1994, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa; C-546 de 1994, M.P. Alejandro Martínez Caballero, C-538 
de 1995, M.P. Fabio Morón Díaz y C-540 de 2001, M.P. Jaime Córdoba Triviño 
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Resolución 0928 de 27 de marzo de 2018. 
Poder debidamente otorgado. 
 
8.- PETICIÓN 
 
De lo anterior, respetuosamente solicito al H. Despacho tener en cuenta los argumentos 
expuestos en precedencia, y en consecuencia de ello declare probadas las excepciones 
previas propuestas y ordene DESVINCULAR al Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
del presente proceso, o en su defecto, deniegue las pretensiones de la demanda respecto 
del Ministerio de Hacienda y Crédito Público por resultar jurídica y materialmente 
improcedentes. 
 
9.- NOTIFICACIONES 
 
Las recibiré en la Secretaría de su Despacho, o en el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, ubicado en la Carrera 8 No. 6 C – 34, Piso 3°, de Bogotá D.C. Teléfono 3811700 
extensión 4278; correo electrónico: notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
JUAN JOSÉ MARTÍNEZ GUERRA 
C.C. No. 1.015.99.363 de Bogotá 
T.P. No. 216.980 del C. S. de la J. 
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